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INTRODUCCIÓN.

Frente a la teoría económica clásica, la idea del precio justo pa-
rece ser un intento de moralizar la economía, restándole carácter cientí-
fico. Por esta razón quizá es oportuno recordar cómo la tesis del precio
natural, que es punto de partida de la ciencia económica, nació en Adam
SMITH, como una idea de entidad filosófica, engarzada con los fines de jus-
ticia, según los cánones del Derecho natural. A este punto de vista esen-
cial, añadía Adam SMITH que el precio natural era también, desde una
perspectiva puramente económica, el ideal, ya que aseguraba un total em-
pleo de los factores productivos. De hecho, sin embargo, el natural price .
se identificaba en Adam SMITH con el justum pretium de los escolásticos.
Baste recordar que SMITH consideraba su obra como una aportación a la
filosofía del Derecho natural.

La doctrina económica actual olvidó este engarce, sosteniendo, den-
tro de una técnica de modelos-secuencias, la igualdad entre el precio de-
ducido del contrapaso de demanda y oferta, al deducido partiendo del
coste marginal. El que esto sea teóricamente inimpngnable es algo
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que hay que admitir de plano. Pero del mismo modo hay que admitir
que el precio, aun de modo aproximado, no coincide en realidad, sino
muy raramente, para los dos supuestos teóricos de partida (costes y mer-
cado). La tarea de ajustar el precio de mercado al coste es, como pú-
blica por su carácter intrínseco, función del poder público. Desde esta
perspectiva, el poder administrativo de tasación del precio revierte no
sólo a la idea de una implantación de justicia, que le es consustancial, sino
a una actuación económica de forzar el mercado, para que el precio se
ajuste al coste marginal, en última instancia, para establecer forzosamen-
te los resultados de una libre competencia.

La tarea del Estado, en la actuación de este poder sobre el mercado,
estriba esencialmente en esta conformación del precio, según el coste
marginal. Pero si se para mientes en que, en definitiva, lo que el Estado
quiere conseguir así es una política de redistribución de rentas, se compren-
derá por qué en una serie de casos este forzamiento del precio llega más
allá del coste marginal, estableciéndose el llamado precio político. De este
modo, la funcionalidad del precio, frente a la Administración, se liga a
una triple suerte de ideas : en primer término, el precio según el mercado,
resultante de la demanda y de la oferta (el justum pretium de la expropia-
ción general); o bien el precio según el coste (justo precio en la tasa
normal), y, por último, el precio según la necesidad del consumidor
(precio político) o tasa viliore pretio. En este último sentido^ el precio
se remonta a la idea aristotélica según la cual sólo en un cierto sentido
son comparables las mercancías r.avza auug).T¡T« Sel *o>; eívai a través de las
necesidades humanas.

^odas estas finalidades específicas concrelau, en momentos y con fines
determinados, puntos medios en la tensión polar existente entre la pro-
hibición de derecho natural, del injuste jieri locupletiorem, de un lado,
y de otro, con el principio de libertad de la contratación. Esta tensión
se resuelve hacia un- lado o hacia otro, de acuerdo con las ideas políti-
cas del momento.

De otro lado, la idea de la justitia prelii supone en todo caso un
orden económico evolucionado, en el que el cambio ha llegado a desem-
peñar un papel importante. En tales condiciones, el tema del justum
pretium aboca a una problemática diferente, según se contemple desde
un punto de vista material, que podría identificarse con el económico,
o, por el contrario, desde una perspectiva jurídico-administrativa. Des-
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de este último punto de vista, lo que fundamentalmente interesa es exa-
minar las técnicas formales jurídicas de conformación del precio, ya qne
tales técnicas implican en cualquier caso un forzamiento del mismo y
un apartamiento, en el precio legalmenle fijado, del que se produciría en
libertad de mercado. Es obvio que esto sea así, ya que de otro modo la
aplicación de la Ley en este ámbito sería intil, de ser idéntico el pre-
cio legal al precio libre. La Ley, cuando se aplica al campo de la Admi-
ministración económica, lleva siempre una intención de conformar la
realidad, ajusfándola a los criterios de justicia.

Tal reajuste puede producirse por una triple suerte de procedimien-
tos y caminos: un primer sistema es directamente, sin otra intervención,
ni más concreción, el mandato de la Ley. Esto sucede, por ejemplo, en
los controles de alquiler de viviendas y, en general, en las tasas de pre-
cios que siguen el método de la congelación de los mismos. Un segundo
procedimiento alude a la técnica, muy estudiada por los civilistas, de
la re'visión de los contratos por el Juez, revisión que se produce para
disminuir el precio contratado entre las partes en los supuestos jurídi-
cos de lesión (laesio enormis, enormior y enormissima), o bien para
incrementar (dejando a un lado las facultades de rescisión) el precio
fijado en el contrato-ley, quebrantando, por tanto, la normación conve-
nida (teorías de imprevisión, causa sobrevenida, Vertragshilfe, etc.). Por
último, otro sistema de mayor aplicación cuantitativa es el de delegar a la
Administración el control sobre el mercado. Se da así una triple fuente
del precio legítimo : la ley, la sentencia y el acto administrativo. Este últi-
mo aspecto merece un análisis detenido, a la vista, en primer término,
de la importancia económica que sus consecuencias en el mercado llevan
consigo.

Objeto de la tasación pueden ser no sólo las cosas, sino también los
servicios (poder tarifario de la Administración, la Tariffhoheit de la
doctrina alemana). El interés teórico de estos poderes radica justamen-
te en que los actos administrativos que los actúan (actos de tasación y
de tarifación) no crean relación jurídica directa (es decir, en caso de
cumplimiento de la orden entre la Administración y los particulares),
•sino que regula el objeto de relaciones jurídicas inter prívalos. Estos
actos no restringen o amplían la esfera privativa del subdito, producien-
do una ampliación o restricción correspectiva en su esfera de poder frente
a la Administración, como es normal consecuencia del acto administrativo
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común, sino que interfiere en las relaciones privadas. No implican, sin
más, una orden de hacer o no hacer, de dar o no dar, sino que se limitan
a estructurar el quomodo de la relación que puede surgir entre los par-
ticulares. Se trata aquí de un derecho de un particular frente a otro par-
ticular, ambos con autonomía de voluntad en lodo, salvo de lo previsto
por la orden administrativa de tasación. Esta es una de las particularida-
des del acto administrativo de tasación en cuanto aplicación a un caso
concreto del poder de 'policía administrativa, que lo hacen teóricamente
más interesante.

1.—La técnica de tasación como medida contingente.

La tasación de precios implica, por su propia naturaleza, una medida
de emergencia, ligada, bien a circunstancias de malas cosechas o esca-
sez en general, bien a causas externas, guerras, bloqueos económicos,
etcétera, apareciendo con universalidad en períodos de guerra. Como
decía BALDO, la tasación se establece casibus carestiae et penuriae el
belli y, en geneinl. en circunstancias de gran escasez. En condiciones
bélicas, la rareza de los productos se acrecienta por el consumo prefe-
rente con fines de guerra, por las destrucciones industriales, la imposi-
bilidad de importaciones normales, destrucción de medios de transporte,
etcétera (1). Pese a que no es solamente la guerra el hecho único que

(1) En Estados Unidos, en 1941, los 4/5 de la producción se reservaban a usos civi-
les; en septiembre 1942, el 55 por 100 de la producción se reservaba para fines bélicos,
desapareciendo del mercado en 1942 los calzados, seda, plásticos, aluminio, neumá-
ticos, máquinas, etc. Hay, además, un curioso fenómeno de aceleración de la escasez
por transferencias de inversiones. En Estados Unidos se cita el caso de desaparición
del mercado de las máquinas de cose.r por haberse dedicado las fábricas a producir
ametralladoras; igual sucedió con la industria del automóvil y otras muchas. El
promedio de índices de producción industrial sufre también en circunstancias béli-
cas una gran baja. Con índice 100 = 1937, Francia en 1945 tenía un índice de 44;
Bélgica, de 36; Holanda, de 31; Dinamarca, de 71; Japón, de 11. La guerra produce,
de otro lado, nn freno a la aceleración industrial, por falta de mano de obra, insu-
ficiencia de los transportes, etc. Aparte de estos facíores de la oferta, la demanda
se amplía enormemente por la política do pleno empleo mantenida después en la post-
guerra. Todos estos datos explican suficientemente la universalidad que alcanzó a
partir de 1940 la técnica de tasación.

En cuanto al carácter contingente de la tasación, ha dicho LF.IMGRUBER (en Pro-
ceedings del Vil Congreso Internacional de Ciencias Administrativas, Berna. 1947, pá-
gina 9): «Le controle officiel des prix et les mesures destinées a proteger le marché
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motiva la aparición de esta técnica administrativa, ligada funcionalmen-
te a una idea más amplia, la escasez, lo cierto es que, tanto la tasación
como las transferencias coactivas, nacen bajo un signo de transitoriedad
que les es, como ha dicho POLO, peculiar y a virtud del cual sus nor-
mas llevan en sí mismas la limitación de su vigencia —-nacen para mo-
rir— y se ofrecen con un sentido minucioso y particularista, necesaria-
mente incompleto y fragmentario, carentes de sistema consciente y aun
a veces extrañamente contradictorias.

Pero, no obstante, la fuerza de estas técnicas puede revertir a una
idea más amplia que la de la mera escasez. VIVES decía a este respecto:
Si quis res propias ad victum, et vestitum hominum pertinentes venditioni
exposuit, etiam cessante inopia posse cogí ad earum venditionem, nam
aequum est, et Reipublicae convenizns quod publicus venditor cogatur
venderé res justo pretio a judice taxato (2), y el valenciano MORLA

institué au cours de la derniere guerre mondialc, ne doit pas nécésaireraent étre
aboli pour l'avenir, quoiqu'il ait donné lien a des nombreuses injuetices, actes arbi-
traires et mesures dommageables, tant pour les individua que pour la commnnautéw. .
«La collectivité a néamoins le droit d'étre protegée contre les agissements des fa-
bricants, marchands, trafíquants, et mercantis que cherchent, sana auctra scrupule, á
se procurer des bénéfices illicites et excesifs.» Los teólogos y juristas clásicos seguían
el mismo criterio. Así, MORLA : «Reipublicae interest, negotiationibus certo pretio et
laxa comprimere, er ad arcendam eorutn avaritiam, ct rapacitatem, id necesario esse
probatur.» Este criterio no sólo es exclusivo de los teólogos católicos, sino que lo
comparle el mismo Lutero, quien, al hablar de los peligros de un precio libre de
mercado, dice: «Doch ware es die sicherste und beste Veise, dass wehliche Obrigkeit
durch vernünftige redliche Lente den Preis festsetzen liesse» (Altenburger Ausg.,
tomo II, pág. 265).

(2) A este respecto, los juristas españoles clásicos vieron con claridad la diferen-
cia, puesto que al tiempo que defendían la tesis estricta del justuni pretium en la
expropiación normal, valoraban otra clase de precio legitimo. En 1751, decía HEB-
MOSILLA: «Existente causa, puta carestía pañis, viñi, olei, et aliarum rerum, quae
ad vitam hominum sunt necessaria (Licet rei suae quilibet sit moderator et arbiter)
haec taxatio a judice fieri protest», y decía mucho antes Roí ANDINO : «Ut lex pretium
taxans sit justa.» Añade HEBMOSIIXA; «Tempore necessitatis, etiam viliori pretio
quam justo, merces ad victtrm neccesarias domini ad veodendum cogi possunt.» LA-
SARTE Y MOLINA, en sn Política de Corregidores, decía: «Quod pretium Ptatntum a
lege publica esset in se justum, etsi sit mi ñus quam illud quo res illa possel commu-
niter vendí. Toda esta tesis se apoya en que en estos casos el precio tasado es el
justo y no el del mercado libre. La O. M. de 4 de mayo de 1938 manifiesta en este
mismo sentido que «no es lícito elevar el precio de las cosas sin más motivo que la
escasez ocasional». La O. M. de 15 de mayo de 1939 dice: «Es constante, preocupa-
ción del Gobierno mantener un nivel fijo de precios, atajando los abusos y sancio-
nando severamente injustificados encarecimientos o culpables especulaciones.» La Or-
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añade: nam Reipublicae interest, ne quis male utatur re sua (3). La or-
ganización corporativa medieval, de los precios tasados gremialmente,
da un ejemplo muy generalizado de este supuesto (4). Sin embargo,
como técnica moderna, la tasación reviste normalmente carácter con-
tingente.

den de 1.° de agosto de 1941 habla en el mismo sentido de inadmisibles aumentos de
precios. La Orden de 23 de abril de 1940 se refiere a la irregularidad de los precios.
La Orden de 22 de julio de 1939 habla de «la necesidad de restablecer nna situación
normal de precios que responda a las más elevadas conveniencias nacionales». El
Fuero de Avila establecía que «non se consiente a ningún orne vender ningún man-
tenimiento, salvo a precio que oviese su estima» (de la ciudad). Fray Tomás de
MERCADO, en su Suma de tratos y contratos (Sevilla, 1571, pág. 5), llega a decir:
«Todo lo que se lleva de más del precio justo, especialmente de su tasa, es hurtallo,
como cuando pecca uno hurtando, pecca vendiendo a más de la Ley.» «Entre theólo-
gos y philósofos se llama el delicto, que es vender a más de lo justo, fraudulencia,
que quiere decir engaño mezclado con hurto. Y se pecca contra el séptimo Manda-
miento, que es no hurlar, vendiendo a más. Porque realmente se quebranta y la razón
es que aquella demasía, no llevándola pro precio, pues realmente no lo vale (avien-
dolo ya la Ley determinado su justo punto al valor) no hay título que por do lo
tiene y ansí lo hurta. Si valiendo el vino a quatro, me llevas a cinco, el quinto
me hurtas» (135 c) . MOBLA (folio 399, quaestio 7) repite: «Véndenles mercium
vel triticum, ultra taxam lege Regia statutam, sirte ;!nbio teneri in consciencia ad
reftitutionem pretil, quod ultra taxam praedictam acceperunt, etiam si sint clerici,
cum enim lege justa sit declaratam illud esse justum pretium rei, et sit indivisibile,
quidquid plus accipitur inique capitur et est restituendum.» En el mismo sentido,
Pablo de CASTBO: De lege pénale, libro I; MEDINA, De restitutione, quaestio 36, col. 9;
COVARRUBIAS : Variarum resolutionum, libro 3, col. 14¿ núm. 3; SOTO : De justitia
et jure, libro 6, quaestio 2, art. 3. Vid. en las Decretales, cap. 10, X, 5, l.«; cap. 19,
ib., cap. 5; Michel SEBASTIAN, Acroamática et apodictica aecusutio, in socidam- vulgo
médium lucrum et ejusdem praescriptio, Zaragoza, 1614, apud Ioannem de Zarunde,
página 2; Armando SAPORI : II giuslo prezzo nella dottrina di San Tommaso, en el
«Archivio Storico Italiano», Firenze, 1932, págs. 14 y ss.; L. P. CAROLI, II giusto
prezzo medievale, Merate, Pessina, 1913.

(3) MORLA establece la distinción (Emporium. litriusque juris quaestionum in
usu forensi, Valencia, 1597, folio 399, quaestio 5) que es, por lo demás, común en la
totalidad de los legistas de la época, que la toman de ARISTÓTELES (Etica, 5, cap. 9):
«Est enim dúplex pretium, altemm legitmum, quod a Principe vel República posi-
tum est, alterum est natnrale quod a lege non est statutum, sed secundum rerum na-
tura m et earura usum necessarium et commnnem prudentiam, pensatis ómnibus cir-
cunstantibus, et in communi foro currit.»

(4) Cfr. Un panorama sobre la historia de la tasación en COLMEIBO, Historia de
la Economía política de España, Madrid, 1863, tomo II, y especialmente en G. de
AVENEL, Histoire économique de la propriété, des salaires, des genres et des tous les
prix en general depuis Van 1200 jusq'au Van 1880, París, 1894. Es interesante desta-
car cómo la tasación supone necesariamente un mercado y una economía dineraria
fuerte. Esto explica, según KAULLA (Theory of the just price, Londres, Alien and
Unwinn, 1940) su desaparición como técnica en la Edad Media.
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La propia jurisprudencia se ha hecho eco de la naturaleza transito-
ria de la tasación y de su flexibilidad necesaria. Así, la Sentencia de
22 de diciembre de 1952 indica que «las leyes penales, protectoras de
la Economía nacional, en momentos difíciles para su marcha autónoma,
a más de la severidad de las sanciones con que se pretende frenar el
agiotaje, ofrecen de ordinario la ñola de frecuentes modificaciones sus-
tantivas y procesales, impuestas por la experiencia de su aplicación o
por los apremios de cada hora».

2.—«Pretium legitimum» y privación del contenido económico.

La primera y más urgente técnica empleada cuando la escasez se agu-
diza, es la técnica de las tasaciones de precios.

Implica la tasación una medida de tipo general, idéntica a las trans-
ferencias en cuanto el objeto no es cuerpo cierto, sino un genus inde-
terminado en cantidad. A estos efectos, la tasación puede ser : o bien
una medida complementaria de la transferencia coactiva, o bien una
medida y una técnica autónomas. En esle último caso, la Administración
deja de ser un intermediario forzoso entre la producción y el consumo,
y deja que éstos se relacionen entre sí directamente. De todos modos,
supone, paralelamente a las transferencias, un criterio de valorar el jus-
tum pretium, partiendo de premisas totalmente distintas al precio justo
expropiatorio y orientadas según el criterio de valoración social. De este
modo, al justum pretium se enfrenta el prelium legitimum (5). Del va-

(5) W. VLEUCF.LS, en su Theorie des gebundenen Preises (en Wirtschaftsthaorie
der Gegenwart, vol. II, Wien, 19321, distingue entre las lasas fijadas según el precio
resultante de la libre competencia (echte Taxen), y la? que se apartan de este cri-
terio. A. HERMOSII.LA (Notae additiones et resoluthnes ad glosas legum Partüarum,
1751, tomo I, pág. 361) establece con claridad la distinción: «Praemitte dúplex e<";e
pretium alterum legitimum et alterum naturale: legilimum pretium est quod a lege,
República vel a judice taxatur». Ya mus adelante (páe. 687): «Naturale pretium. est
arbitrarium, nulla lege coarctatum, quod non consista in puncto indivisibile.» Juan de
HEVIA BOLAÑO, Laberinto de Comercio terrestre y naval donde breve y compendiosa-
mente se trata de Ja mercancía y contratación de tierra y mar, útil y provechoso para
Mercaderes, Negociadores, Navegantes y sus Consulados, Ministros de los Juicios, pro-
fesores de Derecho y otras personas, Madrid, 1619, Imp. Luis Sánchez, pág. 129 : «Pre-
cio legítimo y natural», níun. 29: «Y por ello, este precio natural se divide en
medio, supremo e ínfimo, como el medio es de diez, supremo once, ínfimo nueve; y
a este respecto no se ha de considerar lo que costó al vendedor la cosa, ni los gastos
ni trabajo que en ellos tuvo, sino la común estimación del precio que al tiempo de
la venta corriere en el lugar donde se hiciere, ora gane o pierda mucho.»
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lor venal, típico de la clásica expropiación íorzosa, basado en el brocar-
do tarntum valet res, quantum vendi potest, se pasa así al valor de coste,
ponderado por una serie de consideraciones. Como decía HERMOSILLA,

in taxationeni autein pretil, judex altendere debet necessilatcm rei, co-
piarn, laborem, curam, industriam el pericula negotiationis, bonitatem
intrinsecam venditarum et emptorum frequentiam (6). Aparece, de este
modo una limitación al concepto justum pretium, por cuanto el precio
legítimo puede fijarse viliore pretio, etiam núnoris quam justo pretio (7).
Así surge en la sistemática jurídica y económica el concepto de la ga-
nancia justa, polémicamente frente a la ganancia libre de especula-
ción (8).

Jerónimo 'de CEBALLOS, en su Aprobación al Tratado de la tasa del
pan, indicaba que «las leyes positivas, para que tengan justificación,
han de mirar al bien común de los pobres, que son más en número que
los ricos, y a. la utilidad de los compradores, que son más que los ven-
dedores». Partiendo del mismo principio, el jurisconsulto Luis MEXÍAS

escribió en 1569, en defensa de las lasas, su Laconismus seu chilonium
pro pragmática qua pañis pretium taxatur.

Por cuanto las tasaciones suelen ir acompañadas de las prohibi-
ciones de almacenar exageradamente el producto, implican, a efectos
económicos, una técnica paralela a la transferencia coactiva, pero con
adquirente indeterminado. HERMOSIIXA hablaba, hacia mediados del si-
glo xvui, de las medidas que se adoptaban frente a los comerciantes
ne o negotiatione retraherent. Estas medidas son, de otro lado, indispen-
sables complementos para la efectividad de la tasación. De otro lado,
si se tiene en cuenta que hay una diferencia reai que justifica, cabal-
mente, la institución entre el precio que el producto alcanzaría en el
mercado y el precio tasado, es lo cierto que, por consecuencia de la ta-
sación, se verifica una determinada privación al particular del justum
pretium de sus cosas, si se le mide bajo los cánones tradicionales del
juste precie. Como ha dicho WOLFF, con la tasación se verifica una dis-
minución de sustancia (Substanzminderung), es decir, en definitiva, una

(6) HERMOSIIXA, op. cit., pág. 361.
(7) Ant. Gabrielli ROMANI, ¡n communes conclussiones (s. f-, pero 1550; quaes-

lio 868, 6): «Venderé quis' cogi polest res ad annonam expectantes, etiam minoris
quam justo pretio.»

(8) D. 6 de enero de 1937.
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incautación material de valor, según los cánones de libertad del mer-
cado. El pretium justum se enfrentará así con la consideración opuesta
del precio ilícito (9). Junto al Derecho, como tutelador de situaciones
patrimoniales objetivas, surge el Derecho como protector de situaciones
subjetivas, para evitar que, como decia BOUADII,LA (10), con la carestía
y necesidad no se tiranicen las cosas. Algunas veces las disposiciones
administrativas de tasación hablan del precio tasado identificándolo al
precio justo. Así, la Orden de 9 de enero de 1946 y Decreto de 22 de
febrero de 1946 (11).

La privación económica se verifica en cuanto a la diferencia entre el
precio tasado y precio de coste. ÍNo obstante, la tasación, en la mayo-

(9> En el mismo sentido, COYARHUMAS (libro 2, var., cap. 2, núm. vers. «vel ita
accipienda est»); AVILES (glosa a «razonnbles precios», en las Partidasj; Joan MA-
TIENZO; Gaspar RODRÍGUEZ MOLINA; Feliciano NIUER explica: «Juslum pretium taxa-
tur a lege civile.» Esta clara distinción no se' Jia impuesto todavía en nuestra juris-
prudencia. Asi la Sentencia del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 1949, al hablar
de las primas para arriendos urbanos (resultantes de la fuerza de una demanda insatis-
fecha sobre una oferta restringida y, por tanto, un precio natural), indica que en
estos casos se trata de «alterar los precios naturales, resultantes de la libre y normal
contratación (i'.)». La legitimidad de la tasa viliore prelio es defendida por BARTOLO:
cEtsi cum damno subditorum.»

(10) Política para Corregidores y Señores (le Vasallos, en tiempos de paz y gue-
rra, Madrid, edición de 1777, tomo II, pág. 22.

01) Decreto de 22 de febrero de 1916: «Por ello, y ponderando debidamente
esos dos aspectos característicos al señalar los nuevos precios, se ha tenido en cuen-
ta no sólo el concepto del justo precio necesario pura asignar una retribución míni-
ma, pero suficiente, a todos los elementos que intervienen en la producción, mante-
niendo un equilibrio indispensable en la misma, sino también el de estimular por
todos los medios los aumentos de producción.» Nuestra legislación, aun prefiriendo
normalmente el término de tasa, utiliza también las expresiones de precio electivo,
precio real, precio oficial (Circ. 12 mayo 1945), pre:.io tope (O. de 5 de mayo de
1937), precio base (Circ. de 19 de marzo de 1945, I), de 28 de abril de 1950, O. -te
30 de mayo de 1942, O. de 17 de febrero de J953, D. de 11 de septiembre de 1945,
etcétera), precio legítimo (art. 3.» de la Ley de 26 de octubre de 1939, y art. 2.° de
la O. M. de 11 de junio de 1942), precio máximo (Circ. núm. 351, de 14 de
diciembre de 1942; C. G. A. T., Circ. 25 nov. 1940; O. 8 oct. 1940, O. 9 abril 1940,
O. 1 agosto 1941), precio autorizado (O. M. 26 junio 1913, art. 6.»; D. 31 diciem-
bre 1941, art. 4.»), comercio ilegítimo (D.-Ley 15 marzo 1946), precio ilícito (S. 9 ju-
lio 1947). En 1503 las pragmáticas do. tasación ordenaban vender a precios razonables.
Tengo que hacer la advertencia general, que estimo indispensable, que las citas de
disposiciones legales se refieren, en todo este trabajo, no sólo a las vigentes, sino tam-
bién a aquellas que se refieran a técnicas administrativas interesantes a fines de com-
paración, pese a que estén derogadas. Se trata de un análisis de técnicas legales, no
de un estudio de la legislación en vigor.
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ría de los casos, toma en cuenta el valor de coste, como solución a una
armonía fíe intereses entre productores y consumidores (12).

3.—Tasación y Derecho económico.

Al no encontrar una calificación inmediata en el sistema administra-
tivo dasico. se construyó, a partir de SCHKÓDER, con todas estas técni-
cas de intervención administrativa en la vida económica, una nueva rama
del Derecho, bien el Derecho económico, tt irtschajtsrecht, bien agru-
pando todas las técnicas de intervención económica aparecidas en pe-
ríodos de guerra, en lo que ha venido en llamarse Economía de guerra o
Kriegsiuirtschaft. Otras denominaciones se han aplicado también, así el
Indnstrierecht de LEHMANN. Pero la finalidad de los nuevos procedimien-
tos, su técnica de coacción, el sujeto activo titular del poder, las sancio-
nes, son todos elemertos administrativos. Solamente el injustificado des-
dén del Derecho administrativo hacia esle nuevo campo de actividad
puede explicar el nacimiento, sin base autónoina suficiente, de una rama
de la ciencia jurídica, partiendo de simples categorías administrativas.
Lo cierto es que si, como ha dicho K.LAUSING, y en general, la teoría
universalista del Derecho económico (Wellanschaulichkeitstheorie), lo
característico de la nueva rama del Derecho es una especial concepción

(12) De armonía de intereses habla la Orden de 30 de septiembre de 1939. La
tasación de precio* implica, verdaderamente, una violencia al orden natural del mer-
cado, un orden económico nuevo de! mercado, como lo llama STACKF.LBERC (neue
Marklonlnung). Alguna disposición aislada en nuestro Derecho administrativo (Or-
den He 6 de junio de 1953) utiliza también la frase de «ordenación del mercado», si
bien se sigue más corrientemente la frase de disciplina de los precios (Circ. núm. 79,
de 11 de mayo de 19)01, o, en general, de política de precios (D. de 19 de enero
de 1933, art. 2.»). Yon MISFS habla, en esle aspecto, de la bola de, nieve, que se
produce por una primera intervención en el orden libre del mercado, ya que pronta-
mente, y por razones de eficiencia, esta primera medida se debe acompañar de otras
técnicas correctivas. .]. CASTILLO BOEADILI.A. Op. cit., volumen II, página 71), seña
laba ya mucho tiempo antes de la aparición de las teorías económicas modernas
la necesidad de estos factores de corrección y de la ineficacia de la tasación ais-
lada (capítulos «que los precios de las cosas, y especialmente de los alimentos, son
según el lugar, tiempo y circunstancias»). Esta ineficacia de la tasación aislada explica
otra razón, sobre la fisiocrática, de los ataques repetidos contra la misma. (LÓPEZ
DEZ», en Gobierno de la Agricultura, 1618; Pedro FERNÁNDKZ NAVARRETE, CAMPOMANES,
en Respuesta fiscal sobre abolir la tasa; Miguel ZAVÍLA, en la Representación a Feli-
pe V para aumento del Real Erario), que culminaron en el Decreto de 8 de junio
de 1813, de las Cortes de Cádiz. No pretendo sino aludir incidentalmente al problema.
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social del Derecho, con un singular acento del interés público en sus téc-

nicas, esta nota no es privativa de las mismas, sino en general al Dere-

cho administrativo moderno. Si siguiendo el criterio de HEDEMANN y

KRAUSE toda la actividad económica del Estado no perteneciera al Dere-

cho administrativo, sino a otra rama especial del Derecho, llegaríamos

a la conclusión de que el Derecho administrativo era sólo la regulación

del trámite y que la Administración es sólo el titular del poder de trá-

mite. El pretendido Derecho económico no es, en definitiva, sino un con-

glomerado de parte del Derecho mercantil excepcional y de la Admi-

nistración económica, .viniendo a traducirse, en definitiva, en lo que hace

a este último aspecto, en lo que HUBK'R llama el Derecho administrativo

de la Economía (Wirtschajtsvcrualtungsrechl). De otro lado, si bien la

intervención económica es desde luego contingente, limitada a los pe-

ríodos de escasez, lo cierto es que de este motlo intermitente y limitado

ha pervivido a lo largo de la Historia, constituyendo, de otro lado, una

de las instituciones administrativas más universales (13).

4.—Tasación v policía administrativa general.

Dentro del Derecho administrat ivo, muy distintos criterios se lian

mantenido para intentar calificar estas tasaciones de precios. CEI.IF.R (14)

(13) Cfr. GIESKCKE, W'irtschaftsrecht, núm. 3J, de la Enzyklopadie der Redas und
Staatstvissenschaft. begründet von LISTZ u. KASKEL. Sobre esle problema, dice
FORTHOFF : «Die iiberkommene Scheidung von Verwallungsrei-ht und Wirlchafls-
rechl fiihrt dazu, dass der Verwaltune verbleibt und dass sie von de Mil-
wirkung und der wissensrhaflliclien Druciidrinaung des Wirtschaflsreclites ausges-
chlossen ist.» Cír. también Dr. HFRBFRT KK¡'C;I:R, Slaativc.rlassun» und ÍT'irts-
chaftsverfasntng, en «Deulselies Verwahungsblntt», junio 1951, págs. 361 y ss. l)r. Er-
nest Rudolf HUBEH, Wirlschalsventtiltungsreclit. segunda e*l. J. C. B. MOHR (SieWrki.
Tübingen, 1953. H. C. .\IPPERDKY. Die Grundprinzipien der fF'irlscliaftsverfttssun:-:
ais Reclitsproblem. en el Festgabe für } . von GIEAKE, Goltingen, 1950. págs. 182 y ss.
H.'RlTSCHl., Winschajlsordnun^ und Wirlschaftspolilik, en el cWeltwirtscliaftlirlies
Archivo, 1950 (año 65), págs. 218 y ss. y 251 y *«. R«)"N, Wirtscltnjlsordnuna und
Staatsverfassung. Tübingen, 1950. No es sólo el Derecho económico quien ha preten-
dido recoger eslas nuevas técnicas administrativas. Han surgido también con preten-
siones de autonomía el Derecho del Mercado (Mtirktrrr.ht), el Derecho de Precio
(Preisreclit) y el Derecho de concurrencia (Wetlbewerbrecht). Cfr. Dr. Hans MKRKFI.,
Die Marktordnung und ilir Recht, Berlín, 1°42, Keichsnahr-ctand Verlas. C. tu. b. H.

(14) Droit public el vie économiifuv.. París, Press»"* L'niversitaires de Franco,
19H, pág. 217, bajo la rúbrica: Pólice {:connmtt¡ue proprcmenl Hile: el control
de precios fue establecido en Francia el 20 de mayo de 19-10 y ligado a la policía
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incluye dentro de la policía administrativa todas las medidas de politi-

que des marches publics^ recordando los decrelos MlLLERAND de 1899.

DET.AMARE dedica dos de los cuatro tomos de su Traite de la Pólice (1713-

1738) a lo que llama la pólice des denrées el des vivres (15). Los trata-

distas españoles y la propia legislación patria siguen este mismo criterio,

como luego veremos. JUSTI habla también de policía de las mercaderías

y de los granos (16). Históricamente se encuentra apoyo a esta conclu-

sión. MAYER cita los Polizei Aiisrenter medievales, encardados especial-

mente de proteser el abastecimiento de la ciudad —stadtischc Nahrung—

contra los abusos de los campesinos.

La tasación de precios es. efectivamente, una técnica de policía admi-

nistrativa. Esta afirmación implica, sin embargo, la necesidad de revisar

la idea admitida de policía y depurar sus notas definitorias.

El concepto de policía administrativa está lan íntimamente ligado a

la vida real de la Administración pública, que al fluctuar ésta, amplian-

do o restringiendo «ns funciones v su ámbito de realidad controlada, pasa

a «er un concento fluctuante. en función del tiempo y del país en oue se

trate (]7). La idea de policía, tal y como se lia elaborado por el Dere-

nor T.. de fi de íunio ele 1942. La Preisvtopverordnuniz alemana es de 26 de noviem-
bre de 193fi. El hecho de ano la doctrina francesa unánimemente califica la técnica
de tasación dentro de la policía administrativa, tiene otra instificación dis'inta de la
amnlilnd de su idea de policía. En efecto, históricamente, estas medidas, li»adas al
Code Michaud de 1629. recibían el nombre de nolicr des erains. Vid. HERBERT, Traite
sur la pólice genérale rfes prains. París. 1755. El tít. 198, 2 y 3 de la Rcichsnolizei-
ordnuna. de 15-18. <>e dedica igualmente a las tasaciones de precios. Vid. Manfred
LFHMANN. Dpr liecriíf fíes aneemessenen Preces. Marhnrc. Elwert, ed., 1921, pac. 13.

(151 Cfr. también A. GAZIER. La pólice de París er; 1770. en í.es memoires fie ía
Sociélñ de VHistoire. de París, 1878: y J. I.ACOUR-OAYET. L'ordonnance du roi Jean
sur les rtrix et les salaires en 1351. París. ln14.

(16| JUSTI. Elementos peñérales de policía, trad. Antonio Francisco Pulo, Barce-
lona. 1784. pág. 52: Policía de la Economúi rural, páa. 114: «La Policía debe tener
las mercaderías absolutamente necesarias, como el pan, la carne y la cerveza, y dexar
a los negociantes el derecho de venderlas al precio <̂ nc les parezca. Ella debe, sin
embarco, tener cuidado, en los Reelamentos que hace sobre este objeto, no dañen ni
a los negociantes ni a los artífices, y para este efecto debía hacerse dar las instruc-
ciones necesarias: debe, aun por meáio dp compras bien manejadas, procurar qne
las mercaderías cada día se hagan más baratas. Fstas fuertes tasas son igualmente
necesarias para las drogas, y una infinidad de otras rosas, de que absolutamente no po-
demos abstenernos.i>

(17) Vid., sobre el carácter fluetnante de la idea de policía administrativa, Leo-
pold 'WERNER. Polizei und Venvaltunp. en el «Oesterreichisc.he Zeitschrift For bffent-
liches Recht, 1946, págs. 172 y ss. Denis LLOYO. Public Policy, A comparative Sludy
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cho administrativo liberal, no es una noción originaria, sino, por el con-
trario, una idea polémicamente concebida, frente al Estado-policía (18).

La policía se identifica, en el momento en que sur<re el término, con
el mismo poder y con la misma comunidad política. Así. nuestro ALONSO

MADRIGAL decía: Cum ipsi sint natiiraliter multi, haec autem coordi-
natío, politia sive politiae nuncupatur, lex autem est quodam jus coni-
tifus superveniens civitati jam condita, consistente politia (19). De la iden
estática de policía como Estado se pasa prontamente a la identificación de
la misma con la actividad del poder piíblico. Como decía MERLIN : Ln
pólice cómprenos la conduite de la chosc publique.

De esta primera significación se pasa hacia los comienzos de la Edad
Moderna, al jus politiae, como arbitrio, de un lado seneral. de recupe-
ración de poderes disnersos en los Señores, por el Príncioe. v de otro,
en los países de la Reforma, para recabar en favor del Príncipe y í»n
virtud del jus reformandi y de la rejrla cujiís regio, las facultades v po-
deres que anteriormente pertenecían a la Talesia o al poder moderqdo-^
del Imperio. Esla evolución alcanza su fase definitoria en la cameralís-

in Englhh and Frpnch Late. l,ondon. Alione Press. 1953. páfr. 130: «Public Polirv
as Beflectine Chanied Norial and Economir C.ondi>ion«.)i F.e\e carácter fluctuante nr>-
rluce necesariamente la indefiniMlidad romo róncenlo nermanente dpi contenido ile
la policía, oue ha sufrido en los riltimos afiop nna eran expansión, correlativa de
lo truc los administrativistas franceses llaman le prosres dea moeurs. El Juslice HAR-
ÍAN pretendía así seiuir el contenido de la policía como abarcando el conjunto ríe
la actividad cubernamental. FIF.I-D le bacía comprender todas las medidas en interí?
v para la prosperidad de la sociedad. TTOIMES y FREI.'ND. en el mismo Derecho norte
americano. Ilecaron a la conclusión de la indefinibilidad. antes aoun'i ' ' ' . Fmavn
llama al poder de policía i/Tlie exnression of social economic and pol¡l¡cal condi-
tions». J. Ti. B. TVTiTTHEf.1. (Thp contrar.ts ol mihlic Authorities. A com;>nra!ive S/ufíy.
T.ondon Scliool of Economics, 1954, páp. 971 dice a este respecto : «Just as tne pol'cp
nowers itself i« mutable, so may the weizht attríbrUeá »o differenl m:>tters ^'itiiin
its scope cnance. Trie valúes upon whicri ihc ca=es of one Deriod were decíded "»<id
not remain constant.» Todo esto produce oue la aplicación de la idea de nolic'n
en el Derecbo privado (concepto de orden público^ íe traduzca en la técnica de las
válvulas-escape del Derecho, técnicas, de otro lado, consustanciales con la finalit)»*1

misma de la normación jurídica, pese a toda el ansia de setniridad jurídica dpi cons-
titucionalismo.

(18} Sobre la historia del concepto de policía, vid. Heinricb HOSIÍÍ. Gescbichíe
des Polizeibeariffs, en el JPorterbuch fíes Deutschrn Stant* und Ve.rwaltuniisrechts. fun-
dado por Karl FREIHEPR von STENOFT.. 2.» ed., 1914, ed. Max FI.EISCHMAW. 3.*r tomo.
p;ii. 97.

' Ci9) ALONSO DF. MADRIC\I. («El aJmlersp o el Tostadont. De óptimn poliiin.
1-155. párrafos 88 y 89. La identificación. r>olitia-nnlit"in. se remonta así .1 la termi-
nología aristotélica.
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tica y, sobre todo, en especial, en SECKEADORF y en BERG. En el Teutscher
Fürsten Staat del primero, al tratar del jus politiae, se indica cómo en
fuerza de este derecho incumbe al Príncipe el poder que antes ostenta-
ban los países —Liinder—, los estamentos —Sta'nde— y los munici-
pios (20).

Así, en lo que hace a la reversión de poder, SECKENDORF configura
la policía como dirigida a evitar los actos que van contra el orden, el
derecho o la religión—tvide.r Ordnung, icider Recht, wider Religión—(21),
alcanzando competencia al Príncipe para evitar estos actos de los sub-
ditos. Frente al poder de los Señores —Landesordnimg—, se alza así la
orden de la policía —Polizeyordnung— (22). En cuanto a la intensidad,
no ya a la extensión de la policía, se define por SECKKNDORF SU ámbito
como todo aquel que se dirige a los fines de justicia, paz (equiparada a
la prevalencia de la ley) y fomento o prosperidad. De este modo, la
policía comprende en último extremo la totalidad del poder público, con-
centrado en manos del Príncipe; gran parte del poder judicial, a través
de los Tribunales de policía —Polizeygericht— (23), el poder de policía
de orden y seguridad y la acción pública de fomento —Aufnahnie o
Wohlfahrstpolizci— (24). La situación anterior de poder de policía, en
manos de los Señores o de los Municipios, se configura por BERG como
una confirmación o delegación de regalías, añadiendo de este modo un
argumento más a la tesis ya generalizada de concebir históricamente las
regalías como instrumento de poder, primero formalmente, a través del
artificio jurídico, para pasar prontamente a una situación real de predo-
minio de poder. En España, y en 1786. LÓPEZ OLIVER habla en el mis-
mo sentido de las regalías delegadas de policía (25). Sin embargo, aun-
que la introducción del término polilla es general en toda Europa, y
es utilizado en España antes que en los países de li Eurona Central, la

(20) Sobre esta vis atractiva de la policía, vid. Hn. Veil Ludwic von SECKENDORFF :
Teutscher Fürstenstaat. Jena, 1720. In den Meyerischen Bnohhandhine:: «Teutsclier
Fiirstliche Recierunf; in denen deutschen Fürsten und Landen. wie fast in einer ieden
rechtsmassinen und wohlbestellten Policey, nichts anders ais die olierste und hoehste
Bottmassickeit der ordentlichen repierenden Landes, Fürsten.»

(21) Op. cit., pág. 278.
(22) Op. cit., pág. 204.
(23) Op. cit., pág. 278.
(24) Op. cit., pács. 204 y ss.
(25) LÓPEZ DE OI-UER Y MEDRANO, Verdadera idea de un Príncipe formada de

las Leyes del Reyno, que tienen relación al Derecho público, Valladolid, 1786, pág. 15,

24



PODER DE POLICÍA Y PRECIO JUSTO. EL PROBLEMA DE LA TASA DE MERCADO

configuración del jus politiae es algo típico y exclusivo de la ciencia ca-
meralística. Nace así el poder de policía como un procedimiento de
justificar formal y jurídicamente la concentración del poder en manos
del Príncipe. Este proceso histórico, la atracción de los poderes inter-
medios —concretamente, el poder de policía de los Municipios—• al mo-
nopolio del Rey, se verifica simultáneamente en España, pero bajo las
técnicas jurídicas distintas, del Derecho romano. Así, frente a la turbatio
jitrisdictionis Regiae, se alza, no el jus politiae, sino la suprema potestas
oeconomica et política (26), estructurando la teoría de la communicatio
pro justitine ádministratione (27), partiendo del principio omnis juris-
dictio plenaria originaliter in Principe radicata est. El Derecho francés,
en este mismo sentido, habla ue la pólice retenue y la pólice comnuini-
quée, sous le bon plaisir du roy (28). Técnicamente no se utiliza en Es-
paña la expresión policía sino hasta el siglo xvm, después ele la traduc-
ción de la obra de JUSTI y configurando el poder de policía al estilo de
este autor. Así, LÓPEZ OLJVER (29) indica que «el Derecho público con-
tiene las materias a que se refiere el orden general de un Estado». «Cada
Estado tiene una policía propia en lo temporal, y su orden de gobierno
distinguido de los otros» (30). La actividad de fomento queda compren-
dida dentro de la policía hasta tal punió, que CAMPOMANES la identifica
prácticamente al fomento industrial (31).

(26i Vid., sobre el tema de la «turbatio ¡urisdietionis» Episcopi Barbastrensis,
Tructntux de competenlis jurisdiclionis, I.ugduni, pág. 155.

í27) Vid. Tracl. de romp. jurisd., citado, libro 7, cap. 41. núm. I I : y Juan del
('ASTILLO SOTOMAYOR. Quotidianorum Controversiarum juris, Coloniae Allobrogum,
1726, folio 11.

(281 Vid. OLIVER MARTÍN, op. cit., pág. 125.
(29) Op. cit., C1X.
(30) Op. ril., CXI
Í3 | | Conde de GAMI'OMANES (Diac. sobre la industria popular): «Una buena po-

licía ha de presentar caminos llanos y seguros al puelil» para que todo él sea indus-
trioso y ten?a destino de qué vivir, proporcionado a sus fuerzas y talento.» Vid. Luis
PEREYRA DE LA GUABINA, Ensayo* sobre los elementos de la Ciencia del Buen Gobier-
no, Cádiz, 1811, cap. VII. Policía, objeto y plan de la verdadera policía civil, páei-
na 139: Es ésta la época del palernalismo administrativo, que alcanza concreción en
lo que va desde Javier de BURGOS a la Revolución de J868. En OLIVAN, LASF.RNA.
PEI.ÁEÍÍ, la policía administrativa no se vincula a una actividad limitadora, sino que
se la Ilesa a explicar, identificándola con el fomento a la iniciativa particular. Cabe
configurar esta gclilud romo la resultante, iV un lado, ícl liberalismo político (pro-
bibición de la policía como técnica del minus). Droc!:tm::do ya abiertamente por las
Cortes de Cádiz, y de otro, del providencialismo utilitario bentbamiano.
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Por una serie de restricciones sucesivas, esta idea de la policía se fue
limitando :

a) En un comienzo, frente a los asuntos de justicia —Juslizsachen--,
se enfrentaron las materias sometidas a facultades discrecionales, com-
prendiendo no sólo la conservación estricta del orden —Ordungsbéwar-
ung—, sino también la actividad de fomento —Wohlfahrtspflege---. La
justicia es de este modo la primera función que se desgaja, al menos en
un orden conceptual, del poder unitario del Príncipe. JUSTI es. dentro
de la ciencia de la cameralística, el mejor representante y defensor de esta
tendencia (32). Se empieza así ya distinguiendo entre las llamadas, en la«
ordenanzas francesas, las voies de pólice o voies d'administrativa (33).
En este sentido, LOTZ identifica administración y policía, definiendo a
ésta como la actividad directa y propia de la Administración para el cum-
plimiento total de los fines del Estado. Esta idea de identificación
total aparece con menor fuerza en el Derecho administrativo francés,
disolviéndose todas las técnicas en formas de policía, hablándose tan
pronto de la policía del servicio público como de la policía de benefi-
cencia (34).

b) Este segundo aspecto —actividad pública de fomento— se elimi-
na también del ámbito de la policía, fundamentalmente a consecuencin
de la expansión de las ideas de PUFENDOKFF. La felicidad es asunto in-
dividual y no incumbe al Estado inmiscuirse en promover esta felicidad
individual. En las instituciones Jnris Publici Germanici de Juan Este-
ban PÜTTER, aparecidas en 1770, se verifica ya este deslinde : Ea supre-
ma<> potestatis pars, qua exercetur cura avertendi mala futura, in statu
reí publicae interno in commune metuenda, dicitur jus politiae. Pro-
movendae salutis cura proprie non est politiae (párrafo 331) (35). S i r v
de argumento, de otro lado, la idea de que la coacción sólo debe em-
]/Tearse para apartar peligros, no para hacer más feliz al subdito. «La

(32) El desgaje de la justicia es indudablemente posterior. Vid., en prueba tle
ello, las frases de MERLIN, Offices, I, pág. 310, en OUVIF.R-MARTIN, Hisloire du Droit
publie frangais, Doctorat 1950-1951, ParÍ6, Les Cours de Droit, pá?. 135.

(33.i Vid. OLUTER-MAETIN, Histoire, op. cit.
(?• \) POSADA, en España, sigue este mismo criterio (Dereclw administrativo, 2.a ed.,

lomo I, pág. 296).
(35) Vid., respecto a otros de los fnndadores de la ciencia cameralística, T. Si-

MONSON, Sonnenfels und seine «Grundsálze der Polizei», Leipzig, 1885, págs. 20 >•
siguientes; J. FRISCHUNUS, Beschreibung des fürsterliciten Apparatus, Frankfurt, 1602.
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filosofía del Derecho empieza por establecer que el poder público sólo
puede hacer uso de la coacción para la conservación del estado de se-
guridad, pero no para acrecer la prosperidad de los ciudadanos» (36).
De aquí se dedujo una diferencia enlre la policía de seguridad (Sicher-
heitspolizei) y la policía de prosperidad (Wohlfahrtspolizei); sólo la
primera está investida del poder de coacción.

Según otra opinión, se admite la coacción en bien de la prosperidad
como de la seguridad, pero sólo para defenderlas de los peligros que
puedan amenazarlas. Mas, como el poder de coacción es lo esencial de
la policía, toda actividad del Estado con miras al acrecentamiento de la
prosperidad no pertenece a la policía (MOSER). Con más frecuencia se
reúnen las dos fórmulas : la policía, se dice, sólo se ocupa de la segu-
ridad y lo hace únicamente para defenderla de perturbaciones. Se admite
también que el desarrollo de la prosperidad no es asunto de la policía.
Esta es otra forma de acción del Estado, en la cual, si bien no se osa negar
el poder coercitivo, se comprueba que el Estado no se sirve de ese me-
dio «con tanta facilidad» como para la policía. La idea de la coerción
pasa a ser, así, la noción central del fus politiae. La milita, en cuanto
pena policial, llega a denominarse dinero de coacción (Zwangsgcld) (37).

UfO Otto MAYER, Derecho administrativo alemán, Buenos \ires, ed. Depalma,
1930, II, páft. 4.

Í37) De otro lado, la multa, en cuanto pena administrativa, supone la sanción
general, con un amplio titular activo. En el Derecho romano y en el Dereclio inter-
medio, la mulctae noenae certatio se atribuía como facultad de mero imperio, a dife-
rencia de las confiscaciones. Así, F. COLLECTICA, Historia fori romani, restituía et
aucta per Phillipum GROIDAEUM DUACI, 1576, páe. 3P5: «Mulctam, vel poenam infli-
cere primum capnt pertinet, quod in imperio est mero.» Vid. también Aymari RIVAI.LI
AI.LOBROCIS, Civilis Historia jwis, Londres, 1551. págs. 74 y 88.

Implícitamente «ieue el criterio del texto Friederich DEFGOTD, Ordnungsividripkciten
und WirtschUsstraftaten bei Devisenvergehen. en la «Nene Juristische Wochenschrift»,
1952. DE JUCI.ART. Les sanctions administratives dans la lépislation récente (en
«J. C. P.», 42, I, 283). Prima facie puede parecer <rne es arsumento a favor de esta
calificación la tutela jurídica de la tasación a través de las multas, que constituyen, en
efecto, como lia dicho MAUNZ (fías staat<;polizeil>ch<> Síchprungsgeld, en «Deutsches
Recht», abril 1943, pács. 500 y ss.), medicl.ts características de la policía administrativa
fpolizeiliche Ztcangsmittel). Tío obstante, ol régimen de sanciones en materia de tasa-
ción de precios ofrece una relevancia, un alcance y una intensidad muy superior a la
simple aplicación de multas, pasando incluso a la protección de la técnica adminis-
trativa a través de sanciones penales.

En nuestro Derecho la multa implica nna técnica de coacción no privativa de la
policía administrativa. Así se llaman también multas a sanciones pecuniarias acceso-
rias de deudas tributarias (recargos) del derecho fiscal, intereses de morí en seeuros
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sociales (0. M. de 30 de diciembre de 1942. O. M. de 16 de diciembre de 1948), con
caracteres de sanciones automáticas (S. de 21 de enero de 1930, S. de 31 de diciembre
de 1930, S. de 24 de mayo de 1932, S. de 18 de mayo de 1936), con procedimiento im-
positivo, distinto del de policía (probanza de la infracción, contradicción, audiencia. S.
de 28 de abril de 1934, S. de 6 de junio de 1934, S. de II de mayo de 1934, S. de 18 de
octubre de 1934. Vid. ZANOBIM, La sistemntiznzione delle sanzioni ¡ixcnli, en «Rivisia
di Diritto Pubblico», 1929, I, pág. 500, y KÁ'FTNER, Die Tochterabgabe, Diss. Miin-
clien, 1926). En tales casos, la multa no supone una técnica autónoma, sino implica
una pretensión accesoria (S. de 19 de mayo de 19361 --^chenanspruch o hebensckuld—,
sólo exigible mientras vive el debito principal tributario ÍS. de 28 de enero de 1946).
Otto MAYER, Finanzivirtschaft und Finanzrecht, en el Handbucli der Fiwinzwissen-
schaft (tomo I, J. B. C. MOHR, Tübingen, 1926, pág. 95). Por el contrario, como ha
dicho VICNE, la multa debe definirse como neto administra) ij comporlanl une peine
principale. Igual cabe decir do la mulla en los delitos especiales (Contrabando y de-
fraudación, por ejemplo, S. de 26 de junio de 1940).

La multa, en cuanto pena policial, *c define por las siguientes notas :

A) La mulla es una sanción.—V\ mismo término latino muleta es utilizado por
PLAUTO en el concepto de castigo.. SANDUI.I.I (Manuale de Diritto amministrativo, ¡S'ápo-
les, Jovene, 1952, pág. 328) califica a la multa como pena pecuniaria, Pagamento di
caraitere sanzionatorio: Valentín de FORONDA (Cartas sobre la policía, Madrid, Cano,
1801), habla de la multa como pena pecuniaria. Nuestra jurisprudencia habla del ejer-
cicio de facultades sancionadoros, de las atribuciones pttnilivas (S. de 24 de enero
de 1934). La S. de 2 de octubre de 1931 la define como privación de numerario. Los
glosadores, al hablar de la mulctae penae certatio, hablaban de esta misma finalidad
saucionadora : «Ut euin quem punit emendet el ut pena ejus caeteros reddat meliores.»

Consecuencia del carácter gravoso del acto es su revocabilidad. siguiendo el crite-
rio general. Así, la S. de 4 de julio de 1933 ha afirmado que es facultad discrecional
de la Administración el condonar las multas impuestas. (Vid. Ole WESTERHERC. Om Ral-
tskraft i forvaltningsrátten, Stockolm, A. B. Nordiska Bokhandeln, 1951, págs. 572 y
siguientes. Straff, vite och skadesstand, y RESTA, La Revoca degli atli amministrativi,
Milán, Giuffré, 1939). Este poder tiene un límite constituido por los derechos de los
denunciantes sobre el importe de la multa (S. de 22 de abril de l!)30, R. O. de 14 de
enero de 1899, R. O. de 20 de diciemhre de 1846, R. O. de 29 de diciembre de 184Í.
R. O. de 14 de abril de 1848, S. de 10 de enero de 1931, vid. F. GARRIDO FALLA, El
derecho a prima en el multa por denuncia, en «Rev. Est. Pol.», núm. 4$), ya que na-
die puede renunciar sino a lo suyo (S. de 6 de julio de 1942), y en estos casos, el
denunciante, si bien es agente o mandatario de la Administración (S. de 27 de abril
de 1940), es persona distinta del Tesoro, pudiendo renunciar personalmente y de ma-
nera libre (S. de 22 de junio de 1931), pero sin que pueda imponérsele esta renuncia
a susderechos. Igual sucede con la facultad de condonar cuando se atribuye participa-
ción en la multa a organismos distintos del condonante; por ejemplo, lo que sucedía
antes del R. D. L. de 3 de noviembre de 1928, cuando se atribuía al Estado el 10 por 100
de las multas de policía municipal.

B) La multa no es sanción penal.—El fin perseguido por la multa es totalmente
distinto de la sanción penal. En este aspecto no supone, como indican CHOQUEZ, ESSI-
QVE y BAUDIN, una parte del poder represivo de! Derecho penal. El Derecho penal
marca el límite de la multa. Así, el arl. 603 del Código penal preceptúa que «las Orde-
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nanzas municipales y demás Reglamentos generales o particulares de la Administración
que se publicaren en lo sucesivo y en los bandos de policía y buen gobierno que
dictaren las autoridades, no se establecerán penas mayores que las señaladas en este
título (faltas)». En consecuencia, del carácter límite se desprende que no es admi-
sible la multa posterior al fallo de la jurisdicción ordinaria castigando una falta pe-
nal, por el mismo hecho (D. de 27 de noviembre de 1916), aunque por este mismo
carácter límite de lo penal no vale lo contrario (R. D. de 22 de octubre de 1900).
Al mismo tiempo, si el hecho es sancionado como falta o delito por la Ley penal, no
cabe la multa administrativa superpuesta (R. D. C. dn 23 de noviembre de 1894,
R. D. C. de 30 de julio de 18%, R. D. C. de 2 de abril de 191], D. C. de l.« de junio
de 1933, D. O. de 17 y 24 de diciembre de 1935, -te.)

Frente al régimen penal de las faltas, la multa supone:

l.i Posibilidad de sancionar a personas morales (de este modo la sanción al acto
ilícito de los entes públicos es más amplia que lo que sostiene Elio CASETA (L'illecito
degli enti pubblici, Giappichelli, Torino, 1953), incluso organismos públicos (R. O. de
11 de diciembre de 1883, R. O. de 18 de diciembre de 1881, R. D. de " de abril
de 1900, etc.), principio éste calificado por CROQUKZ («Gazette du Palais», junio 1941,
c. 98) como hérésie juridique. HALRIOU (La Jurisprudence adminixlralive de 18V2 «
1929, París, Sirey, 192y, III, 258) deducía de este carácter la naturaleza extrapen.nl de
la multa: «Les amendes peuvent étre mises a la rharge des personnes morales, qui
certainment dans notro droil, ne sont point considerées comme susceptibles d'encourir
une responsabilité pénale».

2) Las normas penales de procedimiento sólo son aplicables de modo subsidiario
y por analogía, de tal modo que no puede ser exigida su aplicación por el sancionado.
«El procedimiento de multas difiere notablemente de la legislación común, y su misma
especialidad se halla establecida para llenar los fines a que estún encaminadas las
sanciones» (S. de 14 de marzo de 19311- Asi es po«il>le l:i doble sanción por el mismo
hecho (R. D. de 2 de marzo de 1889>, la reiteración no agrava regladamente, sino que
puede agravar la multa (S. de 1 de junio de 1935), puliendo también aplicarse la le-
gislación más beneficiosa caso de lapso de tiempo entre e! hecho y la sanción |R. 1). de
17 de marzo de 1926, S. de 7 de enero de 19o0i. VICNÉ (La sanction projessionneUe,
ParÍ6, 1950) añade cómo es inaplicable todo el régimen de acumulación del derecho
penal, pág. 290.

C) La multa en una sanción administrativa de cirtUter objetivo.

1) Los procedimientos de ingreso-ejecución de la sanción de la multa son adminis-
trativos (apremio, Estatuto de Recaudación, arl. 112 de la Ley de Régimen Local). La
decisión administrativa de imposición es ejecutiva (R. O. de 6 de abril de 1925, art. 115,
Ley de Régimen Local).

2) Las nociones de culpa y de dolo son indiferentes, y todo depende del hecho
exterior del deber no cumplido, de la obligación no eiecutada (O. MwtR, Derecha
administrativo alemán, II , Depalma, Rueños Aires, 1950, p'>s. ]04t. Sin embargo, no
todas las multas tienen un carácter objetivo. Puede tenerse en cuenta una culpa
concomitante de la Administración ÍS. de 21 de mayo de 1940), el grado de malicia
del agente, la cantidad del daño causado y <ms posibles consecuencias (S. de 27 i!e
diciembre de 1932, S. de 27 de febrero de 1953), ya que, en definitiva, la multa se
impone para sancionar una frustración de fin, un acto opuesto a los fines de la Ley
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iS. de 30 de marzo de 1948). Con el carácter objetivo de la multa, se quiere indicar
la irrelevancia de la imputabilidad («un loco puede ser multado», dice HAURIOU), no
en definitiva de la culpabilidad (S. de 23 de abril de 1930). HAUEIOU (op. cit., pá-
gina 258) dice: «Les amendes de pólice n'obcissent pas a la máxime du droit penal
que les peines doivent étre rigoureusement personnelles», y añade: «Admirons une
fois de plus la souplesse du droit administratif, qui réussit dans tous les domaines
a s'affranchir du droit commun et a se creer des reales propres; dans les matiéres
du fond, il s'est affranchi des textes et des principes du droit civil qui auraient gene
son libre développement. En procédure il s'est emancipé du Code de procédure; en
celte matiére répresive, qui est pourtanl pour lui bien secondaire, il irouve encoré
le moyen de jeter pardessus bord les principes du droil criminel et de creer une
calégoric origínale de c^ntraventions qui sont frappés d'amendes, mais d'amendes
qui nr sont pas de veritat'les penalitós. Dans ceíte oeuvre d'émancipation il 6'aide
de bribes de textes qui, sans doute peuvent étre interpretes dan? le sens de l'autoro-
mie, mais qui auraient pu l'étre interpretes dans le sens de conformilé au droil
toipmun, si le droit adminislralif était conformiste.»

Por ello el término delittis administrativos utilizado por MAVER (op. cit., pág. 101)
hay que entenderlo con todas estas prevenciones (Cfr. sobre la distinción, el trabajo
yt clásico, pero aún definitivo de ÍÍRAF ZU DOHNA, fíeziihungen und Regrenzunfieii
non Slrafrecht und Verwaltungsrecht, en «Verwaltungsarchiv», págs. 30, 233 y ss., y
también GIRÓLA. Sanzioni penali e sanzioni amministra'.ive, en «Rivista di Diritto Pub-
blico», 792», I, 429). GOLDCHMIDT, Das Verwaltungsstrufrecht im Verhaltnis zur mo-
ilernen Staals und Rechtslehre, en el «Festgabe f'ir Koch», 1903, y los artículos sobre
el tema de HOFACKEK en el «Verwallungsarchiv», 15, pies. 40<l y ss., y GARCÍA OVIEDO,
en la «Rev. Gral. de Legislación y Jurisprudencia», 1929). Por esta autonomía del De-
recho administrativo sancionador, este afllranchissement du droil commun (HAURIOUI,
el principio penal nullum crimen sinc praevia lege poenali no rige respecto a la
tipicidad, sino solamente en cuanto al poder sancionador que debe ampararse en la
Ley, en un sentido absoluto (principio de legalidad de las multas), y en un sentido
relativo de competencias entre autoridades. (Vid., sobre el principio de la legali-
dad, Die selbstatandigen Verivaltungsakte der Sicherheilspolizeibehorden, en «Juris-
tische Blátter», Wien, año 73, 1951, H. 3).

El engarce de la facultad de imponer multas ron la autorización legal al efecto,
aboca a un problema más general y complejo que es objeto en la actualidad de
grandes discusiones en la doctrina alemana, sobre la autonomía o heteronomia del
poder de policía. Giinther DLERIG (Art. 2 des Grundgesetzses und die Generaler-
má'<:hrigung zu allgcmeinen polizeilichen Massnahmen, en «Archiv. des offentlichen
Rechts», J. C. B. MOHK, 1953, págs. 57 y ss.1 indica cómo la conservación de este
orden público no puede hacerse a través de arbitrios de limitación, sino sólo me
diante medios de poder. El orden público —añade— no es un puro conglomerado
de normas, sino que, tras el orden jurídico, late la realidad viviente de un orden
superjurídico. La aplicación del principio de legalidad a las multas produce: 1) Las
multas que no se apoyen en facultades atribuidas por Ley o disposición general (el
estatuto represivo de la doctrina francesa), son nula?, por abuso de poder (S. de 2
de octubre de 1931). De este modo la multa debe seguir a la norma de sanción, nor-
ma que es necesario se publique (S. de 22 de junio de 1910), pudiendo en todo caso
verificarse esta publicación por bando (R. O. de 2] de febrero de 1880, R. O. de
26 de junio de 1880, R. D. de 20 de septiembre de 1881, etc.). Basta, sin embargo,
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que la Ley atribuya a la Autoridad la función de policía (S. de 7 de marzo de 1936),
de modo que el principio de legalidad alcanza en el Derecbo administrativo una
perspectiva de aplicación distinta. Como lia dicho WKRNER, en el Derecho adminis-
trativo se parte de criterios de orden —Ordnungsdt'iiken—, no de criterios de dere-
cho ~!\'ormendenken- - (op. cit., pág. 192). Además de la competencia absoluta,
es necesario respetar la competencia relativa, funcional (S. de 7 de enero de 1931) o
por tazón de la materia (R. D. de 18 de abril de 1893). La facultad sancionadora es
normalmente delegable (R. D. de 17 de junio de 1905, habla de subrogación), pu-
diendo delegarse también la ejecución del acto sin sustituir al poder (S. de 24 de
enero de 1934).

D) El objeto de lu multa es una cantitinrl líquida.

Como ha puesto de relieve ZANOBINI, la mulla implica, en su fase de imposición,
una pena, pero se transforma en un crédito de la Administración, una vez impuesta.
La aclaración es importante a efecto de prescripción, por ejemj lo.

La S. de 2 de diciembre de 1948 dice: «El importe de las multas acordadas por
la Administración general del Estado constituyen créditos definitivamente liquidados
a íavor de la Hacienda». Por ello, dice la S. de 2 de enero de 1931, «se exigen dos
condiciones para poder utilizar la vía contenciosa, en materia d ' inultas: Primera.
Que el pago de la cantidad líquida que se controvierta íe haya re.lizado en las Ca-
jas del Tesoro público: y Segunda. Que esto se baya realizado dentro ^el plazo para
recurrir en via contenciosa, sin que, por tanto, sea suficiente el mero depósito de
la cantidad a cuyo pago haya sido condenado el actor». La S. de 2 de enero de 1931
añade: «Con repetición tiene declarado la jurisprudencia que las mullas están com
prendidas en los créditos líquidos a que se refiere e! artículo 6.» de la Ley de 22 de
junio de 1894 y el 8.° del Reglamento de la misma fecha, y no es excepción de ello
las impuestas con arreglo a la legislación de Ahasl"-;.» En igual sentido, distinguien-
do entre el depósito o consignación —insuficiente a efectos de procedencia del re-
curso— y el efectivo pago necesario, las Sentencias de 24 de abril de 1930, 21 de
octubre de 1931, 12 de noviembre de 1948, 2 de diciembre de 1948, 13 de febrero
de 1914, 12 de diciembre de 19H, 7 de enero de 19W, 30 de junio de 1932, 24 de mar-
zo de 1930, 17 de junio de 1910, 15 de diciembre de 1930, 2 de enero de 1931, Auto
de 13 de enero de 1934, S. de 24- de febrero de 1934, etc.). Vid., sobre el tema en
general, R. FERNANDEZ DE VELASCO, FA acto administrativo, «Rev. D. Priv.», 1929,
Madrid, págs. 239 y ss. E. SERRANO GUIRADO, El requisito del previo pago en el re-
curso contenciofo-administralivo en materia fiscal, en la «Revista de Derecho Finan-
ciero», vol. II, núiu. 5, marzo 1952, págs. 5 y ss., y eu la doctrina extranjera: BORSI,
L'esecutorieta degli alli amministraiivi, en «Studi Senesi», vol. XVIII, Turín, 1901,
pág. 123.

Un antecedente del apremio por el Estatuto de Recaudación se encuentra en el
Auto de 23 de marzo de 1624, constituyendo los llamados Executores para la cobran-
za de penas de cámara y gastos de justicia. Vid. L. SANTAYANA Y BLSTILLO, Gobierno
político de los pueblos do. España y el Corregidor, Alcalde y Juez de ellos, Zarago-
za, Imprenta de Francisco Moreno, año 1742, pág. 22C.

E) Por causa de policía administrativa.

MAYER define la infracción de policía o infracción del orden público (Ordnungs-
widrigkeit) romo causa de la multa. MOSER la denomina pena de orden (Ordnungs-
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xtraje). ROSIN y MEHKLI. ligan la mulla a la desobediencia a la orden de policía.
MAVER. en el mismo sentido' (op. cil., páp. 98), llama a la imilla pena o sanción a
la desobediencia (Ungvltorsamkeilsstrafe). SF.YDIÍI. y LONINC llaman a la multa la pena
de policía, la Policeislrtije (Polizei, en el tomo 6.° del llanda iirterbuch des Staatswis-
sensc/ia/íen, Jena, 1910, G. FISCHF.R, pág. 105R\: En lodo caso, la multa es una téc-
nica con «finalidad de policía y buen gobierno» (>. .te 27 de junio de 1945). La eau*a
impositionis es en la multa la infracción a la orden de policía, orden que puede ser
directamente declarada por la norma (Ordenanza, Ley, Bando, Reglamento, etc.\
^n cuyo cajo la multa es la sanción a la infracción legal; o a la orden concreta, en
cuyo caso supone la sanción a la desobediencia. En el primer supuesto, la infracción
puede producirse, o bien por becbo positivo, por ejemplo, especulador abusiva
(S. de 11 de marzo de 1930, L. de 20 de abril He 1877, art«. 12 y 21; K. D. de 8 de
septiembre de 1878. arts. 5." y 95; L. de 26 de julio de 1883, art. 19; R. D. de 8 de
mayo de 1884, arts. 4.° y 8.»; R. D. de 31) de septiembre de 1885, arts. 100-102:
R. D. de 24 de mayo de 1891. arts. 111116; R. II. de 3 de febrero de 1893, art. 8.-;
L. de 27 de marzo de 1900, art. 18; R. D. de 19 de febrero de 1901. art. 107: L. de
17 de mayo de 1902, art. 31; R. D. de 3 de septiembre de 1904, R. O. de 3 de julio
de 1904, etc.), o por vía negativa, es decir, abstención por no cumplir obligaciones
administrativas impuestas legalmente (carencia de pesa?, y medidas, S. de 19 de fe-
brero de 1930; falla de etiquetas, S. de 17 de mar/o de 1941). En general, puede
decirse que lo que se castiza es la conducta, y por ello no bay posibilidad de sancio-
nar como sucesión de fallas, sino como falla ininterrumpida (S. de 28 de diciembre
de 1934) las abstenciones.

Para el supuesto de multa por desobediencia, del)'? ir precedida de un requeri-
miento o intimación al cumplimiento (S. de 23 de junio de 1933 y de 9 de enero
de 1930).

La sanción de multa por razón de policía general es distinta de la multa por
razón del servicio público, la sanción por falta de servicio, basada en el control y
vigilancia en la prestación del mismo, pero no en razones de orden público general
(S. de 9 de febrero de 1932, Auto de 6 de octubre de 1909, S. de 16 de junio de 1916,
S. de 22 de junio de 1934, S. de 10 de abril de 1935, S. de 24 de abril de 1935, S. de
15 de abril de 1941, S. de 8 de mayo de 1911, S. de 19 de mayo de 1941, S. de 27 de
mayo de 1941, S. de 31 de mayo de 1941, S. de 24 de junio de 1911, S. de 6 de junio
de 1941, S. de 14 de junio de 1941, S. de 16 de junio de 1941, S. de 17 de junio
de 1941, S. de 20 de junio de 1941, S. de 24 de junio de 1941, S. de 30 de junio
de 1941, Circ. de 21 de mayo de 1938), ya que en estos casos la Administración vela
por la normalidad o regularidad del servicio, basado en los términos de la conce-
sión bilateral (S. de 25 de abril de J935, S. de 16 de octubre de 1935, S. de 14 de
octubre de 1935, S. de 18 de diciembre de 1935), basándose, pues, en un régimen de
policía especial (Policía de Ferrocarriles, de 23 de noviembre de 1877; R. O. de 6 de
mayo de 1892, R. O. de 2 de enero de 1908, R. O. de 31 de octubre de 1901, R. D. de
13 de noviembre de 1922, R. D. de 15 de agosto de 1927).

F) La multa implica actuación del poder discrecional.
Existente el poder sancionador, la Administración es libre de actuarlo o no en

el caso concreto de una infracción administrativa (S. de 10 de octubre de 1930).
(Vid. MO.NTANE, L'inertie des pouvoirs pubücs, pág. 470.) Los Ayuntamientos —dice
la S. de 22 de abril de 1930—, en materia de policía urbana, tienen facultades dis-
crecionales, salvo que infrinjan preceptos legales. La S. de 11 de mayo fundamenta
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esta discrecionalidad en tratarse, en el caso de la nr.iha, de acto de gobierno. En
el mismo sentido afirinatorio de la disrrecionalidad, la S. de 30 de junio de 1932,
11 de octubre de 1900 y 13 de abril de 1908. Como decía THIERS, «l'Etal doil étre
reputó honnéle homme, il faut lui faire juridiquement coníiance». Esla discrec'ona-
Hdad no quiebra, fin embargo, la obligación de seguir el procedimiento sancionador
mareado por la Ley, de tal modo que si se infringió la norma de procedimiento
debe anularse la sanción de multa (S. de 21) de octubre de 1932). Las faltas de pro-
cedimiento quedan convalidada», como en general, por la aquiescencia o, en su caso,
por la falta de protesta en vía administrativa (S. de 12 de mayo de 1930 y S. de
25 de junio de 1931). De otro lado, si bien no hay normalmente acceso al recurso
jurisdiccional, se establece normalmente el régimen de reposición y alzada (S. de
11 de mayo de 1918), obligándose en muchos casos la motivación del acto sancionador
para abrir posibilidad de recurso jerárquico (S. de 16 de noviembre de 1933).

G) La iuperposición de policías sancionudoras.

El supuesto de superposición de policías se da también en materia de multas,
siendo éste el caso más. frecuente del principio examinado por LIKI-VKAUX y que fe
deja hecha mención en el texto. Así, la S. de 10 de enero de 1930: «Las atribucio-
nes que los Ayuntamientos tienen en materia sanitaria no se oponen a que la acción
«leí Gobierno ejerza las facultades inspectoras, puef, además del precepto citado,
dispone el art. 151 del Estatuto municipal que la coordinación entre la competencia
municipal y la del Estado ha de mantenerse, entre otros servicios que allí se men-
cionan, en lo referente a los sanitarios, y por tanto, la acción inspectora del Go-
bierno, realizada por medio del Gobernador, en cuanto se refiere a la Sanidad, es
un deber que está obligado a ejercitar, y al hacerlo procede, como siempre se hace
en materia de Sanidad, discrecionalmente, sin más límites que la responsabilidad de
quien use de tales atribuciones.» Puede darse el caso de que la impugnación siga trá-
mites distintos; en tales casos, cada sanción deberá seguir los suyos, sin que exista
acumulación posible. De otro lado, tales trámites se determinan, no por el objeto
material, materia administrativa, reculado, sino por razón de la Autoridad que im-
puso la sanción. Así, la S de 24 «le enero de 1943; sobre el tema de superposición
de policías, desde otra perspectiva oriainal, puede consultarse el art. en la «Virginia
Law Review», vol. 39, 1953, junio, núm. 5, «confliets of laws aspeets of direc action
státutes».

H) Las consecuencias accesorias a la multa.

La multa es una canción administrativa, y comí/ tal puede ser accesoria a una
sanción más importante o llevar, por el contrario, consecuencias sancionadoras acce-
soriab (Nebenfolge, según MAYER). (Vid. ZANOHINI, Corso di Dirilto amministrativo,
tomo V, Milán, Giuffré, 1952, pág. 12), tales como suspensión de licencias de policía,
revocación de autorizaciones, suspensión de ayudas administrativas, etc. En el régi-
men de Tasas, de que trata específicamente el texto, una prestación accesoria, impor-
tante de subrayar, es la devolución del precio cobrado en exceso sobre la tasa : «Al
vendedor hay que imponerle la obligación de devolver el exceso de precio cobrado a
los compradores» (S. de 17 de junio de 1931). Este criterio viene así a susti-
tuir en gran número de casos la actio in quanti minoris, de que habla el texto, por
una actuación administrativa de oficio, acentuándose la autonomía de las técnicas de
tasación frente al Derecho común.
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RANELLETTI es el principal representante de este criterio : la policía es
la actuación coactiva del Derecho en forma preventiva (38). FBEITAG dice
a este respecto : la policía es el poder administrativo que opera median-
te la coacción.

c) Paulatinamente, la idea de policía se va desligando de la idea de
orden coactivo, para centrarse en la noción finalista de apartamiento del
peligro. Los autores de la ciencia de la policía, SECKLÍNDOKFF y BERG, defi-
nían la política como la actividad pública de eliminación del Stórcr—ol
perturbador—según medios discrecionales (39). Bill DREWS (4U) y W. JEL-

LINEK siguen, entre muchos otros, este criterio. Luí edicto francés de mar-
zo de 1667 indicaba que la pólice consiste a assurer le re¡>os du public el
des particuliers et a purger la ville de ce qui peni causar des desor-
dres (41).

En España, LÓPEZ OLIVER señala que el fin de la policía es contener

a los subditos en la obediencia y reprimir a ios que turban la paz y el
orden público (42).

Así, O. MAYER (43) indica cómo la noción de policía, que en el De-
recho actual se libera de todo peso político, aparece como la combina-
ción de su fin especial, hacia el cual debe tender esa actividad, con Jas
formas concretas que le sirven de medios. La policía es la activid i«l

(38) Istituzioni di Diriiio pubblico, parle genérale, Milano, Giuffré, 1953, pági-
nas 80 y 88.

(39) En este mismo sentido, el peliero es definido por KNALTH : «Gefahr ist eine
die erkennbare, objeklive Móglichkeit eines Schadens enthaltcne Sachlage, der nacli
verstandigen Ermessen vorzubeugen isla (Rudolf KNAI'TH und K. WA(.NKB, Laudas-
verwaltungsordnung für Thüringen von 10 jttni 1926, Weimar, 1927, pág. 58). Dentro
del jus politiae, entendido como fase histórica, la eliminación del' perturbador se
verifica de modo directo, de tal forma que es el propio perturbador el destinatario
del acto administrativo de policía. A consecuencia de haberse intermediado la idea
de generalidad de la norma, hoy se ha producido una curiosa inversión de tt'rmino?.
Asi, estas técnicas de policía tienen como destinatario, primero, al perturbador even-
tual (prohibición de policía), configurándose el destinatario del acto administrativo
de policía como el no perturbador (autorización, licencia, permiso), de tal forma
que estos actos suponen remoción de límites, límites que son puestos a los pertur-
badores eventuales, es decir, a la generalidad He los administrados.

(40) Bill DnEWS, artículo Polizei, en el handw'árterbuch der Prcussischen Ver-
wultung, de BITTER, tomo II, pág. 280, 1928.

(41) En F. OUVIER-MARTIN, Histoire du Tfroit frnnqaise des origines íi la Revolu-
tion, 2.» ed., París, 1951.

(42; Op. cit., CXX y CXVII.
(43) Poder de policía y poder tributario, tomo II, pág. 8, Derecho administrati-

vo, Buenos Aires, ed. Depalma.

34



tOOEB DE POLICÍA Y PRECIO JUSTO. EL PBOBLEMA DE LA TASA DE MERCADO

del Estado que tiene por fin la defensa del buen orden de la cosa pú-
blica, mediante los recursos del poder de ia autoridad, contra las per-
turbaciones que las existencias individuales pueden ocasionar. En este
sentido se babla en nuestra legislación tradicional de la policía y buen
gobierno de los pueblos (44), del buen orden, seguridad, decencia y po-
licía (45), implantados y conseguidos mediante los autos de buen gobier-
no y policía (46). En este sentido teórico, corresponde a esta directriz
la definición de la policía dada por OLIVAN (47), ligando el término con
la única nota defiítitoria de la seguridad y el orden público. La mayor
parte de la doctrina española, francesa e italiana siguen también este
criterio delimitador.

d) De esta idea, ya restringida, de la policía administrativa, se pasa
prontamente al concepto de policía del Estado liberal, que suele coin-
cidir, en gran parte, con la noción aún conservada en todo un sector de
la doctrina del Derecho administrativo clásico. Así, HERRNRITT (48) llega
a la conclusión de que la técnica de policía administrativa no puede al-
canzar a limitar o restringir los derechos de los particulares. HAUKIOU,

en el mismo sentido, al comentar una serie de arréls del Consoil d'Etai,
indicaba cómo la norma de policía sólo podía concebirse como una auto-
rregulación de lo público, como el hecho de que la Administración po-
día en todo momento regular y ordenar su actividad interna, pero nun-
ca regular la estera de los particulares ni limitar sus derechos e intere-
ses patrimoniales.

Por este orden de consideraciones, el Consejo de Estado anuló la or-
den del Alcalde de París sobre medidas y tipos de saneamiento de aguas.
v declaró nula la orden de otro Alcalde intimando a cesar actividades

(44) Ley IV, út. XXII. libro VII, Nov. Recop. (1777).
(45) Ley XII, lít. XXII, libro VII, Nov. Pecop. (1786).
(4*) Ley XVII, tít. IIÍ, lib. III, Nov. Recop., y Ley XX, lih. III, til. XIX.
(47) De la Administración pública con relación a España, páps. 56 y ss., en

R. FEKNÁNDEZ DE VELASCO, Resumen de Derecho administrativo y de Ciencia de ¡a
Administración, ed. Boscli, Barcelona, 1930, pág. 153. Este autor liga la noción de
policía a dos notas definitorias: la primera, por razón de fin, la conservación del
orden público; la segunda, la utilización policial de la coacción: «la policía es una
manifestación de la coactividad del Estado» lox>. cit., par;. 154).

(48) Rndolf Hermann HEBRNRITT, Grundlehre des Verualtungsrechts, 1929, pá-
gina 330, define la policía como «Zwansstá'tiskeit zur Abwehr der auf den verRchierle-
nen Gebielcn der inneren Verwaltung sich crgebenden Gefahren fiir «lie gcordnele
Entwicklung des Gemeinwesens».
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nocivas a la salud pública del propietario de un inmueble. En ambos
casos el Consejo de Estado dijo que las lacullades de policía no alcan-
zaban a limitar o restringir los derechos de parLiculares y que en todo
caso la Administración hubiera podido apercibir de responsabilidad, a
efectos de reclamaciones, caso de producirse el duño temido.

Esta concepción de la policía administrativa no tiene nada que ver.
como podría en principio parecer, con la distinción entre policía pre-
ventiva y represiva, que era aceptada por ci Derecho administrativo
liberal. Hasta tal punto se acentúa en la doctrina y en la jurispruden-
cia la imposibilidad de que por policía administrativa se limiten o res-
trinjan situaciones jurídicas privadas, que en 1866 11. von MOHL llega a
identificar la policía administrativa con la juslicia preventiva (l'olizei ais
Preventivjustiz) (49).

La idea, por el contrario, se entroncaba con ei llamado principio de
las materias reservadas a la Ley. «En ningún caso tienen facultades las
autoridades administrativas para alterar, ni en la sustancia ni en la for-
ma, derechos civiles, a no ser por causa de utilidad pública, con las
condiciones y por los procedimientos establecidos en las leyes» (50). En
definitiva, esta concepción de la policía, como técnica a través de la
cual la Administración dejaba incólumes las situaciones jurídicas pri-
vadas, sin actuar ni un plus ni un ntinus sobre las mismas, obedecía al
deseo de hacer de algún modo compatibles las dos ideas contradictorias
de las materias reservadas y del poder de la Administración. Al confi-
gurar el imperio administrativo, y en concreto a la policía, como «la
más inmoral de todas las instituciones», al decir de E. LABOULAYK (La
pólice, la plus inmorale de toutes instituñones) (51), es lógico que la
esfera de autonomía privada cobre prevalencia y que se refuerce todo
poder limitador a la función policial.

La idea de la policía administrativa se iba quedando sin contenido.
Pronto, con MERKI. (52) se empieza a hablar de crisis de la idea de

(49) Robert von MOHL, Die Polizenvissenschaf/ nur.h fien Grundsiitzen des Rechis-
tantes, 3.a ed., 1,866, tomo I, págs. 76 y ss.

(50) D. de 13 de marzo de 1873.
(51) LABOULAYE. L'Etat et ses limites, París, ed. Charpentier, 1863, pág. 62.
(52) Adolf MERKL, Allgemeines V envnltungsrecht, Wien, Springcr, 1927, pág. 242, y

en Wandlungen des Recfusslaatsgedankens, en el «Oesterrcchisches Verwaltungsblatt»,
1937, págs. 174 y'ss. Vid. también, según criterios análogos, profesor Otto KÓI.LREUTER,
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policía. En efecto, no sólo conceptualmente, sino en cuanto técnica
autónoma, eliminada la idea de limitación de derechos sin indemniza-
ción, la noción de policía se pierde y se engloba entre las técnicas indi-
ferenciadas de Derecho público. Así, la idea de ñnalidad es común al
fin propio del Estado, a más de tratarse de una idea metajurídica. La
idea de coacción, sin más, tampoco es elemento definitorio bastante, ya
que, en último término, la coacción acompaña a una multitud de téc-
nicas jurídicas y políticas, de las cuales sólo una parte cabe concebir
como policía. Apunta MERKL, de otro lado, que la distinción entre lo
que es prevenir y lo que supone sancionar, se traduce en una diferencia
de cantidad o intensidad de aplicación de técnicas coactivas, pero que
no implica .diferencia sustantiva bastante para servir de criterio defini-
torio. De este modo, concluye MERKL. fracasan todas las notas concep-
tuales que tradicionalmente se utilizan, para construir sobre ellas una
idea de la policía administrativa que responda a los criterios clásicos de
todn definición, género próximo y diferencia específica. Parece, pues, en
conclusión, que la idea de policía obedece a un concepto metajurídico.
de carácter político, que no se deia reducir a una clasificación concep-
tual lógica. ;Es. pues, imposible tal delimitación conceptual, y hay. ñor
tanto, oue renunciar a la policía como categoría del Derecho administra-
tivo? No parece oue la contestación hava de ser afirmativa a es'e ínterro-
•rante. Es nreciso. sin embargo, para alcanzar el concento íurídico. vr-
necesario replanteo de la cuestión, desde su prooio origen histórico del
orden público hasta sus últimas manifestaciones, en las Tla'"««l»e T»r>1í-
oíns esnpc.iales. otie. pese a su carácter especial, nermiten nlrun^ar una
idea clara, precisa y diferenciada de lo aue sea la polir';» adminis-
trativa.

5.—La idea del orden público.

Para este necesario replanteo, es oportuno partir de la misma idea
matriz del orden público. El concepto de la policía general, identifi-
cado a la idea de policía de seguridad, nace libado al orden público y
a la seguridad públicas, en cuanto la policía supone tanto como el me-

Deutsches Vencnltungare.cht, cd. 1938, párrafo 25, pájrs. 120 y ss., y Roriert NEBINCER,
Reichs¡>oliz€Írechí, 2.a ed., 1944, págs. 28 y ss.
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dio técnico que hace posible al Príncipe cumplir con la función de ase-
gurar la paz pública. «La policía mira al gobierno y el buen orden y
forma una parte esencial para mantener el Estado en sociedad y en jus-
ticia»; la policía comprende, en este sentido, «lo necesario para hacer
reinar la justicia v mantener la paz y la tranquilidad pública» (53). Los
edictos franceses tlel siglo XV atribuyen a la policía el fin de donner or-
dre et provisión au jnit pnblic du pays (54). Desde esla perspectiva, el
orden público y, en consecuencia, el jus politiae, venía a ser justifica-
tivo de la misma idea de soberanía en el Estado absoluto. LOCKE, al
hablar de las prerrogativas regias (Second Trcatise on Civil Gobern-
ment. car». XIV, paráf. 160). explicabo cómo este poder facultaba al
Príncirte to act according fo discretion for the public pood without the
prescription of the law and sometimes even against it. No siempre esta
paz pública se Vi?ó a las funciones del poder político; sólo cuando la
trecrua. de la pax Domini se pasa a la pax publica, impuesta por el Prín-
ciT>e, empieza a nacer la idea germinal del Estado. En este momento,
la conservación de la paz implica no sólo una facultad de mero impe-
rio o de mera jurisdicción, sino un poder de, la jurisdicción plena, de
tal modo croe a la noción de policía no se nie<ra la virtualidad de mo-
dificar las situaciones patrimoniales privadas de un modo interno, pu-
diendo actuarse, en cuanto al patrimonio del subdito, a través de la
imposición de la calonnia. la multa, la mulctac penae certatio, con efi-
cacia non obstante, es decir, incluso en contra de los derechos adtruiri-
dos. BRACTON indicaba oue ea quae jurisdicdonis sunt et pacis, et en
quae sunt jtistitiae et pací annexa ad ntillum pertinent nisi ed coronam.
La conservación del orden v la paz. el poder de policía en último térmi-
no, es consubstancial a la Corona, nec a Corona separari poterunt cuni
faciant imam Coronam.

La policía se liara de este modo, por vía sreneral. a la conservación del
orden, a la temporalis tranaufflitas civitatis, de míe habla el Áquínen-
se, nuedando eouioarad.i a la función esencial del Estado, en singular v
máfi destacadamente pro conservatione pacis et auietis pnblicae, v
así se dice Princintim mimas est curare ut subdit! in imce et tranauili-

(53) LÓPEZ OLIVER, op. cit-, CXX.

(54) OUVIER-MABIIN, Hisioire, op. cit., trayendo a colación el ediclo de Luis XI
de 30 de enero de 1467.
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tate vivant. La potestas política o policía se basa en su propio concepto
sobre las ideas del orden público, de la paz pública (55).

La paz o el orden público no es entendido como algo que baste con-

(55) Cfr., sobre la pax publica y la policía, Tractatus de competentis jurisdictionis,
auctore Diclaco Antonio FRANCÉS DE UTTURIGOYTT, Lngdnni, 1667: «Principn suprc-
mus liabet in se oeconomicam et politicam potestatem, qnae necessaria judicatur pro
conservatione pací» et quietis publicae, respectu quaruncumque personarum», pá-
rrafo 40, pág. 155. El concepto de paz y la seguridad, como idea matriz de los fin?*
del poder público, se remonta a la E?OT¡V7¡ de ARISTÓTELES. ASÍ, BODIN : (Tres filiae
themidos se coniplexu mutuo fovent imnrta , S'.xct'.03ÓvT¡ , EÍp7¡vY¡ id est aequa lex jus-
titia pax (Finis juris en Juris universi distributio, auclore Joanne Bodino, Col. Agrip-
pinae, MDLXXX, 15). El concepto de orden público tiene un ascendiente en las
discusiones medievales sobre la paz y la tranquilitas civium, que Marsilio de PADL'A
definía así: <r erit tranquilitas bona dispositio civiiatis aut regni qua poterit una
quaequc suarum partium faceré perferte operationes convenientes sibi sccundum ra-
lionem et suam institntionen» (Defensor Pacis. I. pág. 8V La politia (op. cit., pásri-
nas 55, 73, 108, 337). Vid. LACARDE. Marsile de Padove. París, Presses Univ.. pac 160.
Vid. también LÓPEZ OF. OÑATE, IM certeza del Derecho. Colección Ciencia del Pro-
ceso, Buenos Aires, 1953, págs. 80 y su. Vid., sobre el problema. la Ley 2, tít. XII
(De las Treguas de la Partida VII, acerca del apremio de la segnranca). En Francia.
BEAVMANOIR (Ed. Salmón, núms. 1681, 1692, 1694), sobre los asseurements par forcé
de ¡itsíice. En Inglaterra, la «King's Peace» de- \a Carta de Enrique II, «Pacem firmam
in tolo reprno meo pono et teneri a modo praecipion (citado por POLLOCK and
MAITI.AND, History of English Latv. II, pág. 464, nota i).

La paz pública pasa a ser causa justificante del impuesto en PUFFENDORK (Tributa
nibil sint aliud atque merees quam ainguli pendunt civitati pro defensione salutis ac
bonorum suorum), J. LOCKE (TWO Treathes of ftovernment, London, 1689, pág. 140).
MOVTESQUIEU (pour avoir la surété et pour jouir son bien aeréablement), v. ScHi.o-
ZER (potestas cameralis pro pace).

Es también a través de la implantación forzada de la paz del Rey, por donde se
consigue también otro artificio de declaración de dominio público. En este sentido,
véase la glosa a la L«y 7, tercera Partida, tít. 29: «Viae commnnes sunt ómnibus
quodam jure naturae et legihus gentium. . propter hoc prohibentur a nemine oceu-
pari via regia nominatur ad significandum ejus commnnitatem, pro tanto sio appella-
ri qiiod debet esse libera cuilibet transeunti innoxio, ratione humanae societatis.»
En Inglaterra, según BRACTON (fragmento 1441: tSicut fuit in pace domini Regís in
tali loco, vel sicut ivil in pace domini Regís in cham>no domini Regís.» POLLOCK
(op. cit., II, pág. 464, nota 2) añade a esta glosa: «Precedents from the tbirteentli
century suggest that in this process of generalization the king's high-ways were an useful
channel. Often the apellor is supposed to be on the King's High-way when he was
assaulted, and this assertion, though it has already become a mere retorical ornament,
lias assuredly had a past history; appellors have been siiffered or encouraged to de-
clare that deeds were done on the high way wich really were done elsewhere and
the specially royal roads are Iosing their prerogative.» De este modo, el primer
antecedente del dominio público sobre lop caminos obedece al establecimiento de
un criterio espacial, identificable do la paz regia. El nrgumento para lograr esto «o
ve claramente en LOYSEAU, en su Traite des seigneures (cap. 9, núm. 73): al Prín-
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servar, sino, por el contrario, como un fin que hay que conseguir, como
algo que hay que imponer. Se habla así de la aplicación del orden a la
comunidad, de la im¡>ositio nrdinis in civitale, llegándose a identificar
esta finalidad con el mismo fin del poder publico, eí talis impositio ordi
nis cst ipsa res publica (56). SANTO TOMÁS, al hablar de los fines del Es-
tado, colocaba corno fin primordial ut bonnm vitam inslituat, y sólo des-
pués atribuía al Poder la responsabilidad ut institutam conservet.

La idea de orden preformado es tomada por el Estado liberal del
jus politiac. SECKFNDORFF hablaba ya drl orden público como de una si-
tuación estática —la ¡ínter Stand des Gemeinwescns—. MONTAIGNE iden-
tificaba policía con la observancia de las leyes. Ahondando un poco, am-
bas nociones se identifican, si se piensa en la fuerza mítica atribuida a
la Ley, en cuanto factor de conformación social admitido.
. Nuestra doctrina no llegó a esta identificación. Así, cuando BOBADILL,\

v FORONDA hablan de la policía ciudadana, indican que se dirige a la con-
servación del orden, pero también al buen encarnamiento de los hom-
bres (57).

cipe compete la guarda del orden público, la representación, por tanto, de las cosas
del público. Es así que los caminos deben ser del público, luego competen al Rey.
Esta atracción de los caminos al dominio del Rey pe justificaba bajo argumentos, no
de dominio, sino de poder eminente. A«í, PROUDHON (Traite du domaine public.
ou de In distinclion des bienes, ed. 1843, A. Dijon. Preface, paz. 3) argumenta que
con este arbitrio de poder no se incrementa el dominio fiscal, sino que se limita
todo a la sustracción de los caminos del ámbito del dominio privado (dioses, qui son
mises par l'autorité publique en dehors do toule possession privéc), sometiéndose al
poder («matieres qui sont exclnsivement souinises ,iu pouvoir administratif», id., pá-
gina 5) y no al dominio de la Administración. Por ello se aplica en principio el
argumento «praescriptio temporis juri publico non debet obsisterc» (L. 6 Cod. de
operibus publicis, lib. 8, til. XII), pero se admite la prescripción extraordinaria, no
del dominio, sino de la función (Du~>oi>), Visándose en la degradación del dominio
(PROUDHON, op. cil., pág. 262, t. I), es decir, en la tácita desafectación, llegándose
a decir que donde cesa el oficio debe cesar el beneficio. Así, en la prescripción del
camino se trata como desafectación de la función (ad. ex. caminos de los señores
feudales, transversales, etc. Vid. PROL'DHON, I, páss. 265 y ss.). Debe consultarse, so-
bre este aspecto del tema, la definitiva monografía de E. G. DE ENTEKBÍA, Sobre la
imprescriptibilidad del dominio público, en la REV. ADMÓN. PÍIDL. núm. 13, 1954.

(56) Sobre la impositio ordinis, vid. en Santo TOMÁS <iet hoc, ideo qnia impositio
ordinis in civitati et talis impositio ordinis est ipsa res publica». En LAGARDE, op. cit.,
pág. 157.

(57) BOBADII.LA, op. cit., pág. 12. El término de policía se utiliza en esta época
en un triple sentido:

a) Como Kovweia, según ARISTÓTELES.
b' Como gobernación de muchos o gobierno popular (BOBADILLA, I. I, pág. 8j.
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Teniendo esto presente, es de tener en cuenta, sin embargo, que la
idea del orden público, en cuanto nota que de suyo y sin mayor amplia-
ción pueda permitir una definición de la policía administrativa, no sirve
tampoco. El propio RANEI.LETTI (58) reconocía, al hablar de la policía
de seguridad, que la idea del orden público pasaba a ser, en definitiva,
un concepto en blanco, subjetivo, esencialmente histórico y relativo. El
Oberverwaltungsgericht de Prusia definía el orden público en función de.
las concepciones que en cada momento tuviere la comunidad sobre los in-
tereses generales protegibles (59). Así 6e concibe boy. junto al orden pú-
blico entendido al modo tradicional, en función de la paz y tranquilidad
públicas, el orden público económico, que justifica, por razón de fin, toda
la materia administrativa de intervención económica (60). Claramente se
observa, sin embargo, que la adjetivación «económica» implica algo tan
sustantivo como el orden público.

Debemos pasar, pues, a la idea de policía administrativa partiendo de
una originaria idea finalista —todo lo que contribuye a la conservación
del orden público— basta una reciente idea de técnica jurídica especial.
La policía pasa á ser, aparentemente, una técnica indiferenciada en cuan-
to al fin de orden público: puede servir incluso a fines de fomento.

De este modo, la metátesis que opera MAQI'IAVEI.O. de la expresión República, se ope-
ró simultáneamente respecto a la palabra policía.

r.) Como policía administrativa en el senlido ut supra.
(58) RANEI.LETTI. La polizia di sicurezra. en Primo Trallato completo di Diritto

amministrativo. a cura di V. E. ORLANDO, vol. TV. Milano, 1904; Cfr. también Ales-
«andro GROPPOLI, Suí concetto di ordinc puhlico. en Scritti Giuridici in onore di
SANTI ROMANO, vol. I, Cedam, 1940, país. 71 y ss., dice: «L'ordine publico abbraccia e
comprende anche beni ad interessi di alto valore sociale che non sonó protetti speri-
ficamente dal diritto.» Así, en el mismo sentido, el texto sobre la definición del con-
cento de policía. Temígtocles CAVALCANTI (Instituciones de Direito administrativo, vo-
lumen IT, paz. 153) y José DUARTE, Apíicacao da peía, pena-base (en «Revista Foren-
se». 1942). El concepto de policía que se expone tiene su importancia en cuanto on
las legislaciones del Common law supone un límite a las materias reservadas. Así, el
segundo párrafo de la Sección Primera de la decimocuarta Enmienda a la Constitu-
ción americana dice: «No State shal] make or enforce any law which shall abridge
the privilegies or inununities of the United States: ñor shaíl any State deprive any
oerson of life, liberty or property, witbout doe process of law ñor deny to any
person within ita jurisdictions the equal protection of the laws.»

(591 Así. en la resolución de 9 de noviembre de 1933. en WF.RNER, op. cit.. pá-
gina 182.

(601 G. RiPERT. L'ordre publie cconomique, París, 1927, en los Etudes Geny, y
del mismo, Aspects juridiques du capitaliame moderna, 2." ed., París, Lib. Gral. de
Droit. 1951, págs. 232 y ss.
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Recuérdese, ad exemplum, la obligación de sembrar semillas selectas, que
se actúa por técnicas de policía. Así, la prohibición •—queda prohibido—
y la limitación concreta pasan a ser las técnicas normales de la policía.
La idea de su finalidad actúa o puede actuar, "no obstante, para delimitar
el contenido posible del poder de policía, pero no para definirlo, una vez
ya concretado su alcance.

En este sentido, FRAGOLA define la policía, desde el punto de vista del
poder de policía, como la facultad de imponer limitaciones a la activi-
dad y a la libertad de los particulares, limitaciones dirigidas a prevenir
los daños que provengan de la misma actividad de los particulares (61).
Estas limitaciones pueden establecerse, en efecto, por un doble camino :
o por vía de la Ley, o dejando a la Administración la tarea de precisar
el mandato al subdito, mediante órdenes concretas de policía, que restrin-
jan la esfera de poder de los particulares (62). El poder de policía, en
cuanto poder de limitación, debe basarse, como toda la actividad admi-
nistrativa, en la Ley. A este respecto, la Ley puede :

a) O bien establecer directamente las restricciones impuestas a la li-
bertad o propiedad de los particulares de un modo preciso y concreto, de-
finiendo los actos prohibidos y los obligatorios. En tal caso, la policía
administrativa sólo alcanza a una función de control encaminada a la
observancia de la norma y a la vigilancia de las conductas individuales,
impidiendo la infracción legal, concediendo autorizaciones en casos espe-
cíficos y tomando las medidas necesarias para impedir los daños que la
Lev directamente quiere evitar. Tal es el supuesto de la policía en el Es-
tado liberal.

b) En otros casos la Ley sólo es genérica, señalando los fines que de-
ben ser hechos cumplir por el poder de policía administrativa, al cual
incumbe entonces la valoración del interés colectivo que hay que prote-
ger, y la fijación del alcance de la actividad de policía. La Ley se tra-
duce, en tal caso, en norma de apoderamiento a la Administración. El
poder de policía no es, como en el caso anterior, totalmente heterónomo.

(61* FRAGOI.A, Manuale di DiritUt amministrativo. Ñapóles, ed. Humus, 1948, pá-
gina 217.

(62) De VALLES, Elementi di Diritto amminisfativo, 2.» ed. Padova, Ccdam, 1951.
págs. 310 y se. Vid. también M. S. GUNNINI, Lezioni di Diritto amministrativo, Mi-
lán, Giuffré, vol. T, 1950, páps. 74 y 75; Pietro VIRGA, La potesta di polizia, Mil '-n.
1954, Giuffré, passim.
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es decir, fijado y autorizado fuera del propio poder administrativo, sino
que el acto concreto de policía se fundamenta, en cuanto a su legalidad,
en una doble fuente : en la Ley y en la norma de policía. Cuanto más vaga
sea la delimitación legal —que puede llegar hasta ser simplemente la
mención de competencia atribuida a la Administración por razón de
fines— (63), más se pierde el carácter beterónomo de la actuación de
policía.

c) Por último, en casos de urgencia o de grave necesidad pública, la
autoridad de policía tiene facultad de adoptar procedimientos totalmente
autónomos, indispensables para la tutela del orden público.

De este modo se distinguen formas diversas de cubrir el momento do
autoridad, reservándolo a la Ley o a la Administración, según los casos.
Cabalmente, las formas modernas del poder de policía se traducen, según
esta perspectiva, en un progresivo incremento de la autonomía de la nor-
ma policial y en una quiebra del principio de reserva exclusiva a la Ley
del momento de autoridad. La jurisdicción norteamericana, Que es signi-
ficativa, a e9tos fines, por su acentuada valoración del principio de segu-
ridad jurídica, distingue claramente estos dos aspectos de privación en
abstracto : el taking puede suponer el taking over (expropiación), o bi^n
el taking awav (eliminación del daño). En el primer caso se da indem-
nización, a9Í como en todos aouellos que impliouen limitación (the pti-
bltc has falten an easement in the propertv) o servidumbre administrativa
(publie nuisance, as an exercise of the pmcer of eminent domnin).
En el searundo caso, el noder de policía (pólice potver) eme surze en la
historia de la jurisprudencia americana por creación del Chief Justice Ta-
ney, contra la tesis de los vested rights generalizada por John MARSHALI..

versa sobre una prohibición general o concreta de un uso nocivo de la
propiedad o de la libertad, de tal modo que no se opera acruí una apro-
piación del bien (a tahine). sino una mera frustración de su uso (a frus-
trat.ion of an easement) (64). Esta distinción es la que cabalmente hi

(63) Así sucede, por eiemplo, en la censara de publicaciones no periódicas, cuyo
poder de policía no se fundamenta en la T.ey de Imprenta, sino srenéricamente en la
Lev de Orden público. En GASCÓN Y MARÍN. Tratado de Derecho administrativo, Ma-
drid. Reus, 1943. lomo 5, pás. 433. mención de la? disposiciones excepcionales del
poder de policía, usándolas a los caso? de suspensión clásica de "aranlñs.

(64) Vid. Omnia Comercial. Co. v. United ?tates. 2fil. U. S. 504. 13 S. ct. 437.
67 L. ed. 773 (1923): Afwaler & Co. v. United Stntes. 275. II. S- 188, 191. 485 ct. 90,
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de permitir una construcción lógica de la policía, en cuanto técnica ju-
rídica. A esta consecuencia, que choca al parecer con sus propios prin-
cipios fundamentales de la seguridad jurídica, se Via intentado dar muy
distintas explicaciones. Así, la denegación de indemnización a la ruptura
del contrato por poder de policía se pretende basar en la privación de
derechos verificada por acto general (no claim jar compensation from ge-
neral legislation); en el beneficio que reporta a la comunidad esta pri-
vación de derechos (no compensation is required since each member oj
the, community is to be presumed beneficted bv that tvhich promotes the
public ivelfare); en el carácter de privación incidental, no directa (in-
jure suffered onlv incidental to the legitímate exercise oj governmcnt
powers), etc. De hecho, la misma doctrina norteamericana ha llegado a
la conclusión de que esta falta de indemnización por las medidas de po-
licía sólo puede encontrar su plena justificación en la imposibilidad real
de abonar las indemnizaciones, imposibilidad que se lipa a uní necesaria
reserva de poder, en el Estado, aparte de la ley e independiente de la
misma. De este modo, el jus politiae viene a ser a modo de los restos
heredados del anticuo Estado absoluto. Esta es. en definitiva, la tesis
del Chief Justice Taney, en el caso Peirce vcrsus Ntnv Hampshire,
mayo de 1847.

Siguiendo este hilo de pensamiento, la policía administrativa conser-
va, indudablemente, una vinculación con el elemento de la finalidad, de
conservar el orden público: pero, a efectos de su definición, van preva-
leciendo sobre este elemento teleolóaico los elementos del resultado v de
la técnica jurídica utilizada. La policía administrativa, tal como la con-
figura el Derecho administrativo francés de finales del si"lo nasado. se
establece para conservar un orden preformado de la nropiedad v de la
libertad, orden aiifi es la nropia Sociedad nuien delimita v configura,
de tal modo, que estos derechos v estas situaciones particulares resultan
dados a la Administración. En su evolución histórica, la "olicía admi-
nistrativa se encuentra con ove es*e orden de la propi^did v de la V-

T> T . e<1. ?29 H927V Vid. E. FRFUNP. 4r!m!nistrn'!i:i' noiiers oie*- person? nnd ;<m-
npr/v. 4 Cnmnnrntire surupv. diir . ioo. 1Q2R. DPI mismo: Pólice Powers, en la
Cvrlon. oí Tw nntj Prnced.. vol. 8. ív'ie. 864: v PTI el vol. 22 fle esta obra, d artírnlo
do ¡VÍAr.CRATH ron rl título Pnlico Powor NTCHOT.S. T,mc o! Eminent Tyomain. 2 ; ' :
ndirióo. ]017: GIMNT. Th» Hirher T./if Pnch'rrnun'J ni Eminenr Domnin. f.n «Wisri'i-
sin Law Rcviewn. (-1 (19H1V Lcwis OROET.. Vnhin'inn under the law ol Eminent D¡>
moin, «TTie Mirliie romp. Law Pnbii'-liers». Chnrlottesvilles. 1036. nícp. 1-44.
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bertad supone la atribución de una tarea conformadora, produciéndose
así, en última instancia, el resultado aparentemente contradictorio de
que la policía de la propiedad y de la libertad se actúa mediante res-
tricciones y limitaciones a este orden de derechos, con la primera fina-
lidad de protegerlos, configurándolos, en definitiva, según los fines del
Kstado. Siguiendo este criterio, la policía actúa técnicas de atribución
de un minus a la situación jurídica del particular, frente a las técnicas
de fomento que implican en todo caso atribución de un plus. De este
modo, es el resultado de la actuación administrativa en uno y otro caso
—^policía o fomento—, lo que importa primariamente para delimitar
ambas técnicas, según se amplíe o restrinja la esfera propia del subdito.

Por otra parte, no es solamente el eJemento del resultado el que de-
Umita a la policía, del fomento. La técnica del minus, la restricción, se
opera a través de la coacción administrativa, en tanto que la atribución
del beneficio, la ampliación de la esfera propia del particular se opera
por vía de aceptación voluntaria por parte de éste. De este modo, la
idea de finalidad, distinta en la policía y en el fomento, continúa ope-
rante, pero se destaca, sobre la distinción basada en los fines, la dife-
rencia por razón de la técnica de coacción o voluntariedad, el elemento
del resultado, de restricción o ampliación en la esfera autónoma del sub-
dito. Esta atribución de un minus actuado por policía administrativa no
implica, desde otra perspectiva, una definitiva minusvalencia de la pro-
piedad y de la libertad, sino que la Administración, en puridad de tér-
minos, sólo actúa en este caso una poda, un cercenamiento de usos anor-
males e ilícitos, quedando intangible y en definitiva protegido el núcleo
esencial y normal del contenido lícito de este orden de derechos.

6.—Tasación y policía de abastecimientos.

Una calificación normal para la técnica de tasación de precios es la
de considerarla como una orden especial de policía administrativa, en
sentido estricto (65). Las Leyes 11-14 del Uulo XIX, libro VII, de ía

(65) En este sentido, SANTAMARÍA DE PAREDES, Curso de Derecho administrativo,
Madrid, 1911, pág. 450. GUMTA MAP.TORELI., palabra Abastos, en la Nueva Encjcíope-
'Ha Jurídica, Seix, vol. TI, pág. 39; GASCÓN Y MARÍN, Tratado de Derecho administra-
tivo, 8.a ed., Madrid, 1945, tomo II, pág. 437; La materia administrativa, Madrid, 192?,
pág. 197; ROYO VILLANOVA, Elementos de Derecho administrativo, 21 edición, Valla-
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Novísima Recopilación, dictadas por Carlos 111, se refieren en este sen-
tido a las reglas de buena policía enlre los mercaderes. LÓPEZ OLIVER ha-
bla en el siglo xvm de los Tribunales de Policía, que cuidan de la se-
guridad, limpieza y precio cómodo de las cosas (66). SORIA, en su Tratado
de la tasa del pan, habla de la policía de abastos. FORONDA habla de la
policía de los víveres; CoLAiEiRO, en la Historia de la Economía Política,
recoge la expresión, que pasa de este modo a tomar carta de naturaleza
en nuestro Derecho administrativo. Al estructurarse el Derecho admi-
nistrativo tomo sistema científico, la policía de abastos y, en general, la
policía en materia de intervención económica, pasa a configurarse como
una de las llamadas policías especiales (67). En este sentido se distinguí'
entre una policía general y una policía especial. La primera tiende a
asegurar el buen orden social, por medios preceptivos —cura avertendi
mala—; la segunda tiende a satisfacer necesidades precisas para la colec-
tividad, en actividades concretas y específicas, de los administrados. Las
policías especiales implican una actividad mucho más intensa. En esle
sentido, LEROY indica que si el dominio de la policía general se ha ex-
tendido en superficie cubierta, se ha restringido, por contrapartida, en
profundidad, eu tanto que en el caso de las policías especiales, por el
contrario, el proceso es inverso, competencia concreta y específica, pero
intensidad de actuación. El objeto de la policía general es, de otro lado.
una actividad indiferenciada de los administrados, en tanto que la po-
licía especial se refiere exclusivamente a una actividad concreta, desig-
nada y especificada por la Ley. La diferencia entre ambas estriba de este
modo en la distribución entre una policía de derecho común, como di<<;
LIET-VEAUX —pólice de droit commun— y una policía de excepción.
Es cierto que la función administrativa de policía carece de una indeter-
minación racional a priori —rationelle Unbestimnihcil— (68) en cuanto

dolid, 1948, pág. 694; L. LÓPEZ Roñó, Intervencionismo administrativo en materia de
subsistencias, en el «Boletín da Facultado de Direito da Universidades de Coimbra».
fase. I, 1944, vol. XX, suélese distinguir entre policía de subsistencias —policía clási-
ca ••- y policía de abastos, englobándose en esta última todas las nuevas técnicas <íc
intervención de esta materia.

(66) Op. cit., pág. 68. Sobre el tema, en su aspecto histórico, vid. el curso 1944-45
de OUVIER-MARTIN, La pólice économique.

Í67) Cfr. LAUBADÉRE, Traite élémentaire de Droit administraliv, París, 1953, nú-
mero 1009, 9. LIET-VEAUX, A propos de la santé piíblique, pólices genérales el pólices
spéciales, en «Revue Administrative», 1952, págs. 593 y ss.

(68) En FHANCK, Deutsches VerwaltungsrecJit, pág. 389: «rationelle Umbestimmthei
des polizeilichen Amtes».

46



PODER DE POLICÍA "i PBECIO JUSTO. EL PROBLEMA DE LA TASA DE MEHCADÓ

al ámbito extensivo cubierto; pero puede tener una determinación uni-
taria por razón del ñn. En este sentido, las normas de policía, sea ésta
general o especial, se dirigen a conservar el buen orden libre y espontá-
neamente formado de la comunidad. Tal era la interpretación de los
creadores de la ciencia de policía. En la técnica de tasación, lo que se
pretende es cabalmente forzar y violentar este orden libre, verificando
en cierto modo un ataque al patrimonio privado, para hacerle entrar
en un cauce artificial más ajustado a las necesidades reales de la comu-
nidad. Lo que se intenta no es conservar la forma del orden económico
espontáneo, sino conformar, por el contrario, este mismo orden, según
unos cánones de justicia distributiva (69), confirmando así este caso espe-
cial de policía lo dicho sobre el carácter conformador de esta técnica.
Por otra parte, la policía de tasación de los precios es en sí misma indi-
ferente; puede dirigirse, bien a disminuir el precio o bien a aumen-
tarlo, sirviendo o pudiendo servir en ciertos casos como técnicas de
fomento administrativo (70).

La distinción de policía general y policías especiales tiene un carác-
ter artificial (71) sólo justificado por razones históricas : el resurgimien-

(69) Cfr. Georges RENARD, Notions frps sommaires de Droit públic jrancais, Pa-
rís, Sirev, 1920, pág. 16. Rene SAVATIER, DU Droit civile au Droit public, ¿ travers
les pemonnes, les biens el la responsabilité civile, París, Soufflot, 1950, págs. 49 y 69,
califica estas medidas como conquista de la propiedad colectiva sobre la propiedad
individual. W. WEBER, en Zur Problematik von Enteignung und Sozializierung nach
neuem Verjaasungsrecht, califica en general <le Eigentumsbindung, vinculaciones del
dominio a todas las prestaciones que por imperio administrativo —Pfliclitbiiidungen-•••-
se impongan a la propiedad (en «Neue Juristische Vochenschrift», 1950, pág. 402).
También en el mismo senido GIESE, en el «Deutsche Wirtschaftszeitung», núm. 82,
pág. 13, sobre la Verordnung de precios de 13-10-51. Franz WIEACKER, Die Enteignung,
en el Deutsches Verwaltungsrecht, de FRANCK, 1937, pág. 451, Eigenlumsbeschrack-
ungen. SCHLXNER, HLIIER y MAUNZ prefieren la denominación paralela de «Standische
Eigentumsbindungen». Cfr. SCHEUNER, Eigenlumsbindung, en el «Reichsverwaltungs-
blatt», 1936, pág. 9; MAUNZ, Die Enteignung im Wandel der Slaatsverjassung, 1936,
pág. 21; HAMMAN incide en esta doctrina (op. cit., pág. 404), tratando el tema bajo
la rúbrica «Beschrankungen der wirtschaftlichen Tatigkeit und Sachgebrauchs». Esta
concepción está muy extendida, sobre todo en las decisiones judiciales. (Cfr. FILADELFO
AZEYEDO, Voto no Supremo Tribunal Federal, en la «Revista de Direito Adminis-
trativo, vol. 2, pág. 68.)

(70) Vid., por ejemplo, O. de 23 de marzo de 1946; «precios que permitan iu
mayor beneficio a fin de fomentar el cultivo». Aparte de todos los precios políticos
de ayuda, actuados coactivamente.

(71) Tiene, sin embargo, una remota raíz histórica. En los edictos de Luis XI, en
Francia, se distingue entre la haute pólice, dirigida al maintien du bon ordre, y la
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goría jurídica y en las técnicas de la policía de seguridad (72). Del
mismo defecto adolece la clásica distinción de MOIVVEAL. entre la policía
política y la administrativa, que obedece a idéntico criterio. Más ajusta-
do a la realidad de la legislación positiva seria, frente a esta distinción,
estructurar la diferencia entre la policía de la libertad y la policía de )a
propiedad, distinción que es posible entroncar, de otro lado, con la afir-
mación de las llamadas «materias reservadas» a la Ley. PRESUTTI (73)
separa ya las formas de policía según se dirijan a la limitación de la
propiedad o de la libertad, por razón de las distintas técnicas utilizadas.

Así es posible ya concebir las tasaciones de precios, como pertene-
cientes al ámbito de la policía de la propiedad. De otro lado, es inte-
resante destacar cómo la relación jurídica entre la Administración y el
particular, surgida por acto de policía de la propiedad, no es de tracto
sucesivo o continuado, sino de índole y naturaleza transitorias.

El acto de policía no engendra, en efecto, relación jurídica continua-
da entre la Administración y el subdito. Recuérdese la eficacia del acto
de tasación se refiere a la relación ínter privatos. Tal continuidad, de otro
lado, resultaría incompatible con la función de urgencia que a la técnica
de policía atañe. Como ha dicho RENARD, «la policía es la expedición apre-
surada de los negocios que urgen, por vía de autoridad, sin debate, pero
pero bajo beneficio de enmienda ulterior. Esta es la manera fuerte, el
orden seguido de ejecución inmediata, sin interposición de discusión ni
de juicio. La discusión y el juicio vendrán más tarde, después de realiza-
da la ejecución. La justicia juega con relación a las operaciones de policía,
el papel de un control posterior, que llegará eventuahnente a una repara-
ción a este respecto». La policía pasa, de este modo, a encontrar otra
justificación paralela en el viejo aforismo de GABRINIUS, propter pericu-
lum morae multa permittuntur.

pólice o basse pólice, en materias de puentes, caminos, etc. En esta distinción no fe
entronca, sin embargo, la diferencia entre policía general y policías especiales, que
obedece dogmática e históricamente a otras razones.

(72) Así la policía especial de Sanidad emplea, por ejemplo, técnicas de la po-
licía general, en cuanto se aplica a la libertad de las personas, y técnicas nuevas en
lo que afecta al dominio privado. Cfr. el texto.

(73) PBESUTTI, lslituzioni de Dirilto anuninistrativo, tomo I, págs. 248.y ss. Vid.,
sobre el problema, con carácter general, H. ECK, Administrativa frihetsberovanden.
Bidrag till studiet av raUsiikerhetsmomenten socialratten. Upsala y Stockholm, 1943.
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7.—La tasa como limitación dominial.

Desde otra perspectiva se considera la tasación de precios como una de
tantas formas de restringir la propiedad por causa de utilidad pública. La
Sentencia de 27 de marzo de 1950 la considera como una restricción a
la propiedad; a su vez, toda restricción tiene como punto de partida
una debilitación de carácter general inherente al dominio, que excluye
su efecto pleno y total en una u otra dirección, y hacer resultar asi, en
favor de un tercero, un beneficio jurídico garantizado, un derecho en el
sentido amplio de la palabra (WINDSCHEID). Parece que existen, sin em-
bargo, argumentos en contra de esta calificación. En el caso de las tasa-
ciones, existe una privación del contenido económico del derecho, por
cuanto el precio oficial se fija conscientemente por debajo del precio
que, dada la rareza o escasez del producto, alcanzaría en el mercado
libre. La finalidad social, pasando de la protección al propietario de los
productos —tesis de la expropiación en sentido clásico—- a la tutela del
consumidor, se ve aún más claramente si se observa que en muchas ta-
saciones existe discriminación de precios, no en función de su valor real,
sino en consideración a la capacidad económica de cada grupo de con-
sumidores. De otro lado, en la limitación del dominio parece que se
trata sólo de un pati —Duldungspflicht—, en tanto que en la tasación
se fija ya, por imperio administrativo, el objeto (precio) de los negocio?
jurídicos inter prívalos, aparte de que, a efectos económicos, se obliga
indiscriminadamente a la venta —a través de la penalización de almace-
namiento— (74). Los legistas clásicos españoles rechazaban en este sen-

(74-̂  Respecto al deber de prestación, el art. 13 de la Ley de 30 de septiembre
de 1940 castiga la inutilización intencionada. Por pura necesidad económica, el cas-
tigo al acaparamiento debe seguir a la tasación, que de otro modo quedaría frustrada
en su finalidad. Cfr., en Inglaterra, ln Ley de Eduardo VI contra los regrators, ¡ores-
tallers and engrosers (revendedores, monopolistas y acaparadores), en Eli F. HEKS
<:HER, La época mercantilista. Méjico, Fondo de Cultura, 1°43, pag. 304. Jacobo CUJA-
CÍO (Observationum, lib. XXVIII, t. III, 1659j, al habla de la vis taxatiunis (páj;. 38,
cap. XII, «De taxalionis verbo quod proprium est Jurisconsultorum, ct locus M. Ca-
tonis emendatus»), liga a esta técnica no sólo la tasación del precio, sino también
la obligación de vender. El mismo CÁRDENAS califica a la tasación de venta forzosa.
En la legislación vigente, la técnica de corrección es, de un lado, la sanción penal,
calificando de delito el acaparamiento (Ley de 4 de enero de 1941, Ley de 11 de di-
ciembre de 1942, O. de 26 de junio de 1943, Decreto-Ley de 15 de marzo
de 1946, Decreto-Ley de 30 de agosto de 1946, Decreto de 27 de septiembre
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lido la calificación de las tasas como servidumbre : ideo vero non pro-
prie servitute, sed velut servitutem esse diximus, quia de natura servi-
tutis est pati, non exigere.

La diferencia entre el valor en el mercado y el precio tasado supone
una expropiación del contenido económico sin indemnización (75). En

de 1916, Decreto-Ley de 27 de septiembre de 1946, 0 . de 31 de octubre de 1946,
O. de 13 de diciembre de 19461, y de olro lado, la incautación de los productos
acaparados. El «rapuramienlo so define no sólo como (da retención do los productos
fabricados, substrayéndose a la venta» (art. 1.» de la Ley de 26 de octubre de 1939)
o la ocultación a la masa general (S. de 9 de julio de 19+7), la suhsiraeción a la dis-
tribución y el consumo, ordenados por el Poder público en atención a las necesida-
des colectivas (S. de 7 de marzo de 19501 o la tenencia de mercancías anormal en
cantidad (S. de 21 de abril de 1951 y 30 de abril de 1951), fino también como la
«negativa a vender.) (arl. 3, letra c), O. M. de 21 de septiembre de 19421.
Son materia gubernativa punible la retracción tle ventas (Circ. núm. 4 de 3 de mayo
de 1939, Circ. de 2 de noviembre de 1939,1. La técnica de las reservas (O. M. de 27 de
enero de 1950.1 implica en este sentido una autorizarían para no vender y, por tanto,
una exculpación del delito de acaparamiento (S. de 21 de abril de 1951). Cfr. sobre
el problema de culpabilidad las Sentencias de 9 de julio de 1947, 12 de mayo de 194S,
30 de abril de 1951, Adelgisso RAVIZZA, II reato di accaparamento, en la «Rivista Pé-
nale», 1921, pág. 177, y J. RIVKRO, Reprensión pénah et reprensión udminislralive la
propos de la resístante aux vérijications du controle économique, C. E. de 15 de
junio de 1951), en «Droit Social», enero 1952, págs. 5 y ss. Fierre GARRAUD, L'Etat
actuel de la législation et de la jurisprudence ¡rancaiw relative a Vnecaparament, a la
espéculation illicite et aux coalitions, en el oBulletin mensuel de la Société de Lé-
gislation comparée», 1924. J. MÁRQUEZ AZCÁRATE y E. JIMÉNEZ ASENSIO, Delitos con-
tra el régimen legal de Abastecimientos, Madrid, Jordán, 1917. DEBU-BRIDEI., Hisloire
du marché noir, París, 1947.

(75) En cuanto a la privación económica que implica la tasa, las Sentencias del
Tribunal Supremo de 7 y 13 de diciembre de 1940 han puesto dp relieve que el pre-
cio debe estimarse abusivo a los efectos de la legislación de tasas, aunque de hecho
no sea remunerador, e incluso (S. de 30 de junio de 1943), aunque el precio de venta
sea exactamente igual al de compra, siempre que se sobrepase el precio legal. Del
mismo modo, la Orden Circular de 15 de mayo de 1939, respecto al bloqueo de
precios. Francisco de CÁRDENAS (Ensayo sobre la historia de la propiedad territorial
de España, Madrid, s. f., vol. II, págs. 200 a 245, Libro IX, cap. II) engloba las
técnicas de tasación bajo la rúbrica «De la expropiación indirecta». De hecho,
bajo el término de expropiación indirecta, no ?e entiende un mismo concepto en
los sistemas administrativos. Ni el francés es igual al alemán ni éstos al italiano,
en la calin'acación de lo que es la expropiación indirecta. De todos modos, parece
oportuno, cabalmente, por esta falla de unidad de criterio, seguir el marcado por
CÁBDENAS, de honda tradición en España. Este criterio de considerar la tasación como
una expropiación indirecta es general entre nuestros juristas clásicos. Así LÓPEZ DEZA
(Gobierno de la Agricultura, Madrid,, 1618).

LINDEMAN, en Recht der Grundstiickspreise, D. V. BL, noviembre 1952, pág. 655,
considera que las tasaciones de precios «on unas efectivas expropiaciones en sentido
material. En el mismo sentido dice KOHLER, Pflirhüeil und Preisstopp, en la «Neue
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todo caso implica un ataque, una emprise, como ha dicho HAUBlüf, a
la propiedad particular. En este aspecto la calificación de la técnica de
tasación como una mera limitación del dominio —que paralelamente
tampoco implica indemnización— (76) obedece, además, a una identi-
dad de consecuencia jurídica, ya que de otro modo, y sin otra justifica-
ción, .toda la actividad de la Adminislración en materia de intervención
económica vendría a confundirse con las limitaciones a la propiedad,
perdiendo así su carácter sustantivo.

Desde el punto de vista de la Administración, la técnica jurídica uti-
lizada es técnica de policía de la propiedad; maí desde la perspectiva
del particular, destinatario del acto de policía, se traduce en una efec-
tiva limitación de su propiedad. Este término, limitación del dominio.
es anñbológico. La doctrina alemana distingue a este respecto entre limi-
tación de fronteras ( Begrenzungen) y limitación contingente (Beschrank-
ungen). Las tasaciones de precios suponen, no límites absolutos, sino li-
mitaciones administrativas. Así, para apreciar hasta qué punto la medi-
da policial de tasación produce una limitación al dominio, es necesario

Jurislische Wochenschrift», 1951, pág. 548: Wirtschaftlich wirlcen sich die Hb'chst
preise bei Grundstücken ais Teilenteienung aus. Kommt ein Zwang zum Verkauf
hinzu, wie bei Enteignungsverfahren, so würde óie Vergütung mir des Stoppreiscs
ciner Teilkonliskation des Wertes gleichknmrnen. HUBKR hacía notar en 1936 que las
tasaciones implicaban de rechazo la transformación obligatoria de cosas en dinero
—Zwangsumwandlung einer Sache in Go!d— y que ésta es justamente la carai-tenV
tica de la expropiación (en el «Zeitsehrifi fiir dip gesammle Staatswissenschaft»,
tomo 26, 1936, págs. 454-474). WIEACKER habla respecto a la tasación de la implícita
consecuencia de una «erhebliche Minderung der Wirtschaftlichkeil» (op. cit., pá-
gina 400).

Es lo cierto que no ee trata de una mera fijación declarativa del precio, sino que
tiene la tasación eficacia constitutiva del precio, cuando un efectivo deber de pres-
tación, de transferencia forzada ad incertam personara, conseguida a través de la pe-
nalización del acaparamiento. Naturalmente esta tesis se refiere sólo al resultado eco-
nómico, no a la naturaleza jurídica de la institución. MEXÍAS la llamaba innilus
emptio vendilio. HERMOSILLA (op. cil., pág. 358) explica: «Si universitas frumentum,
ver nierces emit, et corrumpuntur, ut in dammum civitas extet, cives compelluntur
entere, licet cis necessariae non sunt», y añade, apoyándose en BARTOLO (glosa cura
carnis), ROLANDO, JASOM y AVILES : Tempore necesitatis, etiam viliore pretio quam
justo, merces ad victum necessarias, domini ad vendendum cogí possunt (pág. 361).
Adviértese que estas frases te deslizan al tratar de la tasación de precios (lex taxants).
CoVAURUBiAs hablaba en estos casos de que la tasa producía que «merciura venditores
compclli ad elemoynam faciendam».

(76) Cfr., en este sentido, Gustavo VICNOCCHI, Saggio di una teoría delle limi-
tazioni amministrative nel quadto del Diritto pubblií.o, Módena, 1953.
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distinguir entre los usos normales, las limitaciones normales y los usos
y limitaciones anormales. Tal distinción es, además, necesaria para pre-
cisar el alcance de la policía, en cuanto técnica jurídica. A e-te efecto,
la distinción se establece entre la limitación, que implica una delimita-
ción y señalamiento de fronteras a la propiedad individual, y la restric-
ción, que supone la prohibición concreta de un uso anormal. A su vez,
la idea de restricción legal al uso permite comprender el porqué la li-
mitación operada por vía de policía administrativa no conlleva indem-
nización. Esto es lógico, ya que la confiscación de valor que implica todo
restricción sólo debe llevarse aparejada la indemnización cuando el daño
se inflinge a un interés legítimo, pero no cuando prohibe un ejercicio
abusivo del dominio.

Así puede afirmarse que existen, como ha puesto de relieve VIGNOC-

CHI, una serie de particulares situaciones limitativas que justifican un
trato autónomo y unitario, como limitaciones administrativas, en cuan-
to sirven de instruim ato de regulación y disciplina de derechos, actuadas
coactiva y autoritariamente con finalidad de cumplimiento de función
pública.

8.—La tasación como medida atenuada frente a la transferencia coactiva.

Las tasaciones de precios pueden englobarse por razón de su finali-
dad política junto con los impuestos y las transferencias coactivas. Cuan-
do la rareza del producto deja de ser extremada, de la técnica de las
transferencias se ha pasado paulatinamente a la técnica de mera tasa-
ción. De este modo la tasación pasa a constituir, a un tiempo, el comien-
zo y el final del control económico del mercado. Este paso de uno a otro
procedimiento es exigido por el principio de proporcionalidad —Ver-
haltnismassigkeit der Abwehr— que se cierne sobre toda la actividad
administrativa. JASON DE MAYNO decía, respecto de la expropiación, en
este mismo sentido : Vt procedat quando alias publica utilitas sequi non
potest, nisi privato auferetur dominium.

Como ha dicho FLEINER al explicar este principio, «la Administra-
ción no debe disparar con cañones cuando quiera malar gorriones» (77).

(77) Die Verwaltung aoll nicht tnit Kanonen nach Spatzen schiessen... Der poli-
zeiliche Eingriff muss den Verhaltnissen anaemessen, er mnss verhahnismüsig sein:
FLEINER, Verwaltungsrecht, pág. 404; HEitnNBiT explica el principio: «rwas repariert
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MAYER añade que el fundamento del poder de policía en el djerecho na-
tural exige que la defensa esté en proporción con la perturbación, fiján-
dose de este modo la medida de la potestad administrativa.

La tasación de precios implica, al igual que las transferencias coacti-
vas, un deber administrativo ob rem. Son aplicables a la tasación las
mismas reglas de este carácter que se ligan a la transferencia coactiva.
Distintamente de las transmisiones forzosas, no es ya aquí el Estado
el único comprador, si bien la finalidad que en ambas se persigue es
idénticamente: la de protección al consumidor. En definitiva, se debe
recordar que en las transferencias coactivas la Administración es un
mero intermediario, siendo el destinatario el mismo que en la tasación,
el consumidor. Justamente, es oportuno traer a colación que una de las
diferencias sustanciales de las nuevas técnicas de transferencia con la
clásica expropiación forzosa es la de que en ésta la adquisición coactiva
es un medio de incrementar el dominio público, uno de los modos de
adquisición del mismo, de que dispone la Administración. Por el con-
trario, en la transferencia coactiva no adquiere definitivamente, sino que
lo bace sólo (en los casos de Administración, intermediario forzoso) con
la finalidad de desprenderse inmediatamente de lo adquirido. Cabal-
mente, en las nuevas formas oue por ampliación de su finalidad origi-
naria va aceptando la expropiación forzosa tradicional, se puede obser-
var el mismo fenómeno. Tncluso en la técnica clásica de la exnroniación
forzosa se deia sentir el influjo de una nueva consideración : la tutela
directa del particular puede llesar a ser utilidad pública, si bien, a fin
de no violentar la expresión, se ba becbo uso de expresiones paralelas :
interés social, interés público, etc.

9.—El acto administrativo de tasación.

La tasa implica un acto administrativo de naturaleza constitutiva.
Sin embargo, la situación jurídica creada en los particulares afectados

werilen kann, soJl nicht demoliert werden», en Ostereichisches Verwaltungsrecht, pá-
gina 40; PETRIV (Oesterreiehisches Verwaltuntisrecht, Wien. 1951, Staatsdruckerei
página 21); Es pilt der Grundsatz der Verhaltnisma?sÍ2keil der Abwehr, es darf
in Rcchte des einzelncn nur sowcit elnftegriffen werden. ais es der Saohlase
naeh, zur Beseitignnp: der Storer notwendi» ist». Al principio de proporcionalidad
puede liparse también el llamado principio de oporlnniJa'? fOportunitatsprinzip. o
Prinzip der Zweoksmassickeit). Cfr. Sigurd T.IENAPFET . Dos pllichlmassige Ermcxscn
Her Polizei im Rechtsslnat. en «Die Polizei». mayo 1953. pú?s. 83 y ss.
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no origina un derecho administrativo irrevocable, sino que, por el con-
trario, se configuran estas situaciones administrativas como derechos y
obligaciones determinadas a precario, frente a la Administración, de
tal modo, que la variación de la tasa no es una revocación de un acto
administrativo anterior, sino el propio ejercicio del poder de, tasación.
Como decía BALDO, taxationis vis et poiestas deambulatoria esl- En los
términos actuales de tasación, los precios se fijan «para la campaña»,
es decir, para el ciclo de producción o con fecha de vigencia predeler-
minativa (78), o bien, más generalmente, sin indicación de plazo de vi-
gencia, con lo cual éste dura hasta la modificación del precio.

No es, pue9, revocación, por cuanto, aunque el acto mutado fue per-
fecto, válido y eficaz, no creó derechos a favor de los destinatarios del
primer acto. De otro lado, no se trata de creación de un vínculo frente
a la Administración, 9¡no, por el contrario, de atribuir los derechos de
los particulares consumidores con las obligaciones a cargo de los pro-
ductores. La Administración, en este aspecto, permanece fuera de la
relación jurídica como un tercero de la misma a quien eslá atribuido
sólo el control del cumplimiento. De ahí que la ejecutoriedad del acto
administrativo de tasación sea pura ejeculoriedad en la obligación nn
cida en I09 particulares, es decir, ejecutoriedad de vigencia, o eficacia
jurídica, en cuanto con ella los órganos administrativos adquieren com-
petencia para ejecutar otros actos ulteriores, necesarios para la actuación
del primero (control, multas, etc.). De otro lado, la fijación de la tasa
no tiene sólo por objeto una mercancía determinada, sino a esta mer-
cancía, en un determinado instante, ya fine lo relevante es la regula
ción del mercado en cada momento. Por ello puede existir infracción
a las tasas en la venta de un producto futuro a la tasa actual o. al con-
trario, en la venta de una mercancía aclual a la tasa futura. De este modo,
la venta entre particulares puede perfeccionarse dejando la determina-
ción del precio a lo que resulte de la tasación en el momento de la
perfección del contrato, si la mercancía existe en ese momento, verifi-
cándose de este modo una restricción administrativa a la designación de
precio por tercero (art. 1.447 del Código civil) y a la llasrada ñor

(78) Así, la Cirr. de 13 «le mayo de 1912. que fijó precio lasado al acero, vale-
dero hasta el 30 de junio de 1942. En oln.):- caso*, se üja rl precio para un plazo
menor del año. Así. la Circ. de 24 de mayo de 1950, solire precios de verano en la
carne.
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MANN cláusula del precio (Preisschlüssel) (art. 1.448 del Código civil).
Esta conclusión es obligada dentro de la propia técnica de tasación,

ya que lo que ésta pretende es la regulación del mercado en cada mo-
mento, y de otra forma quedaría al arbitrio de los particulares la elec-
ción de tasas antiguas o de tasas fuluras que, conocida o previsiblemen-
te, fueran superiores a las presentes en el momento de perfección del
contrato, con lo cual quebraría toda la eficiencia de la técnica (79).
Justamente este criterio de eficiencia de la tasación como fin de la nor-
ma pr >voca la consecuencia de que, cuando los precios han quedado li-
bres, la tasa no obliga a los contratos' celebrados bajo su imperio, pero
no consumados en tal intervalo (S. de 27 de marzo de 1950), restituyén-
dose así en este supuesto con toda su vigencia el principio pacta sunt
servando.

De otro lado, la tasa supone, a todos los efectos jurídicos, el precio
legal, y el precio justo extendiendo su eficacia al ámbito penal, de tal
modo que no existe delito cuando se promete el precio del mercado libre
y se paga el precio tasado inferior a aquél. Esta conclusión es exigida
no por la estricta aplicación de la normativa penal, sino por la finalidad
de conservar la eficacia de la técnica administrativa, que llega de este
modo a hacer variar las soluciones de otras ramas del Derecho, produ-
ciendo la perplejidad de los penalistas en cuanto al interés jurídico que,
en definitiva, intenta tutelar el tipo penal de la estafa, que tradicional-
mente se delimita como el delito de engaño —Tauschung fremdes Ver-
trauens, segi'in MEZGER—. No obstante existir en tales casos efectivos
engaños, la solución estrictamente penal es inaplicable, por cuanto im-
plicaría tutelar un interés que otra legislación, la administrativa, ha de-
clarado fuera de la Ley (80).

(79) Cfr. ad exemplum oficio circular núm. 639 de la Comisaría General de Abas-
tecimientos y Transportes: precio do salida de fál»rica v precio de servicio del pro-
ducto. Es cabalmente este criterio de eficiencia, como norma de interpretación fina-
lista (el fin «le la norma de intervención es la eficiencia) y voluntafista (la Adminis-
tración no puede querer otra cosa, sino la eficiencia de sus normas), lo qu<* lleva a
la conclusión de irrelroactividad de las tasas, y no la aplicación de los principios
formales del Derecho, como quiere RIPERT (Le declin du l>roil, París, 1948, pág. 1581
(Vid. Conseil d'Etat 28 de febrero de 19í7. «Oaz. de .Lisieux», S. 1947).

(80) Vid. August WIMMER, Schulzbediirlnis, Schützuiirrligkfíit, Strafwürdigkeil
lieitrag zur fíeurleilung von Scliivarzmarkttleliklen, en «Deutsche Rec.hls Zeitschrifi»,
abril 1948, págs. 116 y ss.; FISCHKR, Der fíetrug au¡ dem si-hivnrzen Markt, en «Kecht
und Zeit», Heft 5, 19-tH; WIMMER, Die lisliee Sarliverschn¡¡ung au) dem schwurzen
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La técnica administrativa de la tasación provoca también curiosas
reacciones en el campo civil de la contratación. El justum pretium como
idea jurídica surció para hacer respetar, a través de la remisión, el equi-
librio económico de las partes, pero a favor del vendedor. Con la tasa-
ción se Ilesa a lo mismo, pero a favor del comprador, a nuien se atri-
buye actio aestimatoria para reclamar diferencia en más (81). En algún
caso, sin embarco, el Tribunal Supremo se ha inclinado por la nulidad
total, estimando, ,.nes. implícitamente la conditio ob turpem causam
(art. 1.255 del Código civil). En este sentido, la Sentencia de 26 de mayo
de 194-9. con la conclusión de proceder la devolución íntesra del precio
pagado : «la obligación de devolver el nrecio recibido nace de la Ley.
OIIP al d'snoner la nulidad del contrato impone la devolución de In
recibido por ra*ón del mismo, puesto aue dr otro modo, v toda vez que
lo nulo es lo aue carece de eficacia para producir un efecto, si se esti-
mase aue el vendedor pod^a leiralmente quedarse con lo entregado como
n recio, resoltaría aue la Lev disponía, con «vidente contradicción, aue
el acto prohibido no produjese ningún efecto y. al mismo Menino, pro-
dniese el muv imnortante indicado de nuedarse el vendedor ron lo reci-
bido. Por ello debe devolverse la totalidad de lo recibido ir no sólo el
imnrp*t.e (\p la tasación». Sirrue el mismo criterio la Sentencia de 17 de
abril de 19^7 y disposición aclaratoria de la Fiscalía de Tasas de 12 de
ínlío de 194-2. Con esta conclusión se rompe el principio «reneral del de-
recho de contratación civil, sesrún el cual in turpi causa m.elinr est con-

Markt. 7.UT Aharenzuns von Vcrmozpn ttnd JVolisurmsdeliklen, en «N. 7,.n. abril TWÍ.
En el idioma, estos delitos sin sanción liíin dad» lu^ar a término? do areot esnecial.
Scbteher en Alemania. Generalmente en Hannover y H.imhnrao: el Spitze.r. y en Kiiin.
el Tramoler. Las soluciones aportadas por los penalistas son marjúnalrs, castigando
este hecho por al^o que es su pora circunstancia. F.n este sentido se lia dicho que es
procedente la aplicación del tioo lccal de amenazas y coacciones. Otra solución pro-
puonn el eastieo común — Oleichschnltun» von Tater unn Onfer— de comprador y
vendedor. Pero la leeislación española sólo penaliza al comorador cuando pa"a ol
precio superior a la tasa y no cuando promete este nrrc.io v para el de tas?. Kn la le-
?islación española, la falta de sanción en los casos que el- texto apunta, se produce n
través de la falta de lioicidad, ya qne el delito de estíifi se tipifica, no sólo ñor e'
encaño doloso, sino también por el perjuicio iniuslo patrimonial íSentencias de 17 ene-
ro de 1929, 16 septiembre 1930, 21 diciembre 1030. 2ñ septiembre 19)?. 15 octubre 1945,
etcéteal, faltando este último elemento del tipo lepul.

(811 Cfr. MORENO MOCHO».» (ha legislación de tasas y eí contrato de compraventa,
en la ''Bevista General de Leeislación y Jurisprudencia», 1946. pac. 4(>5), apoyándose
fn el argumento analógico de los arts. 515. 615, 851 y 817 del Códizo civil.
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ditio possidentis. Sin embargo de este criterio, en lo que afecta al De-
recho sucesorio hay que aceptar como más plausible la reclamación in
qnnnti majoris. Los legistas clásicos españoles se plantearon también el
problema paralelo del precio en el retraclo, cuando no mediase acción
de nulidad : S Í emptor pretium ultra taxalum in lege regia pro faneca
tritici solvisset, nn illud rctrnhens idem praestare debeat, vo.l satis sit.
pretium a lege taxatum daré; pregunta a la cual MEXÍA respondía: inte-
gntm pretium restituendum esse. El precio fijado por tasa lleva a la
consecuencia de no proceder la subasta, incluso la judicial, por encima
del máximo legal, llegando incluso a hacer improcedente la propia su-
basta (82). De otro lado, si celebrado un contrato sobre mercancía no
intervenida, antes del cumplimiento y después de la perfección, se es-
tablece tasación, será la tasa el precio y no el libremente pactado, dán-
dose así un grado de retroactividad media y considerándose el cumpli-
miento inmutado del contrato o la anulación del mismo por razón de
variación del precio, como materia sancionable o infracción al régimen
de tasas (cfr. Cir. 7 de junio de 1939 (83). Antonio GÓMEZ decía res-
pecto al problema : itnde quod ultra pretium taxalum fuit solutum et
si laesio non sit, ultra dimidium. t.amquam indebite solutum potrst
re.peti. aplicando la tesis del Derecho romano, pero a la inversa.

Desde un punto de vista estrictamente administrativo, la tasación
implica un acto general, en cuanto el destinatario no es <in concreto v
especial administrado, sino un grupo fie ellos, indeterminado, aunque
determinable. Por su contenido, el acto de tasación es una declaración

(821 Orden de 26 do abril de 1941, Resol, de 21 de junio de 1943, art. l.«, D. de
2 de abril de 1948.

(83) Cfr.. sobre el imparto de estas técnicas de tasación, en las valoraciones del
Derecho sucesorio. R. KOHNF.F. Pflichtteil und Preítstopp. en «\eue Juristiscne
Woeheiiscbrift», julio 1951. páí. 548; .AIBF.PT, FHP. Schatznnf! der Grund und Ge-
baudevcerte. 4 Aufl. 1950. páss. 99 y ss. Sobre el problema en seneral, vid. FRIFMANN,
X)io Verordnunf! über die GrundMÜcksverkphr. en «Deutschcs Recht», 1942. pao:. 1075
y ss.: PRITSCH, Preisübprwnchunf; und Rechtsfolgen im Grundstücksverkchr. en
«Deutsche Jusliz», 1942, pács. 463 y ss. TINDEÜMANN. Pas Recht der Grundsluckspreisr.
en «Deutsche Verwaltunesblatt», noviembre 1052. píp. 653. DIPPER, ZUT Frnae dea
Preisstops bei Grundutücken. en «Nene Juriütische Woehenschrift». HENSELINCS, Die
Eimvirkung der Marktordnunf? auf die Gühipheit ron VerlrUpcn, Berlín, 1942: Dr
MARTIN, Ripetibilitñ delln prestazione eflettunta in dependenzn di un nepozin ciuridico
illecilo, en «Giur. Caesaz. Civ.n, 1947, 111, nás. 1205: ítalo T.IJTTF.IH, Efjetti della
inosservanza delle dixposizioni di venditn deUt> merri. en sNuova Rasseqna», 1 ortu-
bre 1953, págs. 1488 y 1489.
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de voluntad y no una mera notificación de conocimiento, ni un puro
accertamento con finalidad constitutiva de una obligación de prestación
del particular, sino que sustituye parcialmente la voluntad negocial de
los particulares por la voluntad de la Administración en cuanto al pre-
cio (84), como acto que produce una mutación en el esfado jurídico exis-
tente en ciertos sujetos de derecho. La tasa implica el precio justo, línico
legal, a todos los efectos, no sólo civiles, sino también frente a la Admi-
nistración. Para ésta el único precio reconocible es el tasado. La Sen-
tencia de 6 de julio de 1935 indica a este respecto : «Señaladas las ta-
sas por el organismo competente, después de allegar todo? lo» elemento*
de juicio necesarios, atendidas las necesidades públicas y la situación de
los mercados, a dichos tipos han de atenerse los interesados, vendedores
y compradores. Es claro que compras realizadas sobre el precio de tasa,
que constituyen positivas infracciones, no pueden servir para fundamentar
derechos, ni menos para que sean reconocidos, porque falta, y antes bien
surge en contrario, el precepto administrativo que ampare lo que íe
demanda.»

10.—Las nuevas clasificaciones de bienes.

La técnica de tasación lleva consigo implícita una depurada clasifi-
cación de los productos, según calidades, definiendo previamente qué es
lo que puede entenderse legalmente como tal producto. Frente a la Ad-
ministración económica, pues, la antigua distinción, tomada del Dere-
cho patrimonial civil, de bienes muebles e inmuebles, ha quedado total-
mente insuficiente. Los distintos grupos comerciales o categorías y cali-
dades de bienes, no solamente tienen una virtualidad declarativa, sobre
cuya declaración se aplique, unos de otros precios, sino también mu-
chas veces eficacia constitutiva e independiente de la tasación. En este
sentido sólo tienen derecho normalmente al nombre genérico de la mer-
cancía los produefe: que reúnan determinadas características materia-
les y no rebasen los márgenes de tolerancia. No es ya sólo el margen
de tolerancia sanitaria, sino el margen de calificación misma del pro-
ducto y, consecuentemente, la aplicación necesaria de la tasa según el
tipo de mercancía (Sentencia de 27 de octubre de 1948). De otro lado, no

(841 Vi<1. Giuseppino TREVES, Gli atti amminiatrativi constiiiuivi <l¡ rapporli fru
privali, en la «Rivista irimestrale de Diritto Pubblico», Milán, Giuffrc, abril-junio
1954, núm. 2, págs. 314 y es.
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se permite normalmente la producción de bienes fuera de las caracte-
rísticas reglamentarias de estas especificaciones (D. de 31 de diciembre
d 1941, art. 1.°), evitándose, a través de esta standardización de los pro-
ductos todo derroche de inversiones, concediéndose usualmente un mar-
gen de tiempo para la liquidación de los productos fuera de los standard*
legales (art. 5.°, Orden de 30 de diciembre de 1944) e imponiéndose la
obligación de producir tipos nacionales (Cir. de 25 de noviembre do
1940) a precios económicos. Económicamente la medida provoca una
necesaria standardización de los productos, que deben acomodarse a una
de las categorías de la clasificación oficial, dando lugar a que agudamen-
te haya llamado la dirección estatal de los gustos, según modelos, utility,
como los denominan las Regulations británicas, con la finalidad primor-
dial de eliminar inversiones superfluas. La clasificación formal de los
bienes según el Derecho civil ha dejado paso a una ordenación de las
clases de bienes según un criterio material y en función de su utilidad
general directa o indirecta. Se distingue así enlre productos básicos, mer-
cancías intervenidas (controlled goods), materias primas (raiv materials),
bienes en el interior o en el exterior del país. etc. Re este modo, se
hace paralelo el orden jurídico a la propia vida jurídica, eliminando
las abstracciones, inconsecuentes con la vida económica actual. En defi-
nitiva, estas abstracciones, bienes muebles e inmuebles, tuvieron en su
día un origen finalista, por razón de la importancia económica en el trá-
fico y, consiguientemente, por la necesidad de una normativa y una tutela
jurídica distintas. Por esta razón, decía el Derecho intermedio preciosa
bona pro inmobilibits aestimantur. Hoy, sin embargo, esta distinción dico-
tómica ha perdido vitalidad, pasando a ser un mero concepto, cuya ener-
gía se ha pretendido reforzar a travos de ficciones (83). De otro lado, la
Ley administrativa de intervención, por razón de su fin y en miras de
su eficacia, no puede seguir el estilo legal de la abstracción (86).

11.—La fijación del precio legitimo como problema organizatorio.

La fijación del justo precio en materia de tasación sigile a si: ve/
una serie de criterios o técnicas distintas. En principio, la facultad de

(85) Cfr. Fritz von HIPPEI.. Richílinie und Knsuhtik im Aujbau von Rachtsord-
nungen, Berlín. 1942, passim.

(86) Cfr. DI-'RERCF. Le controle ríes ¡iri<: en Vranc», Taris. 10.-17: califica a este
sistema de «raerá ficción jurídica», por ?u necesaria conversión en la tasación directa
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fijar justo precio se atribuye única y exclusivamente a la Administra-
ción, en quien delega el Estado el poder de control del mercado —la
Preishoheit—, pero a su vez se han admitido una serie distinta de téc-
nicas internas de tasación, dando cada vez mayor entrada a la fijación
de estos precios a través de entidades descentralizadas (87). con lo cual
«e consigue, en primer lugar, una flexibilidad y agilidad necesaria para
esta especial actividad administrativa en materia económica, v en se-
gundo término se posibilita la organización de esta? entidades, de modo
que tengan acceso a las mismas, dentro de su organización, los particu-
lares interesados a quienes la tasación afecta. La fijación por Juntas pro-
vinciales o por Sindicatos o por grupos económicos, y. en general, a tra-
vés de lo que puede englobarse bajo la rubrica general de corporaciones
de Derecho público (88). ha sido de esta forma un procedimiento de
arbitrar a modo de una fijación conlradictoria de los precios, si bien <\v
modo mucho más eficiente que las antiguas lécnicas de tasación bilateral
contradictoria del justum pretiurrt en sentido estricto.

12.—Las técnicas de tasación.

La técnica de tasación implica, necesariamente, una solución de emer-
gencia que por su misma naturaleza ha de ser circunstancial. Con ella,
como ha dicho PIGOU, sólo pueden salvarse períodos en que las dificul-
tades económicas son extremadamente agudas, pero la solución desde
un punto de vista económico y jurídico sólo conserva su eficiencia y su«
razones de justicia en períodos de escasez. Con la tasación, en efecto, des-
de una nerspectiva económica, se llega necesariamente a la reducción
del dividendo nacional. Y, de otro lado, se provoca de modo directo unrr
inmovilización de inversiones, perdiéndose así toda posibilidad de trans-
ferencia a distintos campos de inversión y produciéndose, como ha dicho
KEYNES, a la larga, una distorsión de los esquemas de la demanda —dis-

de los Drecios Con. cit.. pac. 36). Sobre la ficción v su oso en Derecho, cfr. BÓHMEH.
Grundlaeen de.r bürgerlichen Rechtxordnuncr. Türiitüten. 19S1. T/ C. B. Molir. nác. 2.

Í871 En Francia, en 1939, el Comité Central des Prix. En In"laterra. el Food
el Reichskommisar für die Preisbiidnne. En Estados Unido?, la anticua Office of Pri-
cc Administraron.

(88^ En Francia, al Comité Central des Priv sucedió en este senlido. en 1916,
las Commissions Paritaires de Controle farróté de 8 de marzo de 19461 y los Office?
Professionnels.
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dica PiGOU, «si el Estado adoptase la no intervención en los precios,
gravando posteriormente los beneficios extraordinarios en lugar de ir
a la regulación de los precios, aliviaría con ello la presión fiscal que re-
cae sobre los ricos, haciendo que recayese de un modo indirecto y mis-
terioso sobre las espaldas de los pobres. Y si el deseo del Gobierno es
el de no exigir a los pobres mayores cargas en concepto de escasez, salla
a la vista que en tal caso no puede recurrirse al método de precios li-
bres» (89).

La tasación de precios implica, necesariamente, una serie de técnicas
de compensación, a fin de salvar las dificultades que con su presencia
en el mercado y con la alteración del movimiento libre de la demanda
y de la oferta se produce, variando los criterios de compensación según
las técnicas de tasa que se sigan. De todos modos, y aunque el precio
no resulte fijado viliore pretio, la técnica empleada, en cualquier caso,
responde al imperium administrativo. La propia naturaleza política de
los fines del Estado confiere necesariamente carácter político a los pro-
cedimientos adoptados para conseguirlos, ya que, aun cuando el eute
público se atenga al principio del sinalagma o al principio del coste,
en el desenvolvimiento de su actividad, su decisión no es fruto tanto de
un cálculo económico cuanto de un cálculo político, actuando así por el
motivo sencillo de no encontrar razones políticas que aconsejen actuar
de otro modo. En este aspecto, la Administración puede optar por una
serie de distintas modalidades de la tasación.

a) Un primer sistema consiste, simplemente, en la congelación de
los precios en una fecha determinada (técnica de inmovilización o blo-
queo de precios) (90) —systéme de bloquage, freezed prices—. Para es-

(89) A. C. Picou. La Economía del Bienestar, Madrid, Aguilar, 1946, pág. 196.
(90) Este sistema fue primeramente seguido por el R. D. de 21 de junio de 1920,

en la antigua legislación de subsistencias, y modernamente en el Decreto de 13 de
octubre de 1936 y D. de 2 de enero de 1937; O. de 5 de septiembre de 1936; O. de
10 de junio de 1938; O. de 17 de noviembre de 1936; O. de 19 de diciembre de 1936;
O. de 23 de diciembre de 1936. Cfr. en el mismo sentido de congelación y bloqueo
de precios, art. 10; O. de 26 de junio de 1952 (cemento), O. de 8 de agosto de 193o
(yute), D. de 21 de agosto de 1938 (trigo), Ordenes de 7 de julio de 1938, 28 de sep-
tiembre y 7 de octubre del mismo año (producción siderúrgica), O. de 13 de julio
de 1938 (metalúrgica), O. de 27 de abril de 1938 (fletes). En Inglaterra, Orden de
agosto do 1916, prohibendo la venta de máquinas a precios más altos que en julio
de 1915. Esta disposición muestra la evolución de que habla el texto. En mayo de
1917 el bloqueo de precios se dispuso fuera con relación al existente en cada locali-
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torsión of the patterns oj consumption. Sin embargo, son la única solu-
ción ofrecida al Estado ante circunstancias de excesiva escasez. En estas
condiciones, es posible lograr una solución justa según un doble cami-

dad, dando luego lugar a la regulación por márgenes. En Alemania, la Preisstop-
vorordnung de 26 de noviembre de 1936, prohibiendo las subidas de precios (Erhoh-
ungsverbot), a partir de una fecha tope (Slopjahr).

Se da normalmente una técnica de transición entre el bloqueo y la fijación de
márgenes que suele adoptar la forma de fijación de precios por promedios en años
normales anteriores. Así ha sucedido en España (Cfr. Circ. núm. 10 de 28 de junio
de 1939) estableciéndose el precio por el promedio comprobado 1931-1936. De la fija-
ción por promedios t>e pasa rápidamente :> lo¿ porcentaje? ad relalionem sobre'lo;
mismos promedios. (Cfr. Circ. 21 de agosto de 1939). Por una razón distinta, li
naturaleza contractual basada económicamente en la compensación de fuertes ganan-
cias el comien¿o, y pérdidas posteriores, es é>te también el criterio de las inmovili-
zaciones en las tarifas concesionales del K. D. de 12 de abril de 1924, sobre sumi-
nistro de energía eléctrica, agua y gas. Es el seguido en la congelación de renl•:.•>
en los arrendamientos urbanos que pasa rápidamente a ser el sistema intermedio de.
precio ad relalionem. En Suiza, Verfügung 2 de septiembre de 1939. Cfr. sobre el
problema general de los alquileres y de los sistemas de control económico sobre los
mismos. Dr. ROQLETTL, Mietzinsbildung ais Rediliproblem, en «Deutsches Rechín,
octubre 1942, págs. 1+33 y ss. Como sistemas posibles en esta materia, enumera le.-,
siguientes :

a) Fijación del precio de alquiler por Tribunales especiales (Mieteinigungsamter'.
cuyo ejemplo lo da la Ley alemana de 1914.

b) l'recio legal (gcstzliche Miele!, en parte sólo comparable al sistema expuesto
en el texlo de los márgenes. Se fija un precio base íGrundmiele) sobre el que giran
una serie de adiciones (Zuschlá'ge;. Este es el sistema utilizado por la Ley prusiana
de 9 de diciembre de 1919 (Hochstmietenanordnung), derogada luego en 24 de marzo
de 1922. Continúa predominando la idea de control judicial, ya que el Juez es quien
fija el alquiler (Richlmiete).

c) Sistema del coste y del valor de utilización (Gcstehungskosten und Nutzungs-
wert), seguido por la Preisverordnung de 13 de julio de 1923, ya comparable plena-
mente con la técnica de los márgenes.

d) Precio inmovilizado (Stopmiete und cerechte Míete). Es el sistema que utilizó
ya la Ley española de 1785 sobre arriendos rústicos. En Alemania, la Preisstopge6elz,
que prohibía elevar los precios sobre los de 30 de noviembre de 1936.

e) Precio normalizado (Genormte Miele). Es el sistema francés actual de la Ley
de arrendamientos de 1 de septiembre de 1918, imitando la Ley alemana de 15 de
noviembre de 1940. Toma en cuenta la superficie ocupada (Grosse der Wohnflaclie).
con una serie de coeficientes, según situación de la casa, piso, etc. Asi, la Ley fran-
cesa citada, en su art 27, define (da valeur loentive d'un local est égale au produit
de la surface corrigée pour le prix de base du mélre carré». Este precio se deno
mina en la propia Ley «le prix scientifique».

f) Precio ad relationem. Parte de la técnica de congelación de precios, corre-
gida en una serie de adiciones al precio ori sinario, según coeficientes legales. Es el
sistema de la vigente Ley española sobre arrendamientos urbanos.

g) Precio estabilizado, o escala móvil de precios, que en definitiva viene a im-
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no. O bien el establecimiento de impuestos especiales sobre beneficios
extraordinarios y anormales, o bien, por el contrario, la aplicación de
técnicas de tasación. Con ambos procedimientos se elimina la anormali-

plicar una técnica más depurada de la fijación del precio ad relationem para man-
tener el verdadero precio real. Es el adoptado ad etemplum en nuestra vigente I^egis-
lación sobre arrendamientos rústicos. iCfr. sobre osla materia, en Inglaterra, Ley de
7 de junio de 1923; Bélgica, Ley de 7 de marzo de 1029; Holanda, Ley de 31 de
mayo de 1937; Italia, Decreto de 10 de mayo de 1939; Francia, Leyes de 22 de di-
ciembre de 1946, 9 de abril, 30 de agosto, 5 de; septiembre, 28 de noviembre de 1947;
31 de diciembre de 1918, 12 de junio de 1949, 8 de agosto de 1950). En estos casos
se da, además, otro aspecto de expropiación indirecta, por la transformación de un
derecho personal en una situación jurídica real, por las llamadas en el Derecho posi-
tivo español prórroga* forzosas, que más que tales prórrogas de un contrato, conti-
nuadoras del mismo, íuponen lo que la Ley francesa lia denominado con mayor
acierto un mantenimiento de ocupación —mnintien dans les lieux — , resolviéndose así
por vía de intervención legal en el contrato el viejo tema del Derecho personal o real del
arrendamiento, que llega a ser de esle modo una cierta copropiedad quad substantiani
I Miteígenlum quoad substantiaml (Vid., en este sentido, BOHOTHA, Das tfol'nungs-
seijifnlumsgesetz 1949, pág. 15; HARMANN, IVohnungseigenlumspesetz, 1949, en «Neue
Jurislische Wochensclirift», 51, págs. 282 y ss.; HEDEMANN, fFohnungseigentum, en
«Jürislische Rundschau», núin. 51, pág. 226; PERCANDE, Mietpreisbilduung und Miet-
preisüberwachung ¡úr neues Wohnungen, en «IVeue Juristische Wochensclirift», nú-
mero 51, págs. 89 y ss.). Para DIESTER estas técnicas implican una colisión de propie-
dades —Zusamentreffen zweier Eigentumsspharen—, más bien que una copropiedad
económica, ya que los intereses son enfrentados y no paralelos (Wohnungseigenlum
und Dauerwohnrechl, 1951, pág. 14). Para WEITHAKER (Das Wohnungseigentumsgesetz,
en «Juristische Zeitschrift», 1951, págs. 161 y ss.) supone una división funcional de
la propiedad —funktionelle Teilung des Eigentums— (Vid. también PIKALO, Der Wi-
derslreit zwischen ojfentlichem und privalem Interesse im Grundstücksverkvhr, en
«Deutsche Notarzeitschrift», 1952, Heft 6). El mismo criterio se ha seguido univer-
salmente : Gerhard HEIMBOLD, Das Hausmietverliiiltnis ais jaktisches Vertragsverhaltnis,
Masch, Di8. Freiburg, 1947 (Cfr. PLAMOL-BOI.'LANCE.R, Traite élémenlaire de Droit
Civil, 4." ed., 1950, t. II, sobre la transformación por vía legal del métuyage en jer-
niage); HANS, Das Wolinungsbetiirt^chaftungsgesetz, en «Ncue Juristische Wochens-
chrifl», 12 de junio de 1953, pág. 841; en la misma revista, 1953, pág. 857, Dr. BHEETZ-
KE, Der Tatbestand und die Vorausselzungen des Mieterschutzes.

En todos estos sistemas se respeta siempre la competencia judicial. Se trata, en
definitiva, de precios judiciales, como los llama KRIECER (Richtprcise), por cuanto su
protección se abandona a los órganos jurisdiccionales. Junto a ellos, las nuevas téc-
nicas de intervención han ido creando otra serie de sistemas, ya puramente adminis-
trativos, en cuanto administrativamente encuentran su protección (arls. 10 y 12 de
17 de octubre de 1940, arts. 24 y 25 de la O. de 13 de diciembre de 1940, ar's. 13
y 15 de la L. de 25 de noviembre de 1944), y es la propia Administración quien
determina el precio, revisándose éste en su caso, ante órganos administrativos (L. de
30 de noviembre de 1942). Con esta técnica, ya plenamente administrativa, se eli-
minan las dificultades que suscita la doble protección —judicial y administrativa—
de las técnicas anteriores (Cfr. KURT-KLEINHRAM, Zweispuriger Rechtsschutz ais Pro-
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dad del beneficio de especulación o del beneficio absoluto, pero una )
otra tienen distintas consecuencias desde olro punto de vista. Como in-
tablecer esta medida basta simplemente con promulgar la disposición

blem moderner Gesetzgebung, en «Deulscli«: Rechls-Zeilschrift», febrero de 1948, pá-
ginas 46 y ss.).

La diferencia entre los sistemas anteriormente enumerados y estas técnicas nue-
vas radica no sólo en la cuestión de competencia, sino también en el carácter y cuan-
tía de los precios. Estos se lijan, en estos casos, del mismo modo que en el supuesto
de precios en mercado, como dice I'ISCHER-DKSKAU, Mi*', prvisaestnhung fiir neugeschuj-
leñen Wohnraum, en «Die ó'ffentliclie Vcrwaltung», febrero 1951, págs. 67 y ss.:
Cfr. también Dr. HERMANN WANDEHSLKB, Wohmtngsbau l'>50-ül in der Bundesrepublik,
en «Recht, Staal, Wirtscliaft», 3 ." tomo, Dusseldorf, Schwann, 1951, págs. 423 y ss.
PETERS, Preisüberwachung und Preisbildung bei Mielen und Paclilen, en «Der Be-
triebsberaler», año 5, 1950, Heft 3. Vircnzo 1'ORIU, Liniiti e rnetodi nel conlrollo
dei yrezzi, en «Riforma Sociale», Turín, mayo-junio 1934). Pero teniendo en cuenln
que la Administración subvenciona directa (art. 6." de in Ley de 25 de noviembre
de 1944, 33 del Decreto de 8 de septiembre de 1939, I,cy de 19 de abril de 1939,
Decreto de 21 de abril de 1950) o indirectamente a través de préstamos (Ley de 9 de
noviembre de 1939, 27 de diciembre de 1917, art. 8.° de la Ley de 25 de noviembre
de 1939, 27 de diciembre de 1947, Orden de 15 de junio de 1949), exenciones tribu-
tarias (Orden de 26 de julio de 1945, Ley de 25 de junio de 1935), preferencias en
los suministros de materiales intervenidos (Decreto de 18 de junio de 1941 y 5 (1;:
julio de 1945;, el precio de coste, más el beneficio reconocido, es respecto al consu-
midor —inquilino- inferior al mercado, sin que a través de ellos se pretenda
irrogar daño al propietario. Rige aqui el sistema de precio político, a través de finan-
ciación administrativa, fijándose el alquiler según la técnica de los costus, más los
servicios extraordinarios (Ordenes de 27 de noviembre de 1911 y de 27 de noviembre
de 1942), según el coeficiente por superficie ocupada (Ley de 25 de noviembre de 1944,
Reglamento Orden de 31 de marzo de 1948, art. 5." de la Ley de 10 de noviembre
de 1942), dando así por resultado una tasación de tope máximo (Ley de 10 de no-
viembre de 1942j o de rentas máximas (Ley de 25 de noviembre de 1944) inferior al
precio objeto de la cosa. Este sistema es, de otro lado, universal (Cfr. FISCHER,
op. cit. 6obre los Koslen und Bewirtscbaftungskostcnsystem). Según los datos de la
Comisión Económica para Europa de la O. N. U., la aportación del Estado para la
construcción de nuevas viviendas ha supuesto el 43 por 100 de la financiación total
en Alemania Occidental, el 53 por 100 en Dinamarca, el 68 por 100 en Francia, el
78 por 100 en- la Gran bretaña, el 84 por 100 en Holanda, el 80 por 100 en Noruega,
el 37 por 100, en Suecia y el 30 por 100 en Suiza. En Bélgica, la Ley BRUNFAUT de
15 de abril de 1949 hace mención explícita i>l precio político, estableciendo que el
Estado asume, con subvenciones a fondo perdido, el desequilibrio que pueda pro-
ducirse entre la rentabilidad de las inversiones (alquileres a precios políticos) y la
de los costes.

Se conserva, de todos modos, una de las características de la tasación, la de fija-
ción promediada y de antemano del precio, de modo que éste no se calcula caso
por caso, sino de modo general, por el alquiler del promedio (Cfr., además de la
legislación española citada, el Durchscbnittsmiete de la Mietenverordnung alemana,
núm. 48, de 20 de noviembre de 1950). M- FEUNEB y H. FISCHER (Wohnraumsbenirt-
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oportuna. Es ésta la técnica que se ha utilizado en los primeros momen-
tos con el fin de atajar la especulación. Como se dijo en la O. de 15 de
mayo de J931. para «mantener un nivel fijo de precios, atajando los
abusos», ya que «uno de los factores que influyen de un modo ínás de-
cidido en la detracción del consumo de. artículos de primera necesidad
es la creencia general de un aumento de precio que hace considerar la
mejor inversión del dinero, en merca&cías, lo cual produce su revalo-
rización» (91). Sin embargo, no es una técnica definitiva, dentro de la
propia contingencia do la tasación. La Administración se encuentra con
que desconoce el exacto valor que tenían cada uno de los productos en
el momento anterior en el cual se inmovilizan los mismos. Es imposible
comprobar si ha existido infracción y, por tanto, especulación excesiva.

b) Por esta razón, prontamente sustituye a este procedimiento el
de la fijación de precios de modo unilateral por la Administración.
Entre el sistema de congelación de precio y el de fijación discriminada
del precio de cada artículo, se dan una serie de procedimientos inter-
medios de transición. Así la posibilidad, dentro del bloqueo de precios,
de que el particular, productor o distribuidor pueda solicitar de la Admi-
nistración, justificando los motivos, la alteración en su caso singular del
nivel congelado de los precios (92). No obstante, este procedimiento es
largo y dispendioso, ya que es necesario establecer las precisas distin-
ción*^ entre los productos, e incluso depurar al extremo la técnica entre
las distintas localidades o entre mayoristas y minoristas. Este sistema,
sin embargo, es el que prevalece en definitiva en las circunstancias de
tasación. Para los productos industriales es el procedimiento que en In-
glaterra se denomina reasonable price; en Alemania, el genormter Preis
o /Vormnípreis. con margen autorizado (PreisspcmneJ; en lisiados Uni-
dos, el poiver to fix margins; en Francia, de la rente fixée (93), y en Espa-
ña, técnica de los márgenes o de los beneficios autorizados (94). Esta

schaltuneszesetz. Kommentar, Miinchen-Berlin, c. H. BhXK, 19.Í3) hablan en estos
<"a«os de Moqueo de rentas de «expropiaciones materialesi) (F,nlci>;trans; ílurcli woli-
Tinns.untliclio Massnabnien, 8, 1 anm., 5 a-c, op. cil.).

(91) Preámbulo O. M. de 6 de agosto de 1942.
(921 Oír. O. M. de 13 octnbre 1936.
(93) Cfr. DUBERCÉ, op. cil., págs. 15 y ss.
(941 A este sistema, vigente y muy generalizado en la actualidad, responde la

política llamada de márgenes comerciales (D. L. de 8 de febrero de 1952, art. 5.°,
núm. 3), escandallos (0. de 4 de agosto de 1939) o beneficios legítimos (0. de 26 de
junio de 1912), que implica para el productor una ganancia predeterminada. Es el
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sistema francés de la rente fixe (Cfr. Henri LALFFENBURCER, Intervención del Estad»
en la vida económica, Méxicu, Fondo de Cultura, 1945, pág. 241). Argentina ha uti-
lizado también el nombre de márgenes comerciales (márgenes de comercialización)
(Resoluciones del Ministerio de Industria y Comercio), Leyes 12.830 y 13.906. Esta
técnica del margen lícito fue la seguida normalmente en las tasaciones de la Edad
Moderna. Así, decía BOBADIU.A (op. cit., tomo II, pág. 34) que la tasa debía fijarse
«con consideración de justicia y moderada ganancia, sacadas lps costas». La Ley de
Novísima Recopilación (L. 6, tít. 11, libro 7) estimaba esta lícita ganancia en un
quinto (le beneficio (Cfr. MEXÍA, in pragmática pañis, conclusio 4, n.° 24, fol. 71).
Aproximadamente, los márgenes suelen calcularse desde el 4 por 100 del coste total (na-
ranja, art. 6.", O. 21 de octubre de 1939) hasta el 19,75 por 100 (seda, art. 40, O. M. 5
de octubre de 1939, art. 4.°). Este sistema es inaplicable directamente a los produc-
tos agrícolas. Como indica Víctor BORET (Rapport faii par V. BORET, sénateur du
nom de la Commission chargée d'étudier le pro jet de loi relatif aux convenlions
collectives dans l'agricuhure, fjénat, 1937): «Les produils, issus de la collaboration
de sa propriété ou de la ferme loyée du plan de production qui y a été apliqué et
du travail qui a été fourni, ne se vendent presque jamáis suivant la dépense engagée»
(Cfr., además, Karl SCHII.LER, Marktregulierung und Marhtordnung in der Weltagrar-
wirtsclialt, Jena, 19-10) Por esta razón, sólo suele aplicarse la técnica de márgenes a
productos industriales (Cfr., en Francia, Mé'hode de taxalion direote, art. 18 de la
Ley de 21 de octubre de 1940; Alemania, con la distinción de precios fijos,
base y precios directores. En el mismo sistema francés se elieen tres empresas-testigo
(entreprises temoin), cuya contabilidad rectificada (e\cluvendo gastos no necesario»,
excepcionales o temporales) sirve de base para la fijación del precio. Cfr. en España
O. de 5 de febrero de 1943, sobre papel: O. de 31 de enero de 1940, sobre alimen-
tos, etc., etc. Con carácter general, la O. de 4 de. agosto de 1939, O. de 24 de
seplicmbre de 1942, y Circ. de marzo de 1945, regulando el llamado beneficio co-
merciat; O. de 28 de mayo de 1918, sobre alimentos; R. de 17 de julio de 1950,
sobre esparto; Decretos de 31 de julio de 1946 y 29 de diciembre de 1949, sobre
productos importados; O. de 31 de julio de 1050 (alquitrán y derivados), C. de 21 de
julio de 1945 (almonas, etc.), O. de 23 de octubre de 1937 (vino), O. de 10 de octu-
bre de 1942 (tejidos algodón), O. de 24 de mar.?o de 1950 (sulfato amónico), O. de
12 de abril de 1951, Resol, de 28 de octubre de 1950 (siderurgia), C. de 7 de otc.ubre
de 1941, O. de 21 de abril de 1950 (cemento), O. de 31 de diciembre de 1941 (re-
molacha), Circ. de 9 de enero de 1942 (purés), Circ. de 5 de octubre de 1942, Circ. de
15 de febrero de 1947 (pastas para sopa), Acuerdo de 1942, Circ. 4 de agosto de 1950,
O. de 5 de febrero de 1943, y Circ. 2 de julio de 1953 (pan), O. de 21 de octubre
de 1939 (naranja), O. de 13 de junio de 1942 (materiales construcción), O. de 24 de
febrero de 1942, O. de 20 de julio de 1950 (madera), O. de 15 de octubre de 1942
(leñas-carbón), Circ. 30 de octubre de 1941 (leche en polvo), O. de 31 de diciem-
bre de 1949 y Circ. de 2 de febrero de 1930 (leche condensada), O. de 30 de no-
viembre de 1939 llana), Circ. de 18 de diciembre de 10-12, Circ. de 13 de agosto
de 1951 (harina.i, O. de 25 de abril &<-. de 1945 (eslaño), Resol. 17 julio 1950 (espar-
to), Circ. 17 mayo 1944 (drogas y productos químicos), O. 7 febrero 1945 y Resol. 11
sbril 1951 cobre), O. 13 mayo 1942 (conservas pescado), O. 31 enero 1940 (cerdo),
O. 22 septiembre 1941 arroz), Circ. 4 agosto 1950 (azúcar), Resol. 1 agosto 1950 (azu-
fre), Circ. 22 julio 1942 (boniatos), O. 1 febrero 1950 y Cir«. 10 febrero 1950 (calza-
dos), Circ. 31 julio 1951 (almendra y avellana). Sobre la técnica general de escan-
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técnica recibe, además, otros nombres : beneficio del almacenista distri-
buidor (95), margen de beneficio industrial (96). márgenes imprevis-
tos (97), beneficios de los distribuidores (98), beneficio del fundi-
dor (99), margen de intermediario, márgenes de. transformador (10U),
dallos, vid. Cin-. 265 de la Comisaría General de Abastecimientos, como casos espe-
ciales, la Cirr. de 25 de junio de 1918 indica con carácter especial que el precio
de lasa deberá calcularse sumando el coste de lo? materiales, mano de obra directa
•:t> ncargas sociales, gastos peñérales y beneficios nórmale?. La O. C. de 31 de mayo
de i9;8 se refiere en su caso al margen comercial. Las 0 0 . MM. de 22 de octubre
de 1(>36 y 23 de julio de 1939 siguen el criterio de fijar el precio definitivo, sumando
el precio base, portes y almacenaje, descaraa, carga, acarreos, apilado, gasto del
vendedor mayorista, «asios del revendedor detallista, recursos y bonific aciones i pre-
cios de abonosi. La O. do 22 de septiembre de 1911 ordena fijsir precio de productor
mayorista y detallista, así como para subproductos. La O. de 31 de enero de 1940
suma precio base de producción de castos de transporte, iinpu**!os. semnos, merina»
y beneficio industrial. La Circ. de 14 de octubre de 1912 calcula el precio sumando
el precio base, impuestos, gastos de transarte, beneficio? comercialets, cáelos de al-
macenistas, mermas y depreciaciones. La 0. de 2!! de julio de 1939 suma gastos de
gestión, anticipos, castos varios y beneficios de mayoristas y detallistas. Dado que
la intervención lia sido y continúa siendo general, no se lia seguido el sistema de
empresas testigo ni la técnica de los promedios, sino simplemente se calculan los
gastos según los precios tasados. La O. M. de 21 de mar/o de 1950 (art. 1.», letra b)
prohibe la acumulación de los marcenes coinercinles IM>IHT precio sulfato amónico).
Sobre el problema que se alude en el le\lo de las mercancías compuestas, a efectos
de fijación del mareen, Cfr. C. de la Comisaria de .Abastecimientos núm. 259
(Cfr. FUENTES IKLROZQJI, Abastecimientos, tasas y transportes. Madrid, 1942, pági-
nas 161 y ss., y J. BLLDA FILIIO, Subsidio a delerminuqao da margen de lucro, en «Di-
vulgaba» cooperativista», núm. 36, pág. 4, Río .(aneiro, octubre 1952). Sobre el pro-
blema económico de los márgenes en el mercado libre, cfr. F. Li'Nuv. Agricultural
Markeling, Me. Graw-Hill Book Company, Inc. \ueva York, 1951, tít. III.

Sobre el precio fijado pueden aplicarse coeficientes de corrección según lugares
ÍO. M. de 30 de enero de 1939, art. 4.°), y como solución alternativa, la fijación
de precios discriminados según zonas de producción (Circ. 29 de noviembre de 1940,
D. de 5 de noviembre de 1910, O. de 9 de noviembre de 19-10, Circ. de 13 de diciem-
bre de 1940). La fijación del precio de tasa puede obedecer, sin embargo, a otras mo-
tivaciones; así sucede con las tarifa? máximas en hoteles y pensiones, basadas en
consideraciones turísticas de fomento y protección al viajero, que conducen a la cali-
ficación de estos precios como públicos en el sentido de EINAI:DI. Cír. COTTIKR, Seue
fFege der staatlichen Forderung des Fremdenterkehrs, Ein Gegenwarts-und Zukunfts-
probleme des schiceizerischen Fremdenverkehrs; Dr. L. KRAPF, Die Intervention des
Blindes im schweizerischen Fremdenverkehr, Berna, 1953- en España, Circ. 11 ¡fgos
to 1950, Cire. 30 diciembre 1942.

(95) Circ. 10 octubre 1950 (patata de siembra).
(96) O. de 21 de enero de 1939, art. 6." maíz).
(97) O. de 26 de julio de 1950 (hulla).
(98) O. de 20 de abril de 1939 (hilo sisal), art. 3.»
(99) O. de 12 de mayo de 1942 (estaño).
(100) Resol. 10 julio de 1950 (cobre), 27 febrero 1951 y 9 agosto 1950. En eslos ca-
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beneficio metalúrgico (101), márgenes de molí u ración (102), etcé-
tera. En este sistema el precio justo se calcula de modo que remunere
suficientemente al productor y evite a] mismo tiempo las especulacio-
nes excesivas. Kn este sentido, la técnica de los márgenes supone ]a
fijación del precio de tasa, englobado y teniendo en cuenta «un legítimo
beneñcio al productor» (103), «un precio remunerador» (104), «un pru-
dente beneficio» (105), «que represente el necesario estímulo para el
productor, con la seguridad de garantizarle un margen conveniente de
beneficios» (106), a fin de que «se traduzca en un incremento de la pro-
ducción» (107). El margen puede fijarse para la venta al público con re-
trocesión de márgenes a los mayoristas —sistema de los descuentos mí-
nimos— (108), o dejando a la libertad negocial entre éstos y los deta-

sos se distingue un triple porcentaje de beneficios, los márgenes de transformación,
los beneficios comerciales y los márgenes comerciales, según las fases de producción-
distribución.

(101) O. de 31 de octubre de 1941 (cobre).
(102) Circ. de 6 de agosto de 1951 (cereales, legumbres). La Circ. de 17 de

junio de 1950, art. 78, distinguía: co«tes de mollurarión, beneficio líquido y bene-
ficio comercial (cereales, legumbres).

(103) O. de 12 de septiembre de 1939.
(104) O. de 29 de septiembre de 19-10, O. de 2 Ode septiembre de 1939, O. de

15 de enero de 1941 > O. de 12 de marzo de l°40.
(105) O. de 3 de agosto de 1939.
(106) O. de 17 de marzo de 1942.
(107) O. de 12 de marzo de 1940.
(108) Cfr. sobre el sistema de los descuentos mínimos, O. de 31 de octubre de

1939 (aguas embotelladas), O. de 30 de noviembre de 1939 (alpargatas), O. de 21 de
noviembre de 1939 (aluminio), O. de 31 de octubre de 1939 (artículos de hierro),
Circ. de 14 de octubre de 1942, Circ. de 3 de octubre de 1941 (bicicletas), O. de
24 de octubre de 1939 (brocas), Circ. de 14 de octubre de I9i2 (ciruelas), O. de 4 de
agosto de 1939, O. de 31 de octubre de 1939 (colas y gelatinas), Circ. de 23 de no-
viembre de 1942 (conductores de electricidad aislada), O. de 24 de diciembre de 1942
(conservas vegetales en barriles de madera), O. de 30 de noviembre de 1939 y O. de
13 de mayo de 1942 (conservas vegetales), O. de 31 de julio de 1911 (conservas de
pescado), O. de 5 de agosto de 1941 (dulce de membrillo), Resol. 10 enero 1942 (ja-
bón de afeitar), O. dt 26 de diciembre de 1941 (lámparas eléctricas), O. de 31 de
jetubre de 1939 (llaves para tuercas), O. de 26 de octubre de 1939 (roseas), Circ. ft<
14 de octubre de 1942 (neumáticos), O. de 6 de junio de 1942 (papell, O. de 24 de
abril de 1944 (tintes y cremas calzados).

El sistema de los descuentos mínimos ha sido sus! i luido en la actualidad por la
discriminación de los márgenes de mayoristas, almaceni3ins y detallistas. Así, siguien-
do esa técnica de discriminación, Circ. 15 de octubre de 1945 y Circ. 28 noviembre
de 1945 (aceite), Circ. 8 abril 1942 (aceite de coco), O. de 5 de febrero de 1943
(arroz), Circ. 10 enero (azúcar estuchada), O. 30 noviembre 1939 (azúcar cortadillo),
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Justas (109), la fijación del margen, o bien márgenes en cada etapa, o
márgenes específicos. El primer sistema, esto es, la retrocesión de los
márgenes, se utilizó por primera vez en Canadá, en la última guerra

O. de 5 noviembre 1942 (bicicletas), O. 9 abril 1942 (calzado), Circ. 15 octubre 1945,
Circ. 21 agosto 1951 (carne), Resol. 30 diciembre 1941! (confecciones de algodón),
Circ. 22 abril 1944 (conservas), O. le 10 marzo 194+ (chocolate), Circ 13 noviembre
1942, O. 26 febrero 1942 (chocolate especial), O. 4 marzo 1944 (dulce de frutas),
O. 29 marzo 1946 (estaño), O. 12 junio 1942 (foiesras), Circ. 19 octubre 1942 (ga-
rrofa), O. 19 diciembre 1942 (glicerinai. O. 5 febrero 1943 (hilados de nlgodón), O. 28
enero 1911 (jabón), Circ. 25 mayo 1945 (leche condensada), O. 25 noviembre 1942
(lejía), O. 25 mayo 1945 (malta), O. SO septiembre 1942 (pasa), Circ. 23 julio 1945
(patata), O. 29 septiembre 1942 (plomo), O. 23 diciembre 1942 (siderurgia). Circ. 4
julio 1912 (tripas), Circ. 14 diciembre 1912, Circ 14 septiembre 1942 (juca), O. 13
mayo 1942 (zumaque).

(109) As! sucede cuando el margen comercial no opera externamente, sino que
es tenido en cuenli de modo interno, limitándose la norma a establecer un prcio
de lasa único, sin esclarecer el sistema por el que tal pre..io ha sido calculado. La
mayor parte de las disposiciones de tasación siguen este sistema. Así, la O. de 22
octubre 1936, O. 4 aposto 1950 (abonos), Circ. 31 marzo 1944, O. 14 septiembre 1915,
O. 10 noviembre 1941, Circ. 13 noviembre 1911, O. 10 noviembre 1938, Circ. 5 mayo
1914. O. 15 octubre 1950, O. 4 enero 1950, Circ. 21 enero 1950. Circ. 3 enero 1946,
O. 9 noviembre 1940 (aceite), O. 4 febrero 1943, O. 13 mayo 1942 (aceite de almen-
dral, O. 6 noviembre 1945, O. 16 septiembre 1938, O. 23 octubre 1937 (aceituna),
O. 26 septiembre 1941 (aceituna aderezada), Circ. 3 mavo 1912 (acero), O. 30 octu-
bre 1945 (alcohol), O. 10 enero 1946, O. 31 enero 1950, O. 8 julio 1942, O. 28 otcubre
1940, O. 20 noviembre 1939, O. 14 noviembre 1939, D. 5 enero 1939, O. 11 marzo
1937, O. 27 diciembre 1945, O. 24 enero 1945, O. 12 diciembre 1938, O. 15 abril 1939,
O. 23 diciembre 1941 (algodón), Acuerdo 31 diciembre 1952 (algodón bruto en Ma-
rruecos), O. 21 enero 1944 (algodón bruto), O. 19 auosto 1910, Circ. 17 diciembre
1950, O. 31 julio 1950 (almendra y avellana), O. 1 abril 1946, O. 12 septiembre 1939
(alubias*, O. 20 junio 1942 (arcilla refractaria). O. 4 agosto 1945, Circ. 14 agosto
1945, Circ. 18 agosto 1951 (arroz), O. 8 mayo 1944, O. 27 enero 1945, O. 24 diciem-
bre 1942, O. 16 enero 1933, O. 31 diciembre 19!3, O. 10 enero 1916, O. 16 enero
1946, O. 26 diciembre 1950, O. 14 septiembre 1939, O. 24 noviembre 1939, O. 20 octu-
1939, O. 16 octubre 1940 (azúcar). O. 12 febrero 1942, O. 7 febrero 1945 (azufre),
O. 27 septiembre 1910 (bellota), O. 16 octubre 1940 (bicicleta'!), O. 30 olelubre 1942
(cacahuetes de Guineal, O. 28 enero 1941, O. 7 febrero 1041, Circ. 4 enero 1946, O. 21
marzo 1950 (cacao), O. 25 abril 1944, O. 29 marzo 1950 (café de Guinea). Circ. 31
enero 1944, O. 9 agosto 1940, O. 8 octubre 1910 (calzado), O. 10 marzo 1950, O. 30
octubre 1945 (caña azúcar), O. 22 noviembre 1915 (cáñamo), O. 6 junio 1950, O. 27
abril 1940, I). 10 agosto 1950, Circ. 21 agosto 1950, O. 9 enero 1946 (carbón), O. 28
septiembre 1942 (carnazas), O. 31 octubre 1941, O. V\ diciembre 1945, O. 31 diciem-
bre 1940, O. 31 octubre 1941, O. 29 diciembre J°45, O. 31 diciembre 1940, O. 16 di-
ciembre 1950, Circ 9 septiembre 1950, Circ. 29 octubre 1012, Circ. 21 mayo 1950,
O. 18 febrero 1950, Circ. 25 marzo 1950, Circ. 21 mayo 1912, Circ. 27 febrero 1942,
O. 19 junio 1940, O. 18 marzo 1940, O. 30 septiembre 1939 (carne), Circ. 26 octubre
1942, O. 1941, Circ. 19 octubre 1912, Circ. 2 acostó 1950, O. 4 enero 1941, O. 15
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mundial, bajo el nombre de rolling back the squeeze. Puede asimismo
existir la técnica de fijación administrativa del margen comercial, pero
quedando libre el precio base (110), o viceversa, margen libre con pre-
cio tasado en la base (111) o en la venta al público (112), de tal modo,
que queda libre la retrocesión de márgenes. Puede, de otro lado, deter-
minarse el margen por empresas-tipo o por cálculo, según modelo, o
por target cost si el resto de materias primas está también tasado, dán-

diciembrc 1937 (cerdo), D. 28 abril 1950, O. 27 octubre 1039, O. 5 agosto 1939,
D. 10 agosto 1950, D. 13 mayo 1953, Circ. 2 julio 1953, D. 11 septiembre 1945,
Circ. 12 junio 1945, O. 6 octubre 1944 (conservas de pescado), O. 30 noviembre 1939,
O. 22 diciembre 1939 (conservas vegetales), O. 30 junio 1938, O. 15 julio 1938, O. 27
octubre 1942 (corcho), O. 7 enero 1941 (cuajo), O. 1 febrero 1950, O. 18 febrero
1950 (cueros), O. 4 enero 1940 (desperdicios papel), O. 19 junio 1940 (despojos re-
ses), O. 31 octubre 1945, O. 8 noviembre 1945-, O. 10 diciembre 1945 (envases na
ranjas), Res. 28 octubre 1950 (esparto para usos agrícolas), O. 18 abril 1941 (esparlo
papelero), O. 7 abril 1938 (estaño), Circ. 17 marzo 19Í2 (estearina), O. 6 junio 1940
(galletas), O. octubre 1941 (girasol), O. 22 febrero 19)1, O. 28 julio 1941 (glándulas
animales para opoterapia), O. 17 febrero 1941, O. 5 febrero 1941 (glicerina, jabón,
ácidos)', Circ. 30 octubre 1941 (guantes), O. 23 mam» 1946 (habas), Circ. 20 julio
1950 (harina pan), O. 16 mayo 1938 (hilo sisal), O. 27 enero 1941, O. 12 marzo 1940
(jabón), O. 17 junio 1941, O. 15 julio 1940, O. 28 junio 1940, O. 19 junio 1940,
O. 22 julio 1939. O. 4 agosto 1939 (carne), Acuerdo 1 septiembre 1941 (leche), O. 22
mayo 1945, O. 11 mayo 1944 (leche condensada), Circ. 21 julio 1945, O. 10 agosto
1939 (legumbres), Acuerdo 26 enero 1945 (lejías), O. 6 enero 1950 (leñas y carbo-
nes), O. 1 agosto 1941, O. 2 julio 1941, Circ. 21 julio 1950, Circ. 25 octubre 1950
(madera), O. 18 marzo 1946, O. 27 julio 1938, O. 3 agosto 1939 (maíz), O. 23 abril
1940 (material sanitario), O. 24 febrero 1910 (metalurgia), O. 9 diciembre 1938 (na-
ranjas), O. 23 julio 1941 (operaciones en industria textil lanera), O. 21 enero 1942,
O. 16 abril 1945 (orujos), O. 30 noviembre 1939, O. 26 enero 1953 (papel), O. 19
septiembre 1942, O. 7 abril 1945, O. 26 enero 1944, Circ. 10 septiembre 194S, Circ. 25
marzo 1945, Circ. 30 junio 1945, Circ. 24 noviembre 1942 (patatas), O. 5 mayo 1937
(pieles), O. 28 agosto 1939 (piensos). O. 13 octubre 195, O. 31 octubre 1942, O. 24
octubre 1938 (pimentón), O. 23 abril 1940 (pinturas). O. 20 julio 1950, O. 6 mayo
1947 (piritas), O. 23 julio 1941, O. 16 octubre 19)1 (plomo), Circ. 14 diciembre 1942
(preparados de harinas), Resol. 27 febrero 1945 (productos destilados de la madera),
O. 30 noviembre 1940 (productos farmacéuticos), O. 21 agosto 1945 (productos de
la resina), O. 15 enero (pulpa), O. 15 julio 1912 (queso), 6 . 17 febrero 1953, O. 13
marzo 1950, O. 3 febrero 1945, O. 29 enero 1937, O. 3 diciembre 1938 (remolacha!,
O. 1 agosto 1939 (sacos), O. 28 octubre 1911 (salí, O. 3 febiero 1944, O. 23 marzo
1944, Ó. 28 marzo 1953, O. 30 marzo 1950, O. 19 febrero 1946, O. 12 marzo 1940,
O. 15 enero 1941.

(110) Cfr., en «Information et Documentaron», Prix salaries el pouvoir d'achaí,
16 actubre 1948, págs. y ss.

(111) Resol. 10 noviembre 1951 (géneros de punto).
(112) Resol. 19 septiembre 1951 (modificación R. de 31 julio 1951) (lana), O. 18

febrero 1953 (abonos nitrogenados).
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dose también el caso de márgenes complejos, por promedio de las mer-

cancías que componen el producto final, etc. Como se ve, la técnica ge-

nérica de los márgenes ofrece una gama indefinida de modalidades. De

otro lado, esta técnica de los márgenes puede suponer, o bien un precio

igual en la venta, o bien un precio discriminado, según localidades, de-

jándose a los organismos provinciales (113) o a los mismos centrales (114)

la facultad de alterar el precio fijado, teniendo en cuenta costes de trans-

portes (115), si bien normalmente sólo alcanza esta facultad delegada o

a la proposición de márgenes diferentes o a la disminución local de los

márgenes generales (116). Esta técnica de precios diferentes, según lo-

calidades, implica un difícil control, y por ello, y para evitar desigual-

dades perturbadoras en el régimen de productos (117), esta técnica deja

paso prontamente al procedimiento del precio unificado.

c) Un sistema intermedio entre los dos expuestos es el de fijar un

precio justo, pero ad relationem, bien respecto a una fecha, aumentan-

do los precios por porcentajes a partir de la misma, o bien respecto

al mismo precio base (118).

(113) Secciones Agronómicas (0. 20 abril 1939) (hilo sisal, art. 3.°). Juntas de
Precios (Circ. 5 enero 1942), «la misión de esta Junta consistía en estudiar y propo-
ner a la Comisaría General el precio justo y úni'O que haya de regir en toda la
provincia, al público, para aquellos artículo? en que por una disposición ministe-
rial o de la Comisaría General se les señale un precio base. En cuanto a los már-
genes comerciales de mayoristas y detallistas, propondrá también la Junta los justos,
hasta que la Comisaría determinare los generales » En cuanto al funcionamiento de
las Juntas, vid. Circ. 10 octubre 1942, que arlan; la Circ. 27 de agosto 1912.

(114) O. Circ. de R de enero 1911 (modificando el art. 90 de septiembre de 1940)
(Comisaría General de Abastecimientos y Transportes).

(113) Circ. de 14 octubre 1942, O. 21 septiembre 1912.
(116^ Circ. 12 marzo 1945.
(117) Así, la O. de 19 marzo 1940: «la unificación de precios permite la propor-

cionalidad debida en el consumo provincial, evitando desigualdades que originan per-
turbaciones en el régimen de la producción que «trsvían la orientación económica
del Estado y causan, con un aparente beneficio a una población consumidora, noto-
rio perjuicio a otra».

(118) Cfr. estos actos administrativos: Oreste RANELI.ETTI, Teoría desgli allí uniniL-
nistrativi speciali, 7.» ed., Milán, Giuffré, 1945, págs. 2 y 3. Cfr. O. de i febrero 194-3
sobre precio de venta de objetos usados, y O. Circ. de 21 abril 1942. Todas las téc-
nicas de tasación están ligadas entre sí. En este sentido, por ejemplo, la O. M. de
25 agosto 1949 y la O. 6 junio 1933, que establecen un precio máximo —precio
base — sobre el cual, en función de calidad (es decir, ad relntionem) comparativa, se
aplican una serie de coeficientes regresivos. La técnica del bloqueo de los precios
sigue muchas veces este sistema, congelando los precio» antiguos, con un porcentaje
de aumento. Así, en Francia, los Decretos RI.UM de enero y marzo de 1947, bloquean-
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La técnica del precio tasado ad reiationem puede obedecer bien a
una técnica autónoma (precios de artículos usados), bien a un procedi-
miento accesorio de la técnica de bloqueo de precios. Y en este caso, a
su vez, puede servir de nivel de precios, por haberse tomado como base
del bloqueo una fecha lejana, o bien como correctivo permanente del
precio bloqueado (alquileres urbanos).

d) Parecida al precio ad reiationem es la técnica de los precios
vinculados. Puede englobarse bajo este criterio el señalado en el De-
creto de 10 de julio de 1953 para el trueque de semillas por grano. El
Estado se compromete a vender materias primas a los productores a

do los precios al nivel de 31 de diciembre de 1946, más un porcentaje del 10 por 100.
De olro lado, la lijación ad reiationem del preoio no sólo se utiliza para permitir
aumentos procentuales sobre los precios antiguos congelados, sino también, cuando
la política de tasación se establece en el 6oom de la inflación, para establecer los
precios raon relación procentual sobre los vizentes. Así, la ley belga VAN ACKKK de
17 de mayo de 1946, que ordenó una baja coactiva del 10 por 100 del precio vigente
al promulgarse la Ley. La política de divisas implica seguir también, en definitiva,
este criterio. Cfr. Paul EINZIC, Exchange Control. London, MCMILLAX, y Simón
CANO, La política de cambios múltiples, en la «Revista de Economía Aplicada», mar-
zo 1950. págs. 3 y ss., y las Becesidades de la postguerra y el abastecimiento de pro-
ductos básicos han exigido en todas partes una política de control de las divisas
CANO califica a la discriminación de cambios un gravamen diferencial. Si la relación
real de intercambio es superior al valor oficial de las divisa?, se verifica así, económi-
camente al menos, una expropiación do valor para \at exportaciones. Prueba de ello
es la necesidad de medidas compensadoras de la pérdida (cuentas en compensación,
disponibilidad libre en parte de las divisas producidas, etc.). Esta última técnica
compensadora, la open general licence británica, ¡os bono-dólar holandeses, las re-
servas libres alemanas, el porcentaje de disponibilidad francés, es efectivamente una
indemnización en nalura que no obedece tamo a la; exigencia» de mantener el equi-
librio económico del particular exportador (es decir, a ln propia idea del justum
pretium), como a un criterio de eficiencia, de no anular los incentivo? do inversión
de un campo, que es considerado necesario. Otras medidas de compensación muy
generalizadas son las primas de exportación. De todos modos, es de tener en cuenta que
tampoco la valuta en mercado libre implica el verdadero precio según la relación de
intercambio, sino que supone, como ha dicho F. W. MAYF.R. una supcrvaloración •—líber-
wertung—. Francisco de CÍRDENAS (Ensayo sobre la historia dr. la propiedad territorial
en España, Madrid, s. f., lomo II, pág. 232), decía respecto al carácter expropiatorio de
este control: «La regalía de acuñar moneda y señalar su valor pertenece únicamente
al soberano; pero si éste usa de ella arbitrariamente, puede producir, y lia produ-
cido en ocasiones, una verdadera expropiación de dominio. Cuando se atribuya a
la moneda un valor superior al que corresponde a su peso y ley, todos los que tie-
nen derecho a percibir una suma de dinero se encuentran, por el mismo hecho, ex-
propiados de una parte de su fortuna igual a la dif<;icncia que haya entre el antiguo
y el nuevo numerario.» Es necesario distinguir claramente estos casos de control de
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precios que están en relación con el precio fijado por este productor para
la venta de sus mercancías.

e) Cuando la tensión de la escasez y, por lanío, de la intervención
económica se afloja, entra en juego una técnica de transición, la deno-
minada en el sistema administrativo español la técnica de los precios re-
gistrados que fijan los particulares y homologa la Administración. A su
vez, este acto de homologación puede ser, o declarativo meramente, o
constitutivo, según que la Administración ienga o no facultades discre-
cionales para aprobar o desaprobar los precios propuestos. En todo caso,
la técnica de los precios registrados implica el compromiso de los par-
ticulares que soliciten su homologación, de no alterarlos en cierto pe-
ríodo de tiempo (119).

}) Por último, como etapa fiiiiil de transición hacia la libertad total
de los precios, se suele utilizar el sistema denominado de libertad vigi-
lada, que implica una libertad del precio, pero con la restricción de
un control administrativo sobre su cuantía, ya que se obliga a que los
precios libremente fijados sean moderados.

g) A distintas perspectivas que la emergente de una escasez circuns-
tancial obedecen los llamados precios políticos, cuya importancia exige
un estudio analítico más detenido (120). ^

divisas, de las alteraciones en el valor He la moneda, aun cuando esta? ultimas sean
producidas directamente por la Administración. En el primer caso, el daño es corre-
lativo a un beneficio cvaluable en su totalidad, y su técnica correctora es de Dere-
cho civil (cláusula rebus sic stantibus).

Í119i Sobre la técnica de precios registrado*, cfr., por ejemplo, entre la abun-
dante legislación, la O. M. de 16 de abril de 1948 «obre conservas de pescado. Los
precios no podrán alterarse en un mes. Se prevé la vuelta al régimen de tasa «si la
libertad no produjese beneficiosos resultados». Técnica paralela es la llamada veri-
ficación de. precios (O. 20 marzo 1940).

(120) La técnica de precios políticos, inferiores al costo real, implica el que-
branto más fuerte al principio de rostes mercantiles. Estos casos son, sin embargo,
reducibles a la técnica de fijación del coste, según márgenes comerciales mesura-
dos, en lo que afecta a la empresa. Por el contrario, en lo afecta al público, son
efectivamente precios por debajo del coste real. El dicnlnge económico entre el pre-
cio para el público y precio para la empresa se llena normalmente a través de la
política de subvenciones administrativas. Esta subvención juega el papel do una
efectiva indemnización por expropiación del justo precio, expropiación que tiene
en último término una función de redistribución de rentas, en protección de los
usuarios, cuando éstos pertenecen a clases económicas dianas de tutela. Cfr. Juan
BOULOIS, Essai sur lr¡ politique des subventions administrativos, París, Colín, 1951;
y el mismo Contribution ü l'étude de Vadministrador! au moyen de subventions, en
la «Revue Internationale des Sciences Administratives», 1952, pág. 321: en Li misma
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h) La fijación de precios base máximos y mínimos tiene la doble
finalidad de ser un soporte de precios respecto al productor y una ga-
rantía de no especulación, frente al consumidor, partiendo así de la na-
turaleza de los precios políticos y de la tasación en sentido estricto. A
este criterio obedecieron, por ejemplo, los acuerdos internacionales sobre
el trigo, firmados en Washington el 5 de marzo de 1918, y el R. D. de
16 de septiembre de 1913, fijando para el trigo una tasa mínima esca-
lonada y una tasa máxima.

13.—Leyes de delegación y exclusión de control jurisdiccional.

Las tasaciones, y ello ,es una característica que distingue la categoría
de la policía administrativa, necesitan, al igual que las transferencias coac-
tivas, de una norma de rango legal que las autorice. Normalmente, como
es característica en la intervención económica, las normas revisten el
carácter de leyes de delegación, es decir, el acto-regla administrativo
que tase unos determinados productos no es emanado en virtud de cláu-
sula de autorización, sino que arranca su fuerza y su valor formal de
una Ley de delegación, alcanzando la misma eficiencia la norma dele-
gada que la delegante. Este sistema se ha seguido normalmente por la
tendencia de eliminar de revisión jurisdiccional los actos administrati-
vos de control económico, y en este sentido puede citarse la Ley de Sub-
sistencias de 1916, en España, y las Leyes de autorizaciones de 27 de
febrero y 9 de junio de 1935. Parece preferible, sin embargo, el sistema
utilizado en España por la Ley de 18 de mar/o de 1944, de excluir ya
directamente este acceso a los Tribunales, soslayando así el problema de
las Leyes delegadas (121).

revista, E. P. SEEIDRAYERS, Considérntion sur la subrention budgétnirc comme une
mode de gestión administrative. En alguna decisión aislada, el Tribunal Supremo
implícitamente si^ue este mismo criterio de considerar la subvención administrativa
conectada a los precios políticos como una forma de indemnización y no como una
liberalidad graciosa (S. 30 septiembre 1911, 5 abril 1916, 26 marzo 1924, 9 noviem-
bre 1904 y 18 octubre 1910), si bien la base positiva del Supremo es la idea del non
venire contra factum. propium. Vid., sobre todo el problema de los precios políti-
cos, mi artículo publicado en la REVISTA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, núm. 14, 1954.

(121) En Alemania se ha planteado ya el problema de si efectivamente en estos
CB6OS be trata o no de leyes delegadas. Cfr. HEINS STMON, Zur Rechtsgülligkeit der
Verordnung P. R. n.> 75/52, en «Deutsche? Verwaltungsblatl», 1 abril 1953, páei-
nas 198 y ss. Igualmente se há discutido la validez de la Mietpreisreehtsgeselz de
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14.—El principio de expansión de la tasación.

En materia de tasación rige, además, un principio económico que

tiene una consecuencia administrativa inmediata : el principio 'le expan-

sión de la tasación; como se ha indicado, la taxation appclle la laxa-

tion. Económicamente, el principio tiene una clara justificación. Si se

quiere conservar la eficiencia de una tasación, es necesario regular no

solamente el producto que directamente se pretende tasar, sino también

todas aquellas materias sustitutivas, derivadas o que actúan de materias

primas respecto al producto tasado. Y, a su vez, el principio contrario :

si las materias primas indispensables para la producción de un bien

determinado están intervenidas, es necesario, por vía de consecuencia,

intervenir la distribución de este, producto. El preámbulo de la Orden

de 26 de junio de 1942 da un claro ejemplo de este principio : «Las

dificultades de aprovisionamiento de carbón —elemento esencialísimo—,

de envase, de transporte, elevación de jornales y cargas sociales, obli-

!¡an a una directa intervención del Estado, para procurar sostener la

29-11-1951 (Cfr. BETTERMANN. «Juristen Zeitung», 39.Í2, pág. 65; KIEPERSAUER, en la
«.Neue Juristisclie Wochenschrift», 1952, pág. 245: HAMMAN, en el «Deutsche Oeffentlkhe
Verwaltung», pág. 747; en la misma revista, HUSLEITKR. 1952. pág. 750, en sentido
negativo: y afirmando su valor jurídico y FU validez, Hi'lHRTH, en la «Neue Juris-
tisilie Wochenschrift», 1952, pág. 957. En el caso de la tasación de precios, BETTER-
MANN y HAMMAN han afirmado el carácter de gfísetzvenretpnde Verordnunj:, es decir,
de Ley delegada. Se trata en este caso de un problema muy positivo, de interpreta-
ción le:ial. Solamente me interesa destacar que, para solucionar la cuestión de vali-
dez formal y ejeculoriedad indiscutible del control económico, es preferible contem-
plar el problema directamente, como se ha hecho con el sistema español; que con
todas la? críticas que puedan formularse contra la ampliación de lo que los franceses
llamaron agudamente «El paraíso de los netos de gobierno», ha evitado que pueda
frustrarse toda una política social de control económico.

Por muy clara que sea, en efecto, la redacción de la cláusula delegación, puede
luego a través de posibles interpretaciones frustrarse Ja finaüdad perseguida. Es pre
ferible, por ello, el sistema español, al socaire d<; la calificación de estas medidas
como «política económica» ínorma II, Oiré 10 diciembre 1948, ad exemplumj.
Cfr., sobre el problema de la discrecionalidad en la fijación de los precios, Oskar
RIÍPP, Preisrecht und Ermessensjreilieit. en «Die Oeffentlirlie Verwallung», julio 3951,
pág. 8">0, que indica que esta discrecionalidad debe calificarse de discrecionalidad
estitmtiva o vinculada —pjliclitnúissipes Hrmessen — . Contra el acto administrativo
de tasación sólo cabe una súplica de revisión, por el principio general de control
administrativo —Oienstaujsichtsbesclitierde— . Es también significativo resallar cómo
en materia de sanciones tampoco rige en estos casos el principio de prohibición de
la re/ormutio in /icjut> íefr. art. 2.°, D. 15 diciembre 1950).
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producción de cemento al ritmo más elevado posible, asegurar los sumi-
nistros a los trabajos más necesarios, sin desatender en lo posible los
de manifiesta utilidad, pero que no sean de imperiosa necesidad, y al
mismo tiempo, asegurar un legítimo beneficio a los industriales.» La
Orden de 5 de octubre de 1945 reitera el [principio en su preámbulo:
«En la crisis de producción que origina la escasez de materias primas
fundamentales se considera que son elementos básicos el carbón y la
energía eléctrica. Ligadas entre sí estas dos producciones, lo están a su
vez con las del acero, cemento y «ras, como más características, y a tra-
vés de ellas, con todas las industrias de transformación y construcción,
así como las de transporte. El grado económico de sustitución o de com-
plementariedad debe indicar al mismo tiempo el srado de tasación con-
junta o aislada.» El principio administrativo de la proporcionalidad en-
cuentra, de este modo, su concreción matemática. La regla económica
de la expansión tiene así su traducción al campo de la actividad admi-
nistrativa.

El principio de generalidad de la tasación no implica técnica moder-
na. BOERIUS (122) decía ya : qui certo et legitimo pretio tenetur nequit
venditione illud excederé, quam vis aliud sit frumentum, alíud pañis, aut
fariña. El quebranto de la tasa por razón de productos ligados al tasa-
do se calificaba de jrans de, re. ad rem (123) y recibía por ello la sanción
penal. Tal procedimiento implicaba, a todas luces, una injusticia, por
cuanto la aplicación extensiva suponía tanto como valorar igual las prime-
ras materias cpie los productos manufacturados con las mismas. Por esta
razón, las técnicas de tasación modernas se limitan a extender el pro-
cedimiento de tasación y no la tasa misma. Este principio económico
encuentra su aolicación en las técnicas de tasación de precios seguidas
en los últimos veinte años, así como en los procedimientos para la fija-
ción del justo precio en cada uno de los producios intervenidos, verifi-
cada en atención a aquellos otros suplementarios, constitutivos o indis-
pensables para la producción del mismo. Si un grupo ríe productos están

(122) BOERILS, decissione 177, n.» 5; BALDO (d. 1, non duluuni, n.° 10, D. de
legibus): «Prohibíais venderé frumentum extra territorium, non potest venderé fari-
nan aut panem.»

Esta identificación de la tasa con la prohibición fue cabalmente la causa de que
se llegara lógicamente a la injusticia do que se habla en el texto.

(123) Ignacio LASARTE V MOLINA, De decima vemlitionis p.t permutationis quae alca-
vala nuncupanlur, Madrid, 1599, tomo II, pág. 60.
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relacionados de forma quev una tasación a uno de ellos incrementa el
precio de todos los demás miembros del grupo en la misma proporción,
puede tratarse el grupo como una unidad económica a los efectos del
«ontrol de precios. Por ello, si el grupo de productos es tal que la elas-
ticidad, en demanda y oferta, para el grupo en conjunto, sea baja, no
sólo no ocasiona perjuicio extender el campo de actividad, sino que esto
hará efectivamente mínima la pérdida de excedentes económicos. La ex-
pansión de las tasas se rige, desde este punto de vista de la sustitución,
por la relación entre la elasticidad de la demanda para el grupo y la
elasticidad para el producto único. Si el artículo originariamente tasado
tiene una elasticidad casi nula, pero los otros del grupo tienen elastici
<lad positiva, entonces la elasticidad de la demanda para el grupo en
conjunto será positiva, y la ampliación del campo de actividad de la
tasación sería un error. Por el contrario, si se trata de dos bienes que
son estrechos sustitutivos. en el sentido de que la disminución de uno
/le ellos implica ajustes de sustitución, más a expensas del otro que de
las otras cosas en general, la elasticidad debe ser menor que para cada
uno de ellos tomado separadamente, de forma que la extensión de la
tasa para comprender a los dos será un beneficio. Puede aquí aplicarse
mutatis mutandis lo que HOTEIXING llamaba la paradoja de Edgeworíh
sobre la tasación •—Edgeivorth's laxation Paradox—; si todo un grupo
•de mercancías se producen en competencia perfecta, el sistema de tasas
que hará mínima la pérdida de excedentes del consumidor es el que
reduzca el consumo de cada miembro del grupo en la misma propor-
ción (124). De este modo, el principio de expansión de las tasas de pre-
oios no sólo aparece exigido por una finalidad de eficiencia, ?ino tara-

(124) Cfr. U. K. HICKS, M. A., Hacienda pública. Madrid, Afíuilar, 1950, pági-
nas 171 y 175. Las conclusiones sobre tasación de grupos sustitutivos por impuestos
son exlensibles a la lócnica de tasa de lo« precios, ya que éstos implican también, en
definitiva, una privación de valor económico en las mercancías rasadas. Sobre la
elasticidad de la demanda, cfr. ALOYS TIMPLE, Elastizitüi von Angebot und !\'ach¡raqe,
en el «Archiv für mathematische Wirtschafs und Sozialforschung», 1935; Isabella
BRAND, Dic Elastizitiil der Nachfrage. Rottrop, 1934: VIMCR, Cost Curves and Supply
Curves, en el «Zeitschrift für National Oekonomie», 1931. Sobre el problema del tex-
to, vid. Ü. K. HICKS, A Comment, en el «Rev. ot Eeon. Smdies», 1940 y 1944-5.
Sobre los excedentes del consumidor, vid. U. K. HICKS. Hadada, op. cit., pág. 165,
y U. K. HICKS, The. four Consumer's Surpluses, en la «Review of Economic Studies»,
vol. XI, núm. I.
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bien por una motivación económica del menor sacrificio del productor

y de los consumidores. Otra consideración económica, cual es el nece-

sario equilibrio entre precios agrícolas e industriales; consideración que,

de rechazo, implica incrementar aún más la expansión <le las tasas, a

virtud del llamado principio de coordinación de las tasas o principio

de la armonía ponderada. Administrativamente tienen estos aspectos eco-

nómicos su exacta traducción en la diferencia, casi umversalmente admi-

tida, entre precios directores de mercancías básicas (pan, carne, hie-

rro, etc.) y precios dirigidos (125); distinción que BÜBAUILLA ya advirtió

al hacer notar que «en el precio del pan es muy conveniente que en todo

tiempo haya tasa, porque es el gobierno de otros precios en muchas co-

sas y que más el orden es necesario». Sobre esta disiinción se fundamenta

otro principio de tasación, el de la coherencia de las tasas, con la fina-

lidad de impedir transferencias perjudiciales de las inversiones. A este

objeto, las tasas de los productos dirigidos se fijan sobre la tasa del pro-

ducto director, según coeficientes de relación entre ambos precios en el

mercado libre anterior (126).

(125"i Cfr., en «Information et Documenlation», Prix salaries el pouvoir d'achal,
16 octubre 1948, págs. 8 y ss.

f 126"* Cfr. CÉPÉDB, en la «Revue du Ministére de l'Asrirulture», septiembre 1947,
sobre el principio de la armonía ponderada de las tasas; MILHALD, op. cit., Vid.
O. 19 enero 1940: «... en vista del notorio encarecimiento que desde 1936 ban ex-
perimentado los indispensables materiales de fabricación y que el precio actual. es
desproporcionalmente bajo al de los demás precios ...» Esta armonía implica una pon-
deración a la vista de la importancia del producto, relación de demandas conjuntas
y riesgos de explotación, todo lo cual produce, O:Ü dentro de la técnica de los már-
aenes tengan éstos que ser muy diferentes entre sí, vauando también según la polí-
tica de restricción o fomento que se pretende seguir respecto a cada bien determina-
do. (Vid. O. 23 marzo 1946.) Vid., sobre el principio de armonía, O. 29 enero 1940: « y
con el fin de conseguir que los cultivadores obtengan con esta pauta (tabaco) un beneficio
que les equipare a la mayoría de los demás labradores». Id. O. 22 febrero 1946 (carbón).
La O. de 29 diciembre 1945 habla del «equilibrio de precios con los productos agrí-
colas y armonía entre el poder adquisitivo de la población». La O. de 27 julio 1938,
que tasa el maíz, dice: «Para la fijación de c«tos precios, se ha tenido en cuenta:
el costo de la producción, a fin de asegurar lu prudencial remuneración a su cultivo;
la repercusión del precio de e,ste cereal en el mercado ganadero; la escala de precios
asignados al trigo, y la laudable y firme decisión del Cobierno fie no elevar el valor
de los productos, respetando el nivel medio del mes de julio de 1936.» La O. de
10 de enero de 1946 estableció la tasa del azúcar según el promedio del precio para
la remolacha. En otros casos, el principio de armonía ha exiaido tener en cuenta
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15.—Las medidas compensatorias y el límite de la tasación.

La técnica de tasación implica el dominio y maniobra de las situacio-
nes de oferta y demanda en condiciones de fuerte desequilibrio entre
ambas. El precio, en cuanto elemento activo que adecúa la oferta y la
demanda recíprocamente dentro del automatismo de la concurrencia, pasa
a ser un elemento pasivo (127), abandonando su situación clave como
factor de reequilibrio económico, lográndose con la técnica de tasación
que el precio actúe de factor de aceleración del proceso de reducción
de costes en el grupo económico productor, siempre, naturalmente, que
la fijación del coste no se efectúe por debajo del cosle marginal del pro-
ducto. A este respecto, la tasación puede responder a un doble criterio :
o bien a la determinación de un precio remunerador. privando directa-
mente de este modo al propietario sólo del valor de especulación, o bien,
por el contrario, a la fijación de un precio por debajo del remunera-
dor. Esto último sólo se aplica en casos de extrema a-c.ascx y nunca para
productos de producción continuada, ya que de otro modo, al eliminarse
por la tasación la propensión a la inversión, ¿ería necesaria una medida
compensatoria. En otros supuestos se lia utilizado la tasación viliore ¡iré-
tio, pero siempre bajo la técnica más fuerte de las transferencias coacti-
vas o de una especial obligación de dar (entre*a de moneda de plata,
divisas, etc.). Incluso en el primer caso se verifica ¡ina autentica priva-
ción del contenido económico por cuanto la tasación toma en cuenta
exclusivamente el coste medio, el llamado coste de «rupo y no el coste
de cada empresa aislada, quedando de esta forma por encima del precio

los precios internai ionales: así. la O. de 2í de fehrcro de 19-H): «Según fórmula
basada en la cotización do los metales en el mercado inaV;s, expresado* en libras,
pero la rama de la Metalurgia del cobre puede sustituir la aludida cotización por
otra de carácter internacional...»

(127}» Cfr. Hans Cari NII'PERDEY, Die Grundprinzipicn lies tt'irtscliajtsverjassungs-
rechts, en «Reclit, Staat, Wirtschaft, 3.0r tomo, Dusseldorf, L. Schwann, 1951, pási-
na 114. Este automatismo de la concurrencia no implica, de otro lado, una falta
de regulación y de control. Por el contrario, supone implícitamente, como lian puesto
de relieve BOHM y NIPPKRIIKY, unos necesarios presupuestos y garantías jurídicas
—notwendige rechlliche Voraussetzunizen und Sicherungen— dadas por el Estado. Sin
ellas, la libre concurrencia pasa a inficionarse de un arado mayor o menor de mono
polio. La competencia no es, pues, libre, sino forzuda (7,wnngskonkurrenz); como
ha dicho agudamente un pensador francés, «la liberté du contrat se devore i'lle mémen.
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tasado los precios de las empresas marginales. Con ello se verifica, a tra-
vés de la tasación y a largo plazo, una eliminación del mercado de las
empresas marginales (128).

Simultáneamente a la técnica de tasación estricta, es necesario, sin
embargo, llevar a cabo toda una serie de medidas de compensación que
permitan una adecuación de la demanda a la oferta. En este aspecto la
tasación de precios se manifiesta como una de las técnicas económicas
más difíciles de dominar. No basta la mera disposición administrativa, o
incluso las medidas de coerción y de poLestad, para conseguir una exacta
eficiencia. Es necesario actuar simultáneamente sobre la oferta y sobre
la demanda. Sobre esta última la tasación de precios debe ir necesaria-
mente acompañada de una acción de estabilización y contenimiento del
poder adquisitivo, puesto que de otro modo, no restringiéndose la de-
manda, la técnica de tasación perdería toda su eficiencia por la crea-
ción de mercados paralelos con precios discriminados muy superiores a
los de tasación, fomentándose, de este modo, lo que POXWFLL llamaba
la predalory rompel ilion. Por ello generalmente las técnicas de tasación
han ido acompañadas, bien de medidas de devaluación monetaria (así
en Bélgica, Noruega, Gran Bretaña, Australia, Canadá. Estados Unidos y
Suiza), bien de fuertes impuestos sobre los beneficios extraordiarios (Ita-
lia. España, Estados Unidos). La influencia paralela de estas medidas es
tal, que han permitido en muchos casos prescindir de la tasación (129).

(128) Cfr. el Arara?, des Auschusses fiir Winschaft. 1940, nñm. 844, «¡n der Resfl
ist unangemessen insbesondere ein Entgelt, der sinkende Rosten der Wicderbescbaf-
fung oder Erzeugung nicht berücksi'-litict. Bel seV'Czi-nen Herstellung oder Anscliaf-
fungskosten isl es unangebracht, ein Entgelt vorzusehen, wenn die nach Sondersiilzen
berechnete Gewinn oder Handelsrpanne nicht anaemessen gesenkt ist».

(129) Así, por ejemplo, en Rusia, la reforma monetaria de Zdanov y la supresión
del racionamiento tuvieron lugar simultáneamente por Decretos de noviembre de 1947.
En casi toda la Europa Occidental, por recomendación de la Economic Cooperation
Adminislration, se realizaron devaluaciones monetarias en la postguerra, con la finali
dad de cortar alzas peligrosas en artículos de primera necesidad al suprimir el régi-
men de tasación. Estas medidas compensadoras tuvirron, seflún datos de la E. C. A.
(Eight Repon lo the Congress 31 marzo 1950), un evidente éxito: En Suiza los p rc
cios bajaron, tras la devaluación, un 5 por 100; en Turquía, Italia y Persia, entre un
2 y un 5 por 100; en Alemania la devaluación del 21 por 100 permitió el manteni
miento del nivel de precios. Sólo en Holanda, Norupsa, Inglaterra y Dinamarca (con
devaluación del 3 ó 5 por 100) y en Francia los precio» subieron un 12 por 100 (op. cit.,
pág. 36).

Cfr., en Bélgica, «impót spécial «ur les benefices exoeptionnels», Ley 10 enero 1040;
en Francia, la contribución extraordinaria «sur les bénefices cxceptionnels ou supple-
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Las medidas de devaluación monetaria implican, del mismo modo
que Ja tasación, una privación de contenido económico cuando se traía
de contratos perfectos, pero no consumados, privación que cede, según
los casos, en favor del acreedor o del deudor (130).

Fundamentalmente las técnicas de corrección apuntan a la elimina-
ción del incremento en la demanda. En esle sentido, la opción que PjGOL'
señalaba, entre tasación e imposición extraordinaria, no es tal opción,
esto es, técnica disyuntiva, sino, por el contrario, técnica conjunta.

La imposición de los beneficios extraordinarios es entre todas estas
técnicas correctoras la más utilizada. Es significativo señalar cómo esta
forma impositiva aparece justamente en los períodos en que hace simul-
táneamente aparición la técnica de precios tasados. En España, al mis-
mo tiempo que se promulga la llamada Ley de Subsistencias, se presen-
ta en 1917 el Proyecto ALBA de tributación de los beneficios extraordi-
narios. La é\>oca más reciente de tasación de precios aparecida
durante la guerra coincide con Ja Ley de 5 de enero de 1939, que
crea el impuesto sobre los beneficios extraordinarios y que mantie-
ne su vigencia hasta la Ley de 30 de diciembre de 1939. siendo
reproducida al estallar la segunda guerra mundial por Ley de 17 de
octubre de 1941 hasta la Ley de 31 de diciembre de 1943. La fina-
lidad correctora de esta tributación establecida funcionalmente fren-

menlaires» (Ley de 1 junio 1916, L. 30 diciembre 1916, L. 30 enero 1941. L. SO ju-
nio 1941); Alemania Mehreinkommensteuer íl.eyes de 27 agosto 1936 y 25 julio 19381;
Estados Unidos, Excess Profits Tax, introducido por la Revenue Act de 8 octu-
bre y Acta de 7 marzo de 1941. En 1917, el cisterna fue el de la War Express Profits
Tax, the Declared Valué Excess Profits Tax; en Inzlaterra. la Excess Profits Tax,
introducida por la Finance Act de 1939; en Italia, Ley 1 de julio de 1940; en Suiza,
arrutes federales de 30 agosto 1939 y 12 enero 1940. Obsérvese la pcneral contempo-
raneidad con las medidas de intervención económica. Cfr. «Bulletin de Lécislation
Comparée», núm. 3, París, 1941 : L'impót *ur les bénA/ices de suene et a l'étranger
et la limitation des dividendes en France, en Allemagne et en Jtalie; y en Internntio-
naler Steuerbelastungsvergleich, en la «Schriftenreihe der Deutsclicn Europa-Akade-
mié», Verlag für Gesrhichte und Politik, Frankfurt am Main, 1952.

(130) Vid., sobre esta cuestión muy tratada ya por la doctrina, la opinión, que
no he visto cilada, de Gabriel ROMANO (op. cit., quaeslio 1226): «Secunda cst con-
clussio, quod si valor monetae Jecrcverit non ex delerioratione monetae, vel formac,
sed propter Principis voluntatem vel si alias plus valet aureus, vel grossior moneta,
quam valuit tempore promissionis, tune diminutio cpdit ad incommodum creditori'i,
¡taque est solvere, secundum tempus solutionis», y quaestio 1207: «Si valor monetae
decrescat propter deteriorationem materiae, vel formae tune attenditur valor tem-
pore promissionis, non tempore solutionis.»
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te a la tasación de precios, aparece en Ja misma exposición de moti-
vos de toda esta legislación. Como se dice en el preámbulo de la Ley
de 30 de diciembre de 1943, «uno de los principales efectos que se con-
siguieron con el restablecimiento del gravamen por la contribución ex-
cepcional sobre beneficios extraordinarios... íué evitar que el anormal
incremento de utilidades obtenido por las empresas pudiera traducirse
en un exceso de medios de pago que, al verterse en la circulación, habría
contribuido a aumentar el nivel de los precios».

La tributación sobre beneficios extraordinarios, por su mismo ca-
rácter accesorio a la técnica de tasación de los precios, reviste el mismo
carácter político que ésta : la eliminación de los márgenes de beneficios
por encima del nivel normal admisible. En efecto, el Estado puede
optar, para hacer frente a los gastos extraordinarios que significan los
períodos de escasez, por un doble sistema : bien por acudir al crédito
a corto término, que ha sido hasta recientemente la técnica utilizada,
o bien, por el contrario, a establecer un impuesto diferencial sobre los
beneficios extraordinarios. Ambas medidas contemplan, en definitiva, el
control general de los mercados y de los precios, pero se diferencian ra-
dicalmente por su motivación política, coincidente, en última instancia,
con la finalidad general de eliminación de los márgenes anormales de
beneficios (131).

El control de las ampliaciones de capital en las sociedades como con-
trol parcial de inversiones ha sido lambién usado como medida paralela
de corrección. Todas estas técnicas son puramente transitorias, dando
lugar a formas de impuestos con vigencia temporal y, cuando es nece-
sario, con eficacia retroactiva, siempre en función de la corrección de
la demanda, para prestar eficiencia a las técnicas de intervención eco-
nómica. En este aspecto, las técnicas de tasación moderna han sido siem-
pre acompañadas de fuerte política fiscal de redistribución de la renta
con gravámenes a los'gastos con la finalidad indicada anteriormente de
restringir el poder adquisitivo. De otro lado, la tasación se manifiesta
como una medida de pura contingencia, estrictamente aplicable a aque-
llos períodos de notoria escasez. En este aspecto, es necesario insistir en
la falta de fijeza de la intervención económica en correlación con la
falta de estabilidad económica del mercado. Como ha dicho BCcHNER,

(131) Cfr. U. K. HICKS. M. A.. Hacienda púhlicíf, Madrid, Aguilar, 1950, op. cit.,
nota 120.
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en el campo de la intervención económica uo prevalece ninguna armo-

nía preestablecida, pero tampoco ningún caos sin forma (132).

Cabalmente esto nos da la clave de la nueva calificación del precio

¡fisto. En situaciones de normalidad económica, siendo nulo el grado de

nonopolio en el mercado, el precio justo puede identificarse con el pre-

3io de libre competencia. Aun entonces, es decir, en normalidad econó-

mica, esta libre concurrencia no es espontanea, sino forzada, por la

inevitable tendencia al cuasi monopolio que a todos mercados afec-

ta (13;}). Fundamentalmente la elección de las distintas técnicas, que a

su vez la tasación ofrece como posibles, se determinan por la carestía o

rareza del producto y la intensidad mayor o menor de la técnica de tasa-

:-ión elegida (134), todo ello en función del principio <k oportunidad y

de proporcionalidad, vigente sobre toda la aclividad administrativa.

(132i Cfr. Richard BÍ'CHNER, Struktur des Wehninschajt. en «RccliJ, Staat, Wirts-
:hnft», 3. lr tomo, Dusseldorf, Sehwann, 1951. pus. 376 : rdlier herrsclu keino priUtabi-
lisierlc Harmonie abcr aurh kein formloses Chaos.»

(1331 Es interesante destacar la prohibición de monopolios coincidenles hasta el
siglo xix con los períodos en que el juslum pretium se identifica con el valor venal.
\s¡, C. de monopolios, R. 1, 2, lít. 7, párr. 7. LASARTE (op. cit., cap. 21, quaestio 40,
33?. 65): «Monopolia mercatorum prohibka sunt.» JI:STI (ElemenUff generuíes, op cit.,
páe. 123, párr. 267): «Los monopolio?, y generalmente todo? los privilegios exclu-
sivos, son de tal manera dañosos al orden económico, que no debe absolutamente
sufrírseles, no solamente en el comercio, las manufacturas y las fábricas, si también
:n cualquiera otra especie de tráfico.» I.a aclividad administrativa respecto a los nio-
lopolios no solamente se aparece como prohibitoria, sino también se centra, en mn-
•lios casos, en la utilización del monopolio —que adquiere entonces carácter de téc-
iica de colaboración y protección— como medida de tutela industrial. Así, por ejem-
alo, el manejo de los monopolios y privilegios a las Compañías do navegación en
[a época del mercantilismo. Sobre la evolución, vid. Fli F. HECKSCHKR, La época
nercantilista, Méjico, Fondo de Cultura, 1913, píes. 253059, 313, 368, 373, 157-168,
269, 517. Desde el secundo punto de vista, manejo del monopolio como lécnica de
'omento, vid. COKE, ¡nuitule 0/ tlic laus or England, 1612. III, pá?. 181: «A mo-
nopoly is an institution, or allowance by the persons. politic or corporate bodies,
•>r for the solé buyinc, sellina, makins, workin?, or upin}: of any tbini;, whercby
jny persor or persons, politie or corpor.ite b(>die5 íire sousbt lo be r^slrained of any
recnonv, or liberty that lliey had before, or liindrert in tbeir lawfnl trade.» También,
•n el mismo sentido, BLACKSIONE. Commentaries on LIMS of Fnslnnd. Lon<lon, 1813.
orno IV, pá?. 145, en Alfred Giíiss, Kartelle und Monopole, England uls UeUpiel
Vr\. Redil und Wirtschajt, Heidelberc, 1952, páes. 3 y «3.

(Vi-i) Vid. T. H. KJELLSTROM, Gustave Henry GI.UCK, JACIUSSON. han WIIICIH,
El control de precios. Méjico, 1943.
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